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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Defensa Nacional, señor Jaime Ravinet de la Fuente; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau y de Planificación, señor Felipe Kast Sommerhoff.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 10:24, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 74ª, especial,  y 75ª, ordinaria, ambas en 14 de diciembre del año en curso, y de las sesiones 76ª, especial, y 77ª, ordinaria, ambas en 15 del mismo mes, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha prestado su aprobación al proyecto que modifica la ley Nº 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares y renueva su vigencia (boletín Nº 6.830-14) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que remite copia autorizada de las resoluciones dictadas en la acción de inconstitucionalidad de tres glosas del proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2011 (boletín Nº 7.226-05).



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Mociones



De los Senadores señores Patricio Walker, Quintana e Ignacio Walker, con la que dan inicio a un proyecto de ley relativo al delito de estupro (boletín Nº 7.393-07) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señor Horvath, señora Pérez (doña Lily) y señores Bianchi y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que declara el primer domingo de diciembre como Día de la Dueña de Casa (boletín Nº 7.394-13) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento, han llegado a la Mesa las siguientes mociones:



De los Senadores señores Walker (don Patricio), Frei (don Eduardo), Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar (don Andrés), con la que inician un proyecto de ley que permite a las municipalidades de zonas fronterizas o apartadas entregar servicios de radiodifusión comunitaria.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero y en el número 2º del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.



De los Senadores señora Rincón y señores Walker (don Ignacio), Allamand y Chadwick, con la que dan inicio a un proyecto de ley sobre Premios Nacionales.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República de acuerdo a lo dispuesto en el número 2º del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.



De los Senadores señor Ruiz-Esquide, señora Rincón y señores Muñoz Aburto, Quintana y Zaldívar (don Andrés), con la que inician un proyecto de ley sobre estabilidad laboral y reincorporación de funcionarios elegidos mediante el sistema de Alta Dirección Pública.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en los números 2º y 4º del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)-----------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de iniciar el Orden del Día, en primer lugar queremos dar las gracias a la Honorable señora Rincón por su gesto. Veo que las señoras Senadoras nos sorprenden todos los días. Vamos a esperar qué nos traen las otras, que todavía no se han pronunciado. ¡Y el  lunes les contamos cuánto pica el ají de regiones...!



En segundo término, debo hacer presente que tenemos un pequeño atraso. Varios señores Senadores han avisado que están entrampados en un accidente en la Avenida España, entre Valparaíso y Viña del Mar, y no han podido llegar.  



Entonces, existen dos posibilidades: o demorar un poco la apertura de la sesión -hay varios asuntos que tratar- o iniciarla discutiendo un par de proyectos que son de Fácil Despacho, mientras acuden los restantes señores Senadores. Porque la idea, según el acuerdo de Comités, es rendirle después un homenaje al Secretario General de la Corporación, don Carlos Hoffmann Contreras, quien, después de 50 años de trabajo, deja esta Corporación.



Además, el señor Ministro de MIDEPLAN ha solicitado poner en el primer lugar del Orden del Día el proyecto que figura con el número 3, que se empezó a debatir ayer y respecto del cual se pidió segunda discusión. Y lo que se pretende es despacharlo hoy aunque sea en general.



También he recibido una petición del Senador señor Allamand sobre el proyecto signado con el número 4 de la tabla,  sobre violencia escolar, que tiene segundo informe y corresponde discutirlo en particular. Entiendo que fue aprobado por unanimidad y, si hubiera acuerdo de la Sala, a lo mejor, podríamos ponerlo en el primer lugar del Orden del Día y votarlo sin discusión.



Se trata de una iniciativa transversal que tuvo su origen en una  moción de los Senadores Chadwick, Allamand, Cantero, Lagos y Walker (don Ignacio).



Si le parece a la Sala, podremos despachar los dos primeros proyectos, a la espera de que concurran los demás señores Senadores, y después se rendirá homenaje a don Carlos Hoffmann Contreras.



--Así se acuerda.

V. FÁCIL DESPACHO
CONVENIO SOBRE DESARROLLO DE ACTIVIDADES DE CORPORACIÓN ANDINA DE FOMENTO EN CHILE

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y la Corporación Andina de Fomento (CAF), para el desarrollo de las actividades de la CAF en Chile”, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7096-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite, sesión 57ª, en 5 de octubre de 2010.



Informes de Comisión:



Relaciones Exteriores, sesión 78ª, en 21 de diciembre de 2010.



Hacienda, sesión 78ª, en 21 de diciembre de 2010.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal del Convenio es otorgar inmunidades y privilegios a la Corporación Andina de Fomento para poder desarrollar sus actividades en Chile.


La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó el proyecto por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Larraín, Kuschel, Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



Por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó idéntica resolución, también por la unanimidad de sus miembros (Senadores señora Matthei y señores Frei, Escalona, Kuschel y Lagos).



Cabe tener presente que esta iniciativa requiere para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto de acuerdo.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, voy a informar muy brevemente, en nombre de la Comisión de Relaciones Exteriores.



Consideramos que este es un paso importante para que Chile se vincule con mayor actividad con países de la región, sobre todo en el ámbito andino.



Creemos que la CAF tiene un perfil similar al del Banco Europeo de Inversiones, con el cual nuestro país suscribió recientemente un acuerdo marco que le permite interactuar a través de distintas líneas financieras en desarrollo de actividades productivas.



Mediante esta incorporación también, creo yo, estamos estrechando nuestros lazos comerciales, económicos y de inversiones con la región, la que, ciertamente, constituye una de las prioridades de nuestra política exterior.



Por estas consideraciones, señor Presidente, estimamos relevante y beneficioso aprobar el Convenio entre Chile y la Corporación Andina de Fomento, que permitirá el desarrollo de actividades de la CAF en nuestro país tan pronto la ley sea promulgada por el Ejecutivo.

)------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, las Comisiones de Trabajo y de Salud, unidas, solicitan autorización para sesionar en forma paralela con la Sala.

El señor PIZARRO (Presidente).- Existe un acuerdo sobre el particular, el cual habrá que aplicar en la medida en que no nos deje sin quórum de aprobación.



En principio no habría problema, pero la autorización debería materializarse en un rato más, primero porque el proyecto en debate necesita 22 votos, y segundo porque nos interesa que los Senadores se encuentren en la Sala en el momento en que se proceda a realizar la despedida al señor Secretario General.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Gracias.

)------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Continuando con la discusión del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el Honorable señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, me sumo a la aprobación del Convenio con la Corporación Andina de Fomento.



Se había debatido mucho en los últimos años respecto a si Chile era o no socio. Finalmente, se tomó esta decisión. Y la inversión es muy pequeña: menos del 1 por ciento de la CAF.



Se habla bastante de integración, y este es un mecanismo que realmente ha servido, en numerosos casos, para financiar proyectos comunes entre países. Su importancia radica en que hoy la Corporación se halla muy interesada en financiar iniciativas como la del ferrocarril transandino y las de los túneles en distintos pasos fronterizos, las cuales no se habían podido concretar precisamente porque Chile no había ratificado el Acuerdo respectivo, que ya tiene varios años.



A pesar de que se ha discutido la participación de Chile desde la época del Pacto Andino, cuando nace la Corporación Andina de Fomento, me alegro de que ahora se concrete de una vez por todas, pues me parece que ello será importante para financiar proyectos de infraestructura, principalmente en el Cono Sur.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- En este momento hay 22 Senadores en la Sala, de modo que vamos a proceder a la votación.



Les ruego que voten todos, pues la iniciativa tiene rango orgánico constitucional.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (24 votos afirmativos).



Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Frei (don Eduardo), Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).
DESPEDIDA A SECRETARIO GENERAL DEL SENADO, SEÑOR CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Honorables colegas, como ya llegaron algunos de los Senadores que habían pedido retrasar un poco el inicio de la sesión, vamos a proceder a despedir, en el buen sentido de la palabra, a nuestro Secretario General, don Carlos Hoffmann, para lo cual me voy a permitir, en representación de la Sala, expresar algunas palabras.



En primer lugar, deseo dar las gracias a la familia de don Carlos, que está con nosotros, y a los funcionarios que nos acompañan en el recinto.



Esta última sesión del año 2010 coincide con la culminación de la carrera profesional de quien es hoy el Secretario General del Senado, don Carlos Hoffmann Contreras. En efecto, el 31 de diciembre próximo se hará efectiva su renuncia a la Corporación tras 50 años de servicio.



A lo largo de ese extenso período, que se inició en los albores de la década de los sesenta, don Carlos ocupó, sucesivamente, todos los cargos de su escalafón, desde Oficial 3° hasta ser elegido Secretario General por la unanimidad de la Sala hace diez años.



Como abogado, es uno de los especialistas más reconocidos en el país en Derecho Minero; corredactor del Código de Minería, fue elegido, además, miembro de la Comisión de Códigos de la República en 1997. Profesor de la cátedra de Derecho Minero en la Universidad de Chile y la Universidad Central, ha sido elegido Mejor Profesor en ambas Facultades de Derecho.



Su período de Secretario General del Senado será, ciertamente, recordado como una etapa de modernización institucional, en que, trabajando estrechamente con los siete Presidentes que le correspondió acompañar, se perfecciona y moderniza la gestión administrativa y financiera de la Corporación; se establecen políticas en materia de recursos humanos; se actualiza y generaliza la informatización de los procesos legislativos y administrativos, y se dan pasos institucionalizados y certeros de relacionamiento y retroalimentación con la comunidad nacional. Es el período en que se implementan criterios de transparencia corporativa, que han sido reconocidos y alabados por autoridades de otros Poderes del Estado y también de Parlamentos extranjeros.



Carlos Hoffmann, asimismo, representó al Senado de la República de Chile en el ámbito legislativo internacional, con su activa participación en la Asociación de Secretarios Generales de Parlamentos, institución de la que fue Vicepresidente por tres años. Desde ese cargo promovió la cooperación con Parlamentos emergentes o de naciones subdesarrolladas y alentó los procesos de homologación legal para dar eficacia jurídica al Derecho Internacional.



Sus capacidades jurídica y legislativa estuvieron invariablemente al servicio de todos los Senadores que han pasado por esta Corporación desde 1960.



Sin embargo, aun cuando en los próximos días ya no será Secretario General del Senado, nos asiste la convicción de que su vocación de servicio continuará, ya sea en las aulas, en estrados o en el ámbito del pensamiento jurídico.



Esta no es una simple despedida, sino el reconocimiento a una trayectoria. Es también el deseo de todos nosotros de éxito y ventura en sus actividades presentes y futuras junto a su grupo familiar, a su Iglesia y a sus amigos de todo pensamiento político, de toda condición social y de las más variadas nacionalidades.



Es por todo lo anterior, y en reconocimiento a su trayectoria, que los Comités del Senado, de manera unánime, acordaron distinguir a don Carlos Hoffmann Contreras con la Condecoración al Mérito del Senado de la República de Chile, en el grado de Gran Oficial.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



--El señor Jorge Pizarro, Presidente del Senado, impone a don Carlos Hoffmann Contreras, Secretario General de la Cámara Alta, la Condecoración al Mérito del Senado de la República de Chile, en el grado de Gran Oficial.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas). 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Muchas gracias, señor Presidente; muchas gracias, señores Senadores.



Me honro en haber recibido esta Condecoración. Hasta donde sé, es la primera vez que se otorga a un funcionario y una de las pocas ocasiones en que se impone a un chileno.



Se lo agradezco en forma muy sincera.



Efectivamente, hoy por última vez tengo el honor de estar sentado aquí, en la testera del Senado, después de poco más de 50 años de servicio, durante los cuales me tocó en suerte gozar de muy buena salud, lo que significó que nunca, en ese medio siglo, pidiera un solo día de licencia médica o un día administrativo.



Me impulsan a dar este paso dos razones, ambas de peso. 



Una, que padezco -se detectó hace poco tiempo- de un tumor cerebral que ya está limitando mis facultades. Hice presente esta circunstancia en su momento tanto al señor Presidente cuanto al señor Vicepresidente de la Corporación. 



La otra razón es mi convencimiento de que después de 50 años ya es hora de dejar el paso a las nuevas generaciones, permitir la renovación del personal, etcétera.



Señor Presidente, estoy muy contento con las labores que desarrollé en los últimos diez años, algunas de las cuales Su Señoría tuvo la gentileza de destacar. Fuera de ellas, se crearon la Fiscalía Administrativa, que era tan necesaria; el Departamento de Abastecimiento y Logística, en fin.



Hay tantos recuerdos, señores Senadores, que se agolpan en mi mente en este instante.



Muchas personas -¡muchas!- me han dicho que escriba mis memorias; incluso, varios periodistas. No lo voy a hacer. Y no lo voy a hacer porque creo que esta vocación, el sacerdocio que significa el trabajar en el Senado impone a todos los funcionarios, y de modo muy especial al Secretario General, la máxima discreción.



Mis recuerdos -me atrevería a decirlo- son en un 99 por ciento positivos y los honran a ustedes, señores Senadores.



Me acuerdo de cuando el Honorable señor Frei Montalva me decía: “Carlos, vámonos caminando a mi casa”. Efectivamente, desde el Senado, en Santiago, nos íbamos hasta su casa, de la calle Hindenburg. Otras veces lo dejaba en Providencia, y yo seguía rumbo al hogar de mis padres, que estaba cerca. Y nuestras conversaciones -Sus Señorías conocieron a don Eduardo Frei- eran extremadamente interesantes.



También recuerdo cuando el Honorable señor Salvador Allende me invitó en una oportunidad a su casa para hacerle una traducción a una periodista inglesa. Tengo mis dudas al respecto, pues creo que el Senador Allende hablaba bastante inglés. Pero, después de eso, en numerosas oportunidades, incluidas dos veces en La Moneda, me invitó diciéndome: “Carlos, véngase a almorzar conmigo para conversar”. Y nuestras conversaciones eran también sumamente interesantes.



Señor Presidente, quiero agradecer, primero que nada, a mi familia.



A Leonor, quien, un poco a regañadientes, aceptó que durante 20 años su marido estuviera cuatro días a la semana fuera del hogar.



A mis hijos, María del Pilar y Carlos, Karina y Javier, por su amor, por su apoyo, por su consejo y por su inalterable confianza.



Lo mismo a mis nietos.



Aprovecho la ocasión para agradecer también a Presidentes de la Cámara Alta con los cuales tuve la honra de trabajar: los Honorables señores Zaldívar, Frei, Larraín y Novoa.



Asimismo, a la actual Mesa: al señor Presidente y al señor Vicepresidente.



Les agradezco a todos ellos su apoyo, su confianza, su comprensión. 



Quiero, por supuesto, manifestar mi gratitud a todos los Senadores. Y también al personal, que me apoyó, entusiastamente muchas veces, teniendo claro que es mejor adherir a los propósitos de la jefatura que limitarse a una mera obediencia jerárquica. 



Les expreso asimismo mis agradecimientos a los numerosos funcionarios que me han dicho que sienten mi alejamiento, y especialmente a los hombres y mujeres que han llorado por este motivo.



Me voy, señor Presidente, señor Vicepresidente, señoras Senadoras, señores Senadores, sin ningún resentimiento con nadie.



Me gusta rezar tranquilo el padrenuestro por la noche y pedirle a Dios que perdone mis ofensas, así como yo perdono a quienes puedan haberme ofendido.



Los franceses tienen un dicho: “Partir c’est mourir un peu”. “Partir es morir un poco”.



Creo que pocas veces esa frase debe de haber estado mejor empleada que en este momento.



¡Muchas gracias!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Distintos Comités también quieren dejar su testimonio.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente; señoras y señores miembros de esta Corporación; estimado Secretario General y amigo, don Carlos Hoffmann:



Quiero en esta oportunidad, en nombre del Comité de Senadores de la Unión Demócrata Independiente y -estoy seguro- también interpretando el sentimiento de todos los integrantes de la Cámara Alta, utilizar esta tribuna para expresarle al señor Secretario General nuestra gratitud por 50 años de labor institucional en un nivel que será siempre recordado como de los más elevados que se hayan podido alcanzar en el servicio profesional a esta Corporación.



Carlos Hoffmann es una persona con una trayectoria muy destacada en los ámbitos profesional y académico.



Sobresalió desde muy temprano en el quehacer universitario.



Desarrolló en su tesis de grado un trabajo acerca del Derecho Minero: Reflexiones sobre el amparo minero.



En esa esfera ha llevado a cabo una carrera académica simplemente notable: ayudante de cátedra y profesor de Derecho de Minería en la Universidad de Chile desde 1979, así como en la Universidad Central y en otras casas de estudios superiores, donde ha sido distinguido en reiteradas oportunidades como el mejor profesor de la respectiva Facultad.



Ha sido también, en el ejercicio profesional, un destacado abogado especialista en el área minera.



Se desempeñó asimismo en el ámbito legislativo: cooperó en la redacción del nuevo Código de Minería y de la parte de la Constitución Política referida a la minería. 



Además, ha sido, desde 1997, miembro de la Comisión de Códigos de la República.



Esa notable trayectoria profesional, sin embargo, no constituyó obstáculo para que fuera ejemplo de funcionario en el Senado.



Como se ha recordado, llegó a esta Corporación en 1960, hace ya más de 50 años, y ha ocupado sucesivamente los más variados cargos.



Carlos Hoffmann ganó el derecho a ser Jefe del Servicio, el Primer Funcionario, el Secretario General solo después de una trayectoria profesional que partió en los empleos más sencillos y humildes, desde los cuales fue generando el reconocimiento de las distintas autoridades que ha tenido la Corporación a lo largo de los años.



Fue Oficial 3°, Oficial 2°, Oficial 1°, Secretario de la Redacción de Sesiones, Oficial de Oficios, Oficial de Actas, Oficial de Partes, Archivero, Oficial Mayor, Secretario de Comisiones, Secretario Jefe de Comisiones, Prosecretario y Tesorero, hasta llegar a su actual cargo: el de Secretario General.



¡Qué más se puede connotar de alguien que ha servido con tanta lealtad y dedicación a una institución que el hecho de haber ocupado desde el puesto más bajo hasta el más alto del escalafón a lo largo de su trayectoria!



Por eso, en estos minutos queremos sumarnos al reconocimiento a su destacado trabajo durante 50 años.



Además, su labor lo llevó a tener una muy significativa figuración en el extranjero, por su participación en la Asociación Mundial de Secretarios Generales de Parlamentos, de la cual fue Vicepresidente, y también a través de diversos convenios que nuestra Corporación ha celebrado con otros Senados o Congresos en distintas partes de América Central y América del Sur.



Esos convenios han permitido que numerosos Parlamentos vengan a conocer la forma como trabaja nuestro Senado y obtengan la debida asesoría.



Tuve oportunidad de recibir la gratitud de distintos Parlamentos por el conocimiento que adquirieron sobre la labor de asesoría, soporte, sustento y apoyo que realizan en la Sala de esta Corporación nuestros funcionarios, encabezados por Carlos Hoffmann.



Deseo connotar finalmente ciertos rasgos que me parecen muy relevantes y que, en mi concepto, quedan como la huella que Carlos Hoffmann deja en esta Alta Cámara.



En primer lugar, su lealtad institucional.



Para quienes trabajan en una institución pública de la naturaleza del Senado, una dedicación de tantos años y una carrera ascendente tan destacada y brillante solo se logran cuando existen prudencia, reserva, discreción y un trabajo abnegado que reflejan una enorme lealtad hacia el ente al que se sirve.



También debo subrayar, como elemento muy relevante, la objetividad y el pluralismo con que Carlos Hoffmann ha desempeñado sus funciones.



Esta es una Corporación política, donde se hallan representadas las más diversas formas de pensar de nuestro país -sustentadas por autoridades elegidas por la ciudadanía- que a lo largo de muchos años, con períodos incluso de interrupción democrática, reflejan realidades muy distintas y a las cuales solo se puede servir si se tiene muy clara la exigencia de objetividad, pluralismo y compromiso institucional.



Carlos Hoffmann ha dado ejemplo a ese respecto.



Por último, a esa lealtad institucional, a esa objetividad y a ese pluralismo se suma un trabajo profesional del mayor rigor y seriedad.



Las razones y los motivos por los que Carlos Hoffmann, tras partir como Oficial 3°, logró ser Secretario General del Senado, cargo para el cual fue elegido por la unanimidad de esta Sala, pueden hallarse específicamente en aquel compromiso de trabajo. 



Los Senadores no siempre advertimos la relevancia del trabajo funcionario que hay detrás del mostrador, al otro lado de la Sala. Para nosotros es indispensable que estas actividades se desarrollen en forma muy efectiva. Y quizás damos por descontado que ello ocurre así. Pero, cuando uno ha podido estar -y he tenido la oportunidad de hacerlo- desde el otro lado del mostrador, puede manifestar que el trabajo que realizan nuestros funcionarios -y creo que esta es una buena oportunidad para, a través de la persona de Carlos Hoffmann, como Jefe del Servicio, testimoniar nuestra gratitud y nuestro reconocimiento a quienes desde los más variados rincones prestan servicio en el Senado- se caracteriza por su dedicación y seriedad, elementos que nos permiten llevar a cabo de la mejor forma posible nuestras funciones parlamentarias en representación de la ciudadanía.



Por eso, en esta ocasión queremos expresarle a Carlos Hoffmann nuestro agradecimiento por su enorme trayectoria; por su lealtad institucional; por su objetividad y pluralismo; por su connotada labor profesional, que lo hacen merecedor de la condecoración que se le impuso, así como del reconocimiento de nuestra bancada y de toda la Corporación.



Por cierto, vaya nuestro saludo a sus familiares y amigos que hoy día nos acompañan, quienes deben sentirse orgullosos de un padre, de un marido, de un amigo como Carlos Hoffmann.



Carlos, ¡muchas gracias!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, intervengo por el Comité Demócrata Cristiano y asimismo por el Socialista, que me ha pedido que lo represente.



Pero pronuncio estas palabras, también, en forma muy personal, como alguien que ha conocido a nuestro Secretario General durante más años que el servicio que ha cumplido en el Senado.



Hemos sido amigos, compañeros en la universidad desde el primer año, cuando entré a apreciar lo que era y es Carlos Hoffmann. Y es preciso destacar algo que realmente me impresionó siempre: su inteligencia, su capacidad en los estudios. Fue un alumno excelente, con quien competimos muchas veces en notas, y un hombre destacado ya desde la oportunidad en que nos conocimos.



Después, basta ver su currículum. Un desarrollo pleno de lo que han sido sus 50 años en esta Corporación ya ha sido expuesto por el señor Presidente y por mi Honorable colega Larraín.



Al pensar en qué poder decirle a Carlos hoy día, reflexioné en que su período de funcionario representará la cuarta parte de la historia del Senado en el bicentenario del Congreso. Eso constituye, por lo tanto, un mérito inmenso. Es una proporción importante de la trayectoria de nuestra institución. Ha sido actor y testigo de su desarrollo durante muchos años.



Como bien se ha dicho aquí, no inició su carrera por arriba, sino desde el primer nivel del escalafón, desde el inferior, hasta llegar al cargo máximo. Experimenté una gran satisfacción, en el año subsiguiente de asumir la Presidencia del Senado por seis años, al proponerlo como Secretario General, porque estimaba que era la persona que reunía, sin desmerecer a las demás, los mejores méritos y condiciones precisamente por su carrera entre nosotros. Y fue elegido por la unanimidad de los Senadores, porque todos lo reconocieron así, y lo hemos tenido por 10 años en la testera. Seguramente, es uno de los funcionarios que registran una mayor duración en su desempeño como tal y después en el puesto superior.



Pero no basta con la antigüedad, con el hecho de que se haya mantenido tanto tiempo en funciones, sino que también es preciso considerar la virtud de lo realizado. Porque con Hernán, Jovino, Eduardo y otros que han ocupado el cargo de Presidente del Senado y no se hallan presentes hemos sido testigos de su aporte.



Esta Corporación se ha modernizado, desde el retorno a la democracia, en forma realmente importante. Se ha incorporado a la modernidad. Carlos Hoffmann fue el impulsor -y trabajamos juntos en ello- de la instalación del nuevo sistema informático, del funcionamiento de la Institución en su conjunto.



Por lo tanto, es preciso reconocerle hoy día que ha sido parte de la historia del Senado y que su paso por este no ha sido en vano.



Pero no solo eso. También se tiene que destacar su propia impronta profesional. Ha sido un destacado especialista en materias mineras.



Pero no solo eso. Ha entregado su conocimiento al desarrollo de la legislación de la minería, área a la que corresponde la elaboración de su tesis para recibirse de abogado y el desempeño de su cátedra en tres universidades, con una distinción: en cada una de ellas lo han reconocido como el mejor profesor de Derecho de Minería.



Pero no solo eso. Por su calidad humana, lo han designado en varias oportunidades el docente más querido por los alumnos.



Entonces, esta calidad humana, esta capacidad para entregarse al servicio público, lleva a que hoy día terminemos en la presente sesión, no dándole una despedida, no brindándole un tributo en el solo hecho de entregarle una condecoración, sino dejando inscrito en la Versión Oficial quién ha sido Carlos Hoffmann -con sus defectos, como todos, pero con muchas virtudes- y que el balance de su paso por el Senado es realmente positivo y tenemos que acogerlo. Y, por eso, merece nuestro reconocimiento.



Y te digo, Carlos, que si bien partes, no es para morir un poco. Al contrario, lo haces con la satisfacción de haber realizado una obra profunda en una institución tan importante para nuestro país como es esta Corporación.



Pero más partes con el orgullo de que tu familia te puede reconocer aquí, en el Senado, como una persona que también ha sido parte importante de su vida. Leonor y tus hijos pueden estar orgullosos de lo que has hecho aquí.



Y vas a partir dejando frutos y, por supuesto, una huella. 



Por eso, te digo, en nombre de los Senadores democratacristianos y socialistas: gracias por lo que has dado. Si has cometido algún error o has rezado el padrenuestro para pedir que te perdonen y perdonar tú a quienes te puedan haber ofendido, puedo decirte que, entre las ofensas y los méritos, me quedo con los méritos.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, distinguidas señoras Senadoras, apreciados colegas Senadores, estimado don Carlos:



Intervengo en representación de la bancada de Renovación Nacional, y también en nombre de ellos dirijo un saludo muy cariñoso a su familia, que nos acompaña en la tribuna.



Estimado don Carlos, cincuenta años de trabajo profesional en el Senado hablan por sí solos. Cincuenta años de trayectoria, de entrega a esta institución republicana, hablan por sí solos de usted y de lo que ha aportado a esta Corporación y a nuestra patria.



Sumado a ello, sus alumnos lo han elegido, en repetidas ocasiones. el mejor profesor, y creo que ese es un hecho que también habla por sí solo. Todos sabemos cuán exigentes son hoy día los jóvenes. El que haya sido objeto de ese reconocimiento, ¡qué premio más grande significa en su vida, en la de su familia!



Respecto de la frase que nos citó: “Partir es morir un poco”, voy a discrepar de usted en cuanto a aplicarla en esta ocasión. Además, como la discrepancia es de la naturaleza del Senado, creo que no está mal hacerlo, aun en la solemnidad de esta ceremonia. Deseo decirle, don Carlos, que probablemente no se va a escapar de nosotros. No me sorprendería que más de alguno de quienes nos hallamos en la Sala recurramos a usted para pedirle alguna orientación o colaboración en materias trascendentes para nuestro país y en las que tiene tanta experiencia, o en Derecho de Minería, del cual posee tanto conocimiento, sobre todo tratándose de un país minero como el nuestro.



Pero estimo, asimismo, que esta partida, en su caso, servirá para devolverle a su familia todas esas horas que usted le ha restado, lo que también sabemos todos que les ocurre a las nuestras por hallarnos dedicados a esta función.



Por eso, porque el cariño de su familia es inmenso, porque ella lo espera para regalonearlo, porque además va a reanudar el ejercicio activo de su profesión y, con seguridad, retomará muchas cosas que no pudo realizar mientras ejerció el cargo, quiero decirle que tome con fuerza los pinceles para dibujar una nueva etapa en su vida, que le vaya bien, que Dios lo bendiga mucho y que su familia se encuentra ahí diciéndole que lo quiere y lo necesita.



¡Felicidades, don Carlos! ¡Muchas gracias!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra al Honorable señor Quintana. 

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, estimados colegas, Honorable Senado: 


Me resulta particularmente grato, en nombre de los Comités Partido Por la Democracia y Radical Social Demócrata y del Movimiento Amplio Social, participar en este solemne homenaje a nuestro Secretario General, don Carlos Hoffmann Contreras, quien dejará la Corporación el próximo 31 de diciembre, luego de cinco décadas de una brillante carrera funcionaria.



Don Carlos Hoffmann es parte de la historia viva del Senado. Siendo aún estudiante de leyes de la Universidad de Chile, ingresó al servicio, en 1960, como Oficial 3°, ganando por oposición de antecedentes un concurso público para proveer el cargo al que postularon 135 personas. Finalizadas casi todas las etapas, pruebas y exámenes, quedaron los últimos dos postulantes en competencia enfrentados a una prueba escrita donde ambos debían desarrollar el mismo tema: el veto, que por aquella época, bajo la vigencia de la Constitución de 1925, era particularmente complejo, pues suponía distintas hipótesis, con diferentes quórums y procedimientos. No fue tarea fácil dilucidar el empate entre ambos postulantes, ya que los dos se habían referido a todas y cada una de ellas, con la sola diferencia de un método y una claridad expositiva que terminaron por inclinar el concurso a favor del joven Carlos Hoffmann, destacando, de esta manera, una de las características más notables de quien, enamorado, diría, de las palabras de nuestro idioma, tiene esa notable capacidad de explicar en términos muy simples cualquier materia, por compleja que sea.



Fue así como, desde el último grado del Escalafón, don Carlos comenzó su carrera funcionaria, que rápidamente lo fue elevando de un grado a otro, gracias a su capacidad y sólida formación jurídica. De Oficial 3º pasó a Oficial 2º y, muy rápidamente, a Oficial 1º, para ocupar luego el cargo de Oficial de Oficios, posteriormente el de Oficial de Actas, después el de Oficial de Partes, pasando más tarde a ser el encargado del Archivo, en lo que podríamos denominar su primera época de funcionario, que le permitió conocer en el detalle más doméstico el quehacer legislativo.



Habiendo asumido como Oficial Mayor de Secretaría y completamente empoderado en este primer cargo de mayor responsabilidad al frente de la Corporación, el día 11 de septiembre de 1973, enterado muy temprano del golpe de Estado, acudió presuroso en su citroneta a custodiar la sede de Santiago.



Al relatar este episodio, estimados colegas, no puedo dejar de mencionar una anécdota que me tocó presenciar, en un sentido muy similar, y que refleja, no ya la relación de don Carlos con el Senado como institución, sino con el cuerpo legislativo que formamos sus miembros. Fue en el marco de la acusación constitucional contra la entonces Ministra Yasna Provoste, cuando, en este Hemiciclo, un colega Diputado que presenciaba la sesión, muy molesto por un resultado adverso, generó un fuerte incidente con un Senador. En esas circunstancias, don Carlos, con valentía e inusual ofuscación, se interpuso entre ambos parlamentarios, conminando al visitante, en duros términos, a salir de la Sala. Recuerdo sus palabras con cierto temor, porque formé parte del grupo de Diputados presentes: “¡Fuera!”, nos decía. “¡A mis Senadores no los toca nadie! ¡Yo soy el amo de casa!”.



Y claro que lo es, don Carlos. Pero ser el amo de casa tiene de dulce y de agraz. Encontrarse al mando en el ejercicio del cargo de mayor responsabilidad es una tarea muchas veces ingrata, y más, a mi juicio, para quien optó por el servicio público habiendo registrado un probado éxito en el mundo privado. 



Entiendo, sobre la base de las numerosas experiencias relatadas por distintos funcionarios, que la denominada “época portaliana”, como es conocido el tiempo en que el personal del Congreso Nacional se desempeñó, en una forzada comisión de servicios, en el edificio Diego Portales, entre 1973 y 1990, fue particularmente desagradable, en un contexto de permanentes malos tratos, cuando no humillantes, lisa y llanamente. Don Carlos, que ya de joven mostraba ese especial carácter que le conocemos, montó en cólera cuando se enteró del castigo impuesto a un colega, quien debía escribir cien veces la frase: “Las resoluciones deben bastarse a sí mismas”. No lo aceptó. Y aun a riesgo de su propio cargo, respaldó, ante el mando militar, la abstención del funcionario.



Hombre de modales y de paciente explicación, fue capaz de encontrar, en condiciones bastante adversas, los espacios que le permitieron alternar sus obligaciones funcionarias con el ejercicio profesional, que muy rápidamente le valió el reconocimiento de ser uno de los mejores litigantes de la plaza, llegando a obtener en un solo año 45 sentencias favorables de la Corte Suprema. En un solo año ganó el equivalente al sueldo de 14 años de trabajo como Secretario de Comisiones del Senado, representando a importantes empresas de la minería, como SOQUIMICh y El Teniente, entre otras.



Sin embargo, reinstalado el Congreso en 1990, don Carlos, con el apoyo de su familia, optó por dedicarse completamente al servicio del Senado, que, como bien lo dijo su señora, Leonor, es su vida y su pasión. 



Hombre madrugador, que inicia sus jornadas aun antes de que amanezca, quizás queriendo ganarle de esta manera horas al día, es de aquellas personas cuyo trabajo las seduce cotidianamente. En 1990, en un Congreso recién instalado y con demandas superiores a las capacidades disponibles, no dudó en hacerse cargo al mismo tiempo de las secretarías de las Comisiones de Relaciones Exteriores, de Defensa Nacional, de Minería, Revisora de Cuentas y Especial Mixta de Presupuestos. Aun cuando la carga de trabajo era inmensa, jamás se le escuchó alguna queja. Por el contrario, las normas legales, femeninas en su género, recibieron de su parte tantas atenciones como la más atractiva de las mujeres.



Porque don Carlos, antes que litigante, ha sido siempre legislador. Por ello, cuando el Congreso fue reabierto, no tuvo dudas de cuál era su lugar. Incluso cuando este no funcionaba se las ingenió para participar en la elaboración del Código de Minería, que lo encuentra entre sus cuatro redactores, al igual que su Reglamento. Las normas constitucionales que regulan la minería también son de su autoría. Y le debemos, ayudado por un azar del destino, la declaración constitucional del interés público de la minería en Chile.



Pero don Carlos no es solo un hombre de Derecho: es esencialmente práctico y de oficio. Cuentan que en su casa no entran maestros, porque todo lo hace y repara, con sus propias manos y herramientas. Esta misma característica se reflejó en su gestión como Secretario General, con la creación de una Fiscalía interna y una oficina de adquisiciones y logística, que vinieron a dar solución práctica a una serie de requerimientos de esta Corporación.



El Senado que hoy conocemos -como toda entidad humana, con defectos y virtudes- tiene el sello de don Carlos, sin duda, quien ha manifestado una especial preocupación por cuidar la dignidad de este Poder del Estado. Su partida marcará un antes y un después, indiscutiblemente, por ser de aquellas personas cuya presencia se nota en cada detalle.



Nuestra institución, como todas las del país, enfrenta el desafío de responder a los requerimientos de una sociedad que se ha vuelto cada día más exigente. Ya no estará con nosotros el viejo y sabio don Carlos para resolver las más diversas dificultades que se suscitan día a día, desde la más compleja aplicación e interpretación constitucionales, hasta el más doméstico problema de muchas de nuestras oficinas. El reto es grande, porque cuando falta el amo de casa no es fácil tomar las riendas de los muchos y a veces hasta desconocidos temas que maneja.



El homenaje a don Carlos Hoffmann, quien parte -estoy seguro- con la satisfacción del deber cumplido, pretende ser al mismo tiempo el homenaje a todos los funcionarios del Senado, a cada uno de los hombres y las mujeres que tendrán, no solo el desafío de igualar en trabajo, capacidad, dedicación y entrega a don Carlos, sino también la difícil tarea de superarlo, y aun más, la de ser capaces de transformar a este Senado en una Corporación plenamente integrada con la ciudadanía del siglo XXI.



Reciba, don Carlos, nuestras más sinceras muestras de respeto, estima y admiración, como asimismo la eterna gratitud de esta casa, que es su casa.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, estimados colegas, familiares y amigos de don Carlos Hoffmann Contreras.



Rindo homenaje a una historia encarnada en un quehacer digno y fecundo. A un hombre que ha servido a esta Corporación por medio siglo. Lo hago en nombre propio y en el del Honorable señor Bianchi, ambos Senadores independientes, quienes valoramos y reconocemos una trayectoria que constituye una “boda de oro” en el Senado de la República.



A una persona que desde su ingreso a estas salas de debate parlamentario, allá por los años sesenta, fue empapándose y aprendiendo de un oficio que solo el tiempo puede enseñar. Porque no se aprende en otras partes, sino en un quehacer profesional de excelencia.



Rindo homenaje al esfuerzo desplegado desde la base, como Oficial 3°, y a la realización de un trabajo responsable, profesional, en una carrera interna que lo llevó a ostentar hoy el máximo cargo al que se pueda aspirar en esta Corporación.



Carlos Hoffmann ha sido testigo en el Senado de los principales hitos políticos de la historia de Chile. Durante las últimas cinco décadas ha sido protagonista y actor de primera línea. 



Desde la perspectiva laboral, reconocemos su tremenda trayectoria como Secretario de la Redacción de Sesiones, Oficial de Actas, Secretario Jefe de Comisiones, Prosecretario y Tesorero, hasta llegar a la más alta responsabilidad: Secretario General de la Corporación.



En lo profesional y técnico ya se ha destacado su carrera. 



Don Carlos Hoffmann cumplió cincuenta años de matrimonio con el Senado de la República -así se podría decir-; cuarenta y dos años de matrimonio con su esposa, Leonor, y una vida con sus hijos y sus nietos, quienes le han acompañado y brindado su cariño.



En el ámbito de la educación universitaria, ha sido un gran profesor en la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, desde 1979 hasta hoy, y en la Universidad Central. En ambas casas de estudios superiores sus alumnos le han expresado permanentemente reconocimiento y cariño, resaltando la figura del maestro.



Los reconocimientos también se manifiestan en condecoraciones, como las de los parlamentos rumano, mexicano, polaco, francés, yugoslavo, entre otros; y en cuatro medallas de oro del Senado Nacional.



Asimismo, en su designación como miembro del Directorio de la Asociación de Secretarios Generales de Parlamentos, y en su nombramiento como Vicepresidente Ejecutivo Mundial de esa Asociación.



Carlos Hoffmann se ha caracterizado por su amistad y su compromiso con la excelencia en lo profesional y en lo humano. Esto no es fruto de la casualidad, sino de su calidad como persona, de la formación en su hogar, de su trayectoria en el Colegio Saint George’s y en la Universidad de Chile. En esta vale la pena destacar que obtuvo promedio de notas siete durante su carrera, y la misma calificación en el desarrollo y exposición de su tesis “Reflexiones históricas y jurídicas sobre el amparo de la pertenencia minera”, contenida en once tomos.



¡Si contara la historia, las intimidades, las vivencias de este Senado podría llenar mucho más que once tomos...!  

El señor LARRAÍN.- ¡Y serían más entretenidos...!

El señor CANTERO.- ¡Pero sabemos de su discreción...!



Participó en la comisión redactora del Código de Minería y en la redacción de las normas de la Constitución Política relativas a lo minero; fue miembro y secretario de la comisión redactora del Código de Minería de 1983, actualmente en vigor, y desde 1997 es integrante de la Comisión de Códigos de la República. 



Asimismo, durante su gestión ha apoyado a varios Presidentes del Senado y sobrevivido a las numerosas vicisitudes que se dan al interior de esta Corporación, integrada por hombres no siempre perfectos.



También, cabe mencionar sus experiencias durante los mandatos presidenciales de don Eduardo Frei Montalva y don Salvador Allende; el período del Gobierno militar, y los veinte años de administraciones recientes, al regreso de la democracia, con don Patricio Aylwin, don Eduardo Frei Ruiz-Tagle, don Ricardo Lagos, doña Michelle Bachelet, y, actualmente, con don Sebastián Piñera.



Quiero expresar nuestro agradecimiento por su entrega a los señores Senadores y a los señores Presidentes de esta Corporación, por su amistad, por su cariño. Y porque, además, ha hecho mucho por la dignidad y la eficiencia del Parlamento. 



Destaco la juventud y modernidad de su pensamiento, sobre todo cuando se impuso, con éxito, introducir las nuevas tecnologías. Se nos reconoce a nivel mundial como uno de los Congresos más modernos. Con orgullo, he podido ser testigo de cómo se nos convoca a distintos foros internacionales a fin de conocer nuestra experiencia. 



En ello Carlos Hoffmann ha tenido mucho que ver, y se lo agradecemos.



Carlos Hoffmann se define como un hombre con paciencia -la cual reconoce como su mayor virtud-; que se entretiene leyendo en su biblioteca, y en otras; que posee cientos de bastones y pipas -su amor incondicional-; en fin.



Carlos Hoffmann sigue el pensamiento de Santo Tomás de Aquino, de quien, entre otras cosas, destaca siempre la máxima de que “las leyes son una ordenación de la razón dirigida al bien común”. Y subrayo esta frase, porque estimo que lo define: “una ordenación de la razón dirigida al bien común” del quehacer de este Parlamento, que no es otra cosa que el bienestar de nuestro país.



Carlos Hoffmann también valora de ese pensamiento la afirmación de que “el Derecho es la razón escrita”. Y su capacidad de redacción ha contribuido a que esa escritura sea de fácil comprensión.



Me conmovió cuando manifestó que “partir es morir un poco”. Es cierto, partir es desgarrar, es parir, es morir un poco. Pero también es nacer un poco.



Es nacer a la vida de la familia. 



Al tiempo para salir a almorzar, a cenar.



Al tiempo para compartir con los hijos, con los nietos, con los seres queridos.



Es disponer de ese tiempo, tan transitorio, para lograr esos propósitos.



Es tiempo para las personas de quienes -nos sucede a los que pasamos en esta Sala tantas horas de nuestra vida- habitualmente recibimos reclamos: nuestros amigos.



Es nacer al tiempo para ellos.



Es nacer al tiempo para esos trabajos manuales, esos distintos oficios que le gusta ejercer a Carlos.



Es nacer al tiempo para compartir e iluminar las mentes de tantos jóvenes anhelantes de recibir experiencia, sabiduría, conocimiento, don de gentes.



Carlos, es nacer a tus lecturas, a tus bastones, a tus escritos, a tus pipas, a tu calidad humana, a perseverar en tu servicio público.



Carlos Hoffmann, hombre bueno, amigo, te deseo lo mejor.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Muchas gracias a todos quienes han intervenido en representación de sus Comités. Verdaderamente, me han conmovido sus palabras.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Suspenderé la sesión por cinco minutos, a fin de hacerle un reconocimiento a don Carlos.



Se suspende la sesión.

_________________



--Se suspendió a las 11:31.



--Se reanudó a las 11:39.

)--------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la sesión.

VI. ORDEN DEL DÍA
NORMAS CONTRA VIOLENCIA ESCOLAR

El señor PIZARRO (Presidente).- Según lo acordado por la Sala al inicio de la presente sesión, corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción de los Senadores señores Allamand, Cantero, Chadwick, Lagos y Walker (don Ignacio), sobre violencia escolar, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y urgencia calificada de “simple”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7123-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Chadwick, Allamand, Cantero, Lagos y Walker, don Ignacio).


En primer trámite, sesión 41ª, en 10 de agosto de 2010.


Informes de Comisión:


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, sesión 53ª, en 15 de septiembre de 2010.


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (segundo), sesión 78ª, en 21 de diciembre de 2010.


Discusión:



Sesión 55ª, en 28 de septiembre de 2010 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El proyecto fue aprobado en general por el Senado en sesión de 28 de septiembre del año en curso.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología deja constancia de haber efectuado diversas modificaciones al texto aprobado en general, todas las cuales fueron acogidas en forma unánime.



De conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo  133 del Reglamento, tales enmiendas deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o que haya indicaciones renovadas.



El boletín comparado transcribe en la tercera columna las modificaciones del segundo informe de la Comisión.



Finalmente, cabe tener presente que el artículo único de la iniciativa tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación los votos conformes de 22 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- Como indicó el señor Secretario, la iniciativa se encuentra en discusión particular y la idea es despacharla sin discusión.



Además, recuerdo a la Sala que todas las modificaciones fueron aprobadas por unanimidad en la Comisión.

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, tengo una duda reglamentaria acerca del proyecto que crea el Ministerio de Desarrollo Social.



Hoy entraremos a la segunda discusión de dicha iniciativa.



¿Tenemos que despacharla en esta sesión o es necesario tomar algún acuerdo?

El señor PIZARRO (Presidente).- La discusión de la iniciativa parte en esta sesión y debemos despacharla hoy.

El señor LONGUEIRA.-  Perfecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación las modificaciones de la Comisión.



Ruego a los señores Senadores emitir su voto, porque las normas de la iniciativa revisten carácter orgánico constitucional.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).-  Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas propuestas por la Comisión de Educación (28 votos favorables), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional requerido, y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor HORVATH.- Señor Presidente, ruego dejar testimonio de mi voto afirmativo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto del Senador señor Horvath.

)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, tenemos un problema serio con relación al informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en la solicitud del Presidente de la República para prorrogar la permanencia de tropas y medios nacionales en la Misión de Bosnia y Herzegovina, cuya autorización vence el 1° de enero de 2011. 



Atendido el poco plazo de que disponemos para otorgar tal permiso, pido la unanimidad a la Sala para votar sin debate dicha petición ahora. 



¿Habría acuerdo?

El señor PROKURICA.- Sí.

El señor LARRAÍN.- Muy bien.

El señor NAVARRO.- Que se dé un informe, por lo menos.



--Así se acuerda.

PRÓRROGA DE PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS NACIONALES EN BOSNIA Y HERZEGOVINA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio del Presidente de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio nacional, integrando la Fuerza Multinacional de Estabilización (EUFOR), que cumple operaciones de paz en la Misión de Bosnia y Herzegovina.



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1318-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 75ª, en 14 de diciembre de 2010.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, unidas, sesión 78ª, en 21 de diciembre de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín, Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, para informar sobre dicha solicitud.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la materia fue analizada en conjunto con la Comisión de Defensa Nacional, que preside el Honorable señor Patricio Walker. 



En el trabajo de las Comisiones unidas, recibimos información del Ministro de Defensa, del Canciller y del Jefe de Estado Mayor Conjunto, General Cristián Le Dantec. Los antecedentes proporcionados nos permiten pensar que la prórroga de permanencia de tropas en Bosnia y Herzegovina que solicita el Primer Mandatario, por doce meses, a partir del 1° de enero del año 2011, se justifica completa y enteramente.



La evaluación que se ha hecho de este trabajo es extraordinariamente positiva. Han pasado por esa Misión 331 efectivos desde que se inició, lo cual ha sido, francamente, una inestimable oportunidad para que ellos y nuestros oficiales puedan operar con normas y reglamentos de primer nivel.



A diferencia de lo que ocurre en Haití, esta operación no se traduce en una intervención militar directa, sino, más bien, en labores de vigilancia. De hecho, en Bosnia y Herzegovina no existen conflictos mayores desde hace bastante tiempo. Últimamente se ha producido una transición: de una misión cuyo objeto era mantener la paz a una que busca hoy día construir la paz desde una óptica institucional.



Por lo tanto, el trabajo que se advierte en Naciones Unidas apunta a ir modificando la naturaleza de tal operación. Y, probablemente, no serán muchos años más los que se van a requerir en misiones de paz de esa índole.



Desde una perspectiva política estratégica y militar, también es importante la presencia de efectivos chilenos, pues entrega como valor agregado la posibilidad de que este contingente adquiera la experiencia de interactuar con fuerzas armadas profesionales de los países miembros de la Unión Europea, con normas de la OTAN.



Las naciones que integran esta Misión son, fundamentalmente, las que forman parte de la Unión Europea o que están en vías de serlo. Fuera de ellas, solo está Chile, lo cual es una situación estrictamente excepcional. Constituye, por tanto, una enorme distinción para nuestro país mantenerse ahí.



Tuve la oportunidad de visitar dicha Misión junto con la Presidenta Bachelet el año 2006. Y observé que el respeto que se tiene por nuestras tropas y nuestros oficiales es muy notable.



La Misión se concentra en algunos lugares, a través de casas de vigilancia. Y los efectivos desarrollan una labor muy seria, muy profesional, que les ha permitido, en el período de seis meses en que permanecen ahí -van rotando-, adquirir una experiencia que realmente es inigualable.



Por tales consideraciones, las Comisiones unidas de Defensa Nacional y Relaciones Exteriores, por la unanimidad de sus miembros presentes, apoyan la petición del Presidente de la República para continuar con dicha operación de paz, cuyo costo para Chile es de un millón 820 mil 290 dólares, que se destinan a solventar los gastos de sueldos, pasajes, traductores y alimentación.



Por todos los antecedentes expuestos, señor Presidente, recomendamos que se otorgue el acuerdo solicitado por el Primer Mandatario.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará dicha petición.



--Por unanimidad, se aprueba la solicitud del Presidente de la República.

CREACIÓN DE MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en mensaje, sobre creación del Ministerio de Desarrollo Social, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y urgencia calificada de “simple”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7196-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 55ª, en 28 de septiembre de 2010.


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización, sesión 75ª, en 14 de diciembre de 2010.


Discusión:



Sesión 78ª, en 21 de diciembre de 2010 (queda para segunda discusión).

El señor PIZARRO (Presidente).- En la sesión de ayer, se solicitó segunda discusión.

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).-  Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, solicito a la Mesa que recabe el acuerdo de la Sala para abrir la votación, sin perjuicio de mantener los tiempos correspondientes a cada Senador.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, el proyecto es de quórum calificado.

El señor LONGUEIRA.- Por eso, señor Presidente, solicito que consulte si hay acuerdo para abrir la votación sin alterar los tiempos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Sugiero la siguiente fórmula: abrir la votación y fijar para cada intervención un máximo de diez minutos. Porque, de lo contrario, deberían ser cinco.



Entonces, si le parece a la Sala se abrirá la votación, con un máximo de diez minutos por cada intervención.

El señor BIANCHI.- ¡Pero si se abre la votación el Ministro no va a poder hablar!

El señor NAVARRO.- ¿Cuál es el tiempo reglamentario, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Diez minutos, señor Senador.



¿Habría acuerdo para proceder en los términos indicados?



Acordado.



En votación.



Como se trata de un debate interesante, lo iniciaremos cuanto antes.



¿El señor Ministro quiere hacer uso de la palabra de inmediato o prefiere que primero el Honorable señor Sabag informe a la Sala?

El señor KAST (Ministro de Planificación).- No tengo inconveniente en intervenir después, señor Presidente.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag para informar.

El señor SABAG.- Señor Presidente, intervengo en mi calidad de Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, la cual conoció el proyecto.



El objeto de la iniciativa radica en crear el Ministerio de Desarrollo Social en reemplazo del Ministerio de Planificación, el cual se extingue.



La iniciativa está estructurada con 27 artículos permanentes y seis transitorios. Dentro de esta composición, cabe destacar lo siguiente.


1) Implementación de un marco general para la evaluación de las políticas sociales.



El mensaje señala que si bien existe un mecanismo de evaluación, este ha demostrado debilidades e insuficiencias que es necesario corregir. Para ello se establecen procedimientos que estén a disposición de la comunidad, en los cuales se fije claramente cómo el Gobierno evalúa la necesidad de un determinado programa social y su posterior efectividad durante la ejecución de él.



Es preciso, entonces, reforzar los criterios de evaluación y monitoreo que permitan precisar, de manera previa a la ejecución del programa, su coherencia y consistencia con otros ya vigentes o que estén por implementarse por distintos Ministerios.


2. Focalización de los programas sociales para evitar duplicidades. 
Profundización del estudio, evaluación y definición de las medidas que permitan entregar apoyo efectivo en los sectores de la población que así lo requieran (grupo objetivo).



Reconoce el mensaje que, gracias a la aplicación de diversos programas y a la materialización de importantes reformas, como la previsional, se hicieron avances importantes en la definición de los criterios de priorización de los programas. Sin perjuicio de ello, expresa que estos mecanismos deben ser más efectivos para considerar las prestaciones adecuadas de cada programa, alcanzando al grupo de beneficiarios para los cuales los criterios de priorización fueron definidos. De esta manera, la nueva institucionalidad deberá contar con herramientas que le permitan solicitar, sistematizar y analizar la información disponible, para arribar a diagnósticos claros y confiables sobre la realidad social del país.


3) Coordinación efectiva de las políticas sociales del Estado.



Se requiere un organismo público con competencias suficientes para articular el diseño de las políticas sociales en el país. En la actual institucionalidad -señala el mensaje-, cada Ministerio o servicio público define, ejecuta y evalúa sus políticas, planes y programas sociales, sin que haya un eje que los una en su origen y coordinación.



El nuevo Ministerio propuesto cuenta con herramientas concretas para la coordinación, diseño e implementación de cualquier programa social, para lo cual deberá analizar, junto a los Ministerios sectoriales, si el o los programas que se pretende ejecutar se encuadran en la política social, evitando duplicidades que dilapidan recursos que el país ha destinado a los más necesitados. 



A mayor abundamiento, el Principio de Transparencia guiará las mediciones y seguimiento de los programas, con el objeto de que la ciudadanía conozca cómo la Administración enfoca los esfuerzos para una adecuada evaluación de la gestión.


4) Articulación de los Ministerios y sus servicios.



Las falencias de la actual institucionalidad redundan en que la ejecución de políticas sociales por parte de las Secretarías de Estado y sus servicios relacionados opere de manera independiente y sin la coordinación que se requiere, lo que dificulta (y en algunos casos elimina) la combinación de esfuerzos en la implementación de programas, traduciéndose en superposición y duplicidad en perjuicio de la entrega de recursos públicos a los beneficiarios. 



El Ministerio de Desarrollo Social -afirma el mensaje- debe ejercer un rol sistematizador y agrupador de todos los servicios que de él dependan, creando la institucionalidad que permita satisfacer integral y eficientemente las necesidades de las personas o grupos bajo su tutela.


5) Creación de dos nuevas Subsecretarías.



La iniciativa separa las funciones en dos áreas: Evaluación Social y Servicios Sociales.



La Subsecretaría de Evaluación Social será responsable de la coordinación interministerial del desarrollo social; del diseño de políticas, planes y programas de su competencia, y de la supervisión del Sistema Nacional de Inversiones. 



Con el objeto de cumplir con estas nuevas funciones, el Ministerio deberá, previa aprobación del Comité Interministerial de Desarrollo Social, fijar los criterios de evaluación de los programas sociales; pronunciarse sobre la consistencia y coherencia de estos; realizar el seguimiento de la gestión e implementación de proyectos; analizar la realidad social, y evaluar los instrumentos de focalización.



Por su parte, la Subsecretaría de Servicios Sociales estará a cargo de la coordinación de los servicios y prestaciones que entregue el Ministerio. Para ello deberá, entre otras funciones, administrar el Sistema Intersectorial de Protección Social; supervigilar los programas de los servicios públicos relacionados y celebrar convenios de desempeño con los mismos, y velar por la coordinación de los subsistemas que integran el Sistema Intersectorial de Protección Social y de los servicios públicos.



Señor Presidente, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización consideró, para su estudio, las exposiciones de diversas instituciones, tanto de orden público como privado, entre las que destaco las siguientes:



1.- Federación de Asociaciones de Servicios Relacionados del Ministerio de Planificación.



2.- 
Instituto Libertad y Desarrollo.



3.- Fundación para la Superación de la Pobreza.



4.- Centro de Políticas Públicas de la Pontificia Universidad Católica de Chile.



5.- Centro de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN).



La Comisión tuvo especial interés en escuchar a los trabajadores del Ministerio de Planificación, quienes hicieron presentes sus observaciones en cuanto a los derechos laborales que pudieren verse conculcados con la iniciativa. En este sentido, por la unanimidad de sus miembros, solicitó al Ejecutivo que se comprometiera a que la creación de esta nueva institucionalidad no conllevaría reestructuraciones u otras enmiendas que signifiquen menoscabo en los derechos de los funcionarios.



Asimismo, y con la intención de fortalecer la coordinación intersectorial, a través del proyecto se crea -repito- un Comité Interministerial de Desarrollo Social, integrado por los Ministerios de Desarrollo Social, de Hacienda, Secretaría General de la Presidencia, de Educación, de Salud, de Vivienda y Urbanismo y de Trabajo y Previsión Social.



Cabe subrayar que la creación del Ministerio de Desarrollo Social constituye un avance en los planes para erradicar la pobreza en el país, particularmente en lo que dice relación a las nuevas herramientas y la coordinación de los diferentes programas sociales implementados por el Estado, a fin de consolidar lo que hasta ahora se ha hecho. 



Sin perjuicio de lo anterior, ello debe considerar, en forma especial, a quienes han dedicado años de esfuerzo a la implementación de programas y políticas, en caso de que la nueva institucionalidad requiera ampliaciones en el ejercicio de sus funciones.



La Comisión de Gobierno acogió unánimemente la iniciativa, y solicita a la Sala que le dé su aprobación y establezca un plazo para formular indicaciones.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, como lo señala el mensaje con que el Presidente de la República da inicio a este proyecto de ley, la disminución de la pobreza y el mejoramiento de la calidad de vida de nuestros compatriotas es uno de los objetivos principales de aquellos a quienes nos interesa la cosa pública y buscamos representar a la gente. Dicho objetivo cruza transversalmente todos los programas políticos de los que desean ser alternativa de Gobierno. Y durante los años en que gobernó la Concertación se avanzó bastante en esa tarea. 



La creación de una institucionalidad que coordinara las políticas sociales en Chile no es una idea nueva. Durante el Gobierno del Presidente Frei Montalva surge la necesidad de contar con un organismo técnico dedicado a la planificación del desarrollo del país a nivel nacional. Nace así la Oficina de Planificación (ODEPLAN), que durante los dos primeros años funciona sin reconocimiento jurídico y con dependencia directa de la Presidencia de la República. 



En 1967 la nueva entidad adquiere calidad de servicio público con carácter descentralizado y patrimonio propio. Se crean las Oficinas Regionales de Planificación, las cuales, bajo la dictadura, pasan a denominarse Secretarías Regionales de Planificación y Coordinación (SERPLAC), que servirán de organismo asesor y de Secretaría Técnica del Intendente Regional y del Consejo Regional de Desarrollo.



Una vez recuperada la democracia, el Gobierno del Presidente Patricio Aylwin transformó la Oficina de Planificación Nacional en Ministerio de Planificación y Cooperación, al que se le asigna la misión de colaborar con el Jefe del Estado en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas dirigidos a erradicar la pobreza.



Sería largo enumerar todos los avances de nuestros Gobiernos en la materia, creando el sistema de protección social y vinculándolo a un enfoque de prioridades, garantizando a los chilenos y chilenas más vulnerables el derecho a contar con una red de prestaciones sociales en las áreas de salud, educación, vivienda, trabajo, cultura y previsión, que progresivamente irá abarcando todas las etapas de la vida, desde la gestación hasta la vejez.



Durante la Administración de la Presidenta Bachelet se amplió la cobertura de “Chile Solidario” hacia otros grupos: personas en situación de calle, familias con adultos cumpliendo pena aflictiva, adultos mayores que viven solos y que sufren otras situaciones que les provocan un estado de vulnerabilidad.



En esa línea de acción, en el año 2009 el Senado aprueba, de manera unánime, la ley que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social e institucionaliza el Subsistema de Protección Integral a la Infancia: “Chile Crece Contigo”, dirigido a todos los niños y las niñas del país, y a sus familias, desde la gestación hasta que los menores cumplan cuatro años e ingresen a prekínder, a través de acciones y servicios de carácter universal, y proveyendo apoyos especiales para quienes presenten alguna vulnerabilidad mayor.



Durante estos años se ampliaron las facultades y los roles de MIDEPLAN de manera progresiva, a fin de realizar evaluación de políticas y programas públicos, en un trabajo coordinado con los Ministerios de Hacienda y Secretaría General de la Presidencia. Y se consolida el área de estudios prospectivos en lo económico-social. 



Asimismo, se inicia un trabajo para potenciar el Sistema Nacional de Inversiones, con el propósito de abarcar no solo la evaluación previa de los proyectos que optan al financiamiento público, sino también la evaluación posterior y el seguimiento de todos aquellos a los cuales el Estado asigna recursos.



Por otro lado, comienza una fase tendiente a contribuir al fortalecimiento del proceso de regionalización y descentralización, a través del traspaso de competencias y recursos propios de la planificación regional a los gobiernos regionales.



Señor Presidente, luego de revisar el proyecto de ley que nos ocupa, considero que algunos aspectos de él son necesarios para contribuir a la implementación de políticas públicas, y de mejor calidad, con un control antes, durante y después de la aplicación de ellas, a fin de verificar si los objetivos que se tuvieron a la vista cuando se creó la idea siguen estando vigentes.



Sin perjuicio de lo anterior, existen aspectos que requieren una segunda mirada para velar por un adecuado rediseño institucional.



Si bien el proyecto constituye un avance, hay asuntos que es necesario revisar, como la coordinación interinstitucional y la consolidación del uso de la información y de las evaluaciones para una mejor toma de decisiones, lo cual va a depender del propio Gobierno.



Respecto de esos temas, el que más me preocupa es el que dice relación con el traspaso de facultades desde algunos servicios públicos; en particular, lo que sucederá con el Servicio Nacional de la Mujer, el cual en la actualidad tiene rango de Ministerio. En efecto, el artículo 12 del proyecto de ley establece la creación del Comité Interministerial de Desarrollo Social, que no contempla entre sus miembros a la Directora del SERNAM, lo cual, a nuestro juicio, debe corregirse.



Creo que lo dicho acerca del Servicio Nacional de la Mujer y la no inclusión de este en dicho Comité Interministerial constituirían un gran retroceso en la centralidad que adquirió durante los Gobiernos de la Concertación el enfoque de igualdad de derechos y oportunidades entre hombres y mujeres como eje de las políticas públicas nacionales.



La participación de la Ministra del SERNAM en dicho Comité debe tener carácter permanente, a fin de mantener la debida coordinación y transversalidad del enfoque de género en la “determinación de los lineamientos y objetivos estratégicos de la política de desarrollo social del Estado”.



Por lo demás, la vinculación del SERNAM a través de la Subsecretaría de Servicios Sociales -como establece el proyecto- lo excluye del estudio, diseño, planificación y evaluación de las políticas, los planes y los programas sociales, convirtiendo a dicho Servicio en un mero ejecutor de políticas (artículos 5° y 6° del mensaje con relación al artículo 3°), lo cual provocará un gravísimo impacto en los avances alcanzados hasta ahora por el país en materia de igualdad de género y mermará las posibilidades de enfrentar adecuadamente los desafíos aún pendientes.



En suma, se disminuye el rango del SERNAM al ligarlo con una Subsecretaría. ¿Un Servicio con rango ministerial se vincula con otro Ministerio a través de una Subsecretaría? Suena al menos extraño.



Señor Presidente, en mi opinión, son muchos los temas que quedan pendientes con este proyecto de ley: la dependencia de los servicios públicos relacionados, la creación de una nueva institucionalidad, las amplias facultades que se otorgan al nuevo Ministerio y el artículo que entrega al Presidente de la República la atribución de fijar las plantas vía decreto con fuerza de ley, sin proporcionar mayores detalles sobre lo que se piensa realizar en el informe financiero.



La aprobación de tales facultades delegadas para la reorganización institucional y el traspaso de personal debe quedar condicionada al hecho de que el Ejecutivo entregue señales específicas en ese sentido, a fin de asegurar las condiciones contractuales de los trabajadores de MIDEPLAN y aumentar de manera significativa la dotación de personal para que la nueva institucionalidad cumpla con los objetivos señalados en el proyecto y esté a la altura de los nuevos desafíos que nuestro país requiere.



Por todo lo expresado, señor Presidente, votaré a favor de la idea de legislar. Pero presentaré indicaciones en la discusión en particular.



He dicho.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el Ministro desea hacer una precisión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¡Senador Prokurica, no dirija la sesión desde su asiento...!



Señor Ministro, discúlpeme un minuto.



Tengo una dificultad práctica. Hay 14 Senadores inscritos para hablar, además del Ministro. Ello equivale a 150 minutos. Recabo la anuencia de la Sala -a pesar de que el Reglamento me faculta para que yo lo resuelva- para disminuir los tiempos a cinco minutos. Así, no habrá problemas con la hora de término de la sesión.



Si le parece a la Sala, se procederá en tal sentido. 



--Así se acuerda. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor KAST (Ministro de Planificación).- Muchas gracias.



Señor Presidente, ante todo, agradezco el apoyo brindado a la idea que planteamos. La verdad es que se trata de un proyecto que quisimos construir en forma transversal desde su inicio: con las puertas abiertas, efectuando reuniones con distintos centros de estudios, con actores relevantes en la materia, con miembros de la sociedad civil. Ningún centro de estudios quedó sin ser invitado a conocer la iniciativa y aportar para mejorarla.



Además, antes de ingresar el proyecto a tramitación legislativa, dialogamos con varios miembros de la Corporación, en particular con la señora Alvear y los señores Lagos, Longueira, Chahuán y Escalona, con quienes quisimos madurar parte del texto antes de comenzar el debate parlamentario.



Luego se generó una actitud muy constructiva en la Comisión de Gobierno, presidida por el Honorable señor Sabag e integrada por los Senadores señores Pérez Varela, Bianchi, Andrés Zaldívar y Rossi. Escuchamos ahí distintas opiniones. Y, sin lugar a dudas, quedarán elementos por afinar en la discusión en particular.



Con todo, el consenso que se reflejó en cada una de esas conversaciones con relación a la necesidad de avanzar en forma urgente en el otorgamiento de atribuciones para el Ministerio de Planificación, futuro Ministerio de Desarrollo Social, a fin de que cumpla el rol de coordinación de las políticas sociales parece ser absolutamente transversal.



En cuanto al contenido del proyecto y a su inspiración, es importante recordar que este no solo es parte central del Programa de Gobierno, sino que, como ha dicho la Senadora señora Rincón, también representa una inquietud que concita bastante acuerdo. 



Quiero citar un par de mensajes que recogen esta idea.



En el Programa del actual Gobierno se señala textualmente: “MIDEPLAN no ha contado ni con el poder necesario ni con los instrumentos adecuados para cumplir con la función de coordinar las políticas sociales de superación de la pobreza y la desigualdad”.



Y en el informe final del Consejo Asesor Presidencial para la Equidad y el Trabajo -conocido como “Comisión Meller”-, también se hace referencia a este punto al decirse: “La implementación de programas sociales propios de algún sector debe contar con la firma de la coordinadora social. Con ello, se asegura que los distintos programas sociales sean coherentes entre sí, se evita la duplicación y se facilita la consistencia con el plan de desarrollo propuesto”.



Todos conocemos la historia de MIDEPLAN. Por lo demás, la enunció la Senadora señora Rincón.



Cuando la antigua Oficina pasó a ser Ministerio, dejó de cumplir la finalidad de planificar a nivel nacional. 



Desde 1990 hasta 2000 se centró en una función de planificación más bien regional, focalizando su accionar en áreas sociales. 



En el año 2000 MIDEPLAN abandonó la planificación regional y entregó tal facultad a los gobiernos regionales. Desde entonces se concentra cada vez más en su rol de actor social.



Desde hace tiempo MIDEPLAN cumple un papel centrado en lo social, pero, por desgracia, sin tener las atribuciones suficientes para gestionar la política social. 



Señor Presidente, este proyecto ha sido elaborado en conjunto con distintos sectores. Sus objetivos son transparentar e institucionalizar el carácter social de la Cartera y facultarla para ejercer su finalidad de coordinación.



Me referiré brevemente -debido a que me queda un minuto- a algunas preocupaciones que se han planteado.



Primero, debo puntualizar que la iniciativa no toca -lo deja completamente intacto- al Servicio Nacional de la Mujer. 



Cabe destacar que cualquier modificación que se introduzca a un servicio relacionado debe hacerse enmendando su ley específica. De hecho, en el Programa de Gobierno se contempla realizar cambios en el Servicio Nacional de Menores (SENAME). En concreto, parte de él, lo relativo a los niños en situación de vulnerabilidad, podría pasar a depender directamente del nuevo Ministerio de Desarrollo Social.



Por último, como señalé anteriormente, la gracia de este proyecto es que transparenta el hecho de que no se hace hoy planificación nacional y asigna un rol importante en materia de planificación social, objetivo inspirador del texto en debate.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, en mi opinión, este proyecto reviste enorme importancia para nuestro país. Por tanto, vale la pena realizar un gran debate en el Congreso, especialmente durante la discusión particular.



Se trata de un esfuerzo por articular, coordinar y trasparentar el diseño y la aplicación de políticas sociales.



Por mi experiencia en funciones de Estado, conozco las dificultades que existen para coordinar ese tipo de políticas. Los Ministerios que realizan tal labor adolecen de serias deficiencias desde el punto de vista de la capacidad para concretar sus objetivos.



Como el tiempo de que dispongo es muy breve, señor Presidente, me referiré solo a tres aspectos del proyecto que me preocupan. Y espero que durante la discusión particular, a través de la presentación de indicaciones, podamos corregirlos.



El primero ya lo advirtió la Senadora señora Rincón: la iniciativa carece de perspectiva de equidad de género.



Digo esto con absoluto conocimiento de causa, señor Presidente. 
Me tocó formar el Servicio Nacional de la Mujer cuando nuestro país recuperó la democracia. Me parece de vital importancia que, en la transversalidad de las políticas públicas, esté contemplada la equidad de género. Y estimo relevante que no retrocedamos en lo avanzado en el propósito de combatir la discriminación contra la mujer.



En efecto, la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer no ha sido incluida en el Comité Interministerial de Desarrollo Social, omisión que a mi juicio es imprescindible corregir. En ese sentido, seguramente varios coincidiremos en la formulación de indicaciones. 



La participación de dicha Ministra en ese Comité debe tener carácter permanente, para mantener la debida coordinación y transversalidad del enfoque de género en lo que el proyecto denomina “determinación de los lineamientos y objetivos estratégicos de la política de desarrollo social del Estado”.



En el nuevo Ministerio de Desarrollo Social, el SERNAM pasa a depender de la Subsecretaría de Servicios Sociales. Creo que ello implica una capitis diminutio que no podemos dejar de hacer presente y que debemos corregir.



Lo segundo que me gustaría que tratáramos en el debate en particular, señor Presidente, es un asunto más general: la ausencia del concepto de “derechos económicos y sociales de las personas”.



En estos años hemos ido construyendo una política social en torno al reconocimiento de derechos (en el AUGE, en la reforma previsional, en muchos ámbitos). Reconocerlos no debe ser considerado una dádiva, una concesión generosa del Estado. Todo lo contrario, ha de empoderar a las personas. A mi juicio, el desarrollo social de nuestro país depende muchísimo de ello.



En la concepción de este nuevo Ministerio falta incluir con fuerza ese concepto.



Y el tercer elemento a que me referiré -por cierto, en la discusión en particular plantearé una corrección al respecto- fue debatido recientemente en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia con ocasión del tratamiento del proyecto que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y dice relación con la propuesta de delegar facultades en el Presidente de la República para reformar funciones y atribuciones y determinar la conformación de la nueva Secretaría de Estado.



Señor Presidente, siempre ha sido una actitud transversal del Congreso Nacional la de no delegar facultades legislativas en el Primer Mandatario. Una reforma de esta envergadura no puede llevarse a cabo al margen del debate parlamentario. Por eso, pienso que no debemos estar disponibles para una renuncia en tal sentido.



Es en este Congreso, elegido por la ciudadanía para la representación de sus intereses, donde debe realizarse esa discusión, bajo el escrutinio público que importa la publicidad de los debates y con la debida participación de la ciudadanía.



Señor Presidente, he querido referirme a estos tres reparos durante la votación en general, sin perjuicio de las indicaciones que presentaré en su momento.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, me gusta mucho el tono del debate habido hoy en la Sala del Senado, ya que los problemas de pobreza, de precariedad, de marginalidad y de indigencia no tienen color político. A mi juicio, todos los Gobiernos han hecho un esfuerzo honesto y sincero por ir terminando con el número de personas que se hallan bajo la línea de pobreza; se crearon distintas comisiones en el pasado y se sigue trabajando en tal sentido.



Además felicito la presencia esta tarde del Ministro Kast, pues resulta muy importante que cuando discutamos estos proyectos de gran impacto social y de tremenda envergadura el titular de la Cartera se encuentre presente, porque considero que puede enriquecer mucho más el debate.



Me parece que las Senadoras de Oposición han puesto de relieve un punto superlegítimo, que también comparto, respecto de la presencia y la acción permanentes del Servicio Nacional de la Mujer, que constituye un logro significativo de la mujer chilena, que fue creado en los Gobiernos de la Concertación y que desde un comienzo respaldé. Porque estimo que se trata de un servicio que le ha dado visibilidad a la mujer y que, además, le ha permitido contar con nuevas herramientas para su inserción social, entre varias otras cosas.



Quiero expresar que me gusta mucho contar con un Ministro del área social que señala: “Senadora: es verdad que cometimos un error en el proyecto presentado y lo vamos a enmendar a través de una indicación en la cual se incorpore de manera permanente la presencia del Servicio Nacional de la Mujer”. Eso habla muy bien del equipo ministerial, liderado por el Secretario de Estado.



Además es algo que no solo dice relación a un problema de redacción, sino a un concepto mucho más de fondo: la incorporación y la permanencia del SERNAM.



Este asunto se lo hice ver al Presidente Sebastián Piñera un par de semanas atrás. Por lo tanto, el Gobierno tomó conciencia absoluta de que ahora la normativa tiene que ser modificada mediante una indicación del Ejecutivo.



Dicho lo anterior, deseo plantear dos asuntos más de fondo sobre el proyecto.



El primero se refiere a que me parece muy relevante tener políticas públicas permanentes.



En verdad, siempre hemos visto que depende de quien sea el Ministro o Ministra del área para poner más o menos esfuerzo o énfasis en ciertas políticas públicas a desarrollar. A mi juicio, en materia de combate a la pobreza las políticas siempre tienen que ser de más largo aliento y no agotarse en un solo Gobierno; más allá de los cambios de Administración o de la alternancia del poder, debe existir una mirada mucho más profunda y puesta en el largo plazo. Porque todas las políticas públicas asociadas al combate a la pobreza no pueden ver sus efectos en el corto plazo, dado que se encuentran asociadas a la educación -que es de más largo plazo-, a la justicia, a la vivienda, es decir, a todos los Ministerios de áreas sectoriales relativas al ámbito social. Sus efectos no se observan en dos o tres años, sino en mucho más tiempo.



De ahí la importancia de contar con políticas públicas y con dos subsecretarías que desarrollen, analicen y evalúen en el tiempo y en forma permanente su aplicación.



Quiero dar a conocer también otra situación en el poco tiempo que me queda. Me refiero a que la aspiración más sentida de millones y millones de chilenas y chilenos es la modificación definitiva de la Ficha de Protección Social, que les permite o no su ingreso a la red social del Estado.



En la actualidad, una gran cantidad de personas, en la práctica, tiene que mentir para obtener un puntaje bajo que le posibilite ingresar a ciertos beneficios de la red social del Estado. Mucha gente de clase media empobrecida o que por una enfermedad terminal, por viudez, por una separación, por un problema de salud, por el incendio de su vivienda o por otros factores termina en una condición de vulnerabilidad que no la mide hoy esa ficha.



Es más: no se incentiva el estudio. Quienes estudian o tienen estudios superiores son castigados con un puntaje mayor, el cual más encima los afecta en sus postulaciones.



Me parece que el gran desafío del Ministerio social es crear nuevos instrumentos de medición que den cuenta de la vulnerabilidad real de las familias, a veces en forma permanente, otras, por etapas.



Considero que ahí está la clave para que, cuando las personas en Chile lo necesiten, el Estado les garantice una asistencia social en ese momento de sus vidas.



Por esa razón, estimo que la decisión de descentralizar la aplicación de las políticas a través de los gobiernos regionales también va en la línea correcta.



Obviamente, la bancada de Senadores de Renovación Nacional votará a favor de este proyecto.



Muchas gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, comparto las expresiones de todos los que me han antecedido, especialmente las de las señoras Senadoras, ¡porque a pocos Senadores les dio la palabra el Vicepresidente...! 



Además, escuché con mucho cuidado la exposición del Honorable señor Sabag cuando informó sobre esta iniciativa.



Sin embargo, como Senador de Regiones -se lo hice presente al Ministro señor Kast- me preocupa que este esquema de evaluación de proyectos, en general, sea centralista, ya que premia la concentración de la gente en un lugar y la gran circulación de vehículos. De ese modo siempre castiga. Por ejemplo, nuestro país cumplió 200 años de vida independiente y no se ha podido terminar el denominado “Camino a Chile” en el tramo entre caleta Pichanco y caleta Gonzalo por falta de tráfico o porque la gente vive demasiado dispersa.



En las islas de Chiloé no se cuenta con electricidad; los programas de inversión en Regiones se atrasan o no se ejecutan; se anunció el Plan Chiloé, pero al final, una vez que pasó el Bicentenario, se ejecutó en concreto un 20 por ciento.



Entonces, pido que estos instrumentos maticen algunos criterios y no solo usen la evaluación social o la privada, sino que, en el caso del Camino a Chile, utilicen parámetros de geopolítica o de geoestrategia.



Países vecinos han completado caminos de circunvalación en todo su territorio. Por ejemplo, en Argentina antes todo se centraba en Buenos Aires. En cambio nosotros todavía no tenemos listo ni siquiera el camino longitudinal del país. ¿Por qué? Porque esos instrumentos indican que hay poca gente y escaso tráfico vehicular.



En el sur tenemos enormes potenciales. Ahora la actividad salmonera se está corriendo hacia las zonas más australes y necesitamos tales caminos.



Voy a votar a favor, como decía la Senadora Lily Pérez. Pero quiero solicitar al señor Ministro, y al Gobierno, especial cuidado en matizar los criterios de evaluación social y privada de proyectos, porque las Regiones con pocos habitantes estamos siendo siempre marginadas con estos parámetros -entre comillas- técnicos que, a mi juicio, han terminado concentrando los recursos en los centros más poblados, y particularmente en Santiago.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, Chile tiene una muy rica historia en materia de políticas sociales, tanto en el diseño como en la ejecución de estas. De hecho, muchos de esos capítulos a lo largo de nuestra historia -en particular, desde fines del siglo XIX en adelante- han llevado una impronta social cristiana muy marcada en las áreas de educación, de salud, de vivienda, de previsión y de políticas sociales en general. 



Por lo tanto, al Partido Demócrata Cristiano y a mí, en mi calidad de Senador, nos parece bien la idea de crear un Ministerio de Desarrollo Social como una forma adecuada de propender a una mejor y mayor protección social.



Dicho eso, y como el tiempo es escaso, tengo 7 aprensiones a las que me referiré brevemente para que en la discusión particular de este proyecto -y ya que se encuentra presente el señor Ministro- tratemos de mejorar, perfeccionar y aclarar algunas de esas interrogantes.



En primer lugar, haré un comentario con relación a la necesidad de una clara definición y delimitación del ámbito de acción del Ministerio de Desarrollo Social.



En concreto, creo que se tiene que definir con mayor claridad, señor Ministro -por su intermedio, señor Presidente-, lo que entendemos por “programa social”, término mucho más rico y complejo que el simple gasto social, según la definición de la Dirección de Presupuestos, que es más bien formal, de procedimiento, de reglamento. 



Hay que definir los criterios, a través de los cuales se determinarán los programas sociales, en un sentido más amplio que el mero gasto social.



En segundo término, es necesario definir de mejor manera y que exista una adecuada separación entre el diseño, la ejecución y la evaluación de la política social. Porque si bien se crea una nueva subsecretaría, que coordinará a los servicios dependientes, mientras otras realizarán las evaluaciones y el seguimiento del programa, en mi opinión, ello no es suficiente para que el Ministerio de Desarrollo Social pueda formarse un juicio objetivo sobre la marcha de los programas sociales, toda vez que el viejo tema de ser juez y parte a la vez le quita objetividad para evaluarlos.



En tercer lugar, es conveniente que haya una efectiva coordinación con otras instancias evaluadoras del Gobierno. Considero importante evitar caer en una suerte de burocracia descentralizada, en la que distintas agencias realizan diferentes tipos de evaluaciones. Pero, en particular, me preocupa la coordinación del Ministerio de Desarrollo Social con la Dirección de Presupuestos, con el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que va a crear la famosa delivery  unit, que puede llevar a una dispersión en la que las distintas agencias efectúen en forma descoordinada las evaluaciones. 



En ese aspecto, me parece, señor Ministro, que el proyecto merece ser perfeccionado.



En cuarto término, estimo relevante hacer un mejor uso de la información para los efectos de la toma de decisiones. Porque el Ministerio de Desarrollo Social va a recabar mucha información sobre los diferentes programas sociales. Es preciso, primero, que exista una adecuada coordinación con la Dirección de Presupuestos y los tiempos presupuestarios, y, segundo, que se pueda difundir de manera más óptima la información al público en general.



Pienso que este punto de la iniciativa también es susceptible de ser mejorado. 



En quinto lugar, es menester que exista -en especial, por la materia tratada aquí- una coordinación interministerial más efectiva. Es cierto que hoy el Presidente de la República posee facultades o atribuciones para crear comités interministeriales. Esto partió con el Ministro Edgardo Boeninger durante el Gobierno del Presidente Aylwin.



El proyecto propone la creación de un Comité Interministerial de Desarrollo Social, pero es necesario que dicho Comité dé cuenta del real avance de las coordinaciones existentes, las que, a mi juicio, son bastante débiles.



En sexto término, es preciso fortalecer la institucionalidad. En especial, en materia de recursos humanos, estimo que las mayores atribuciones del Ministerio que se crea hacen razonable que se requiera un fortalecimiento del personal y de los sistemas de información. Se debe solicitar toda la información al respecto, principalmente en cuanto a facultades delegadas. Porque, para los efectos de la reorganización institucional, la aprobación de estas últimas debe estar condicionada a que el Ejecutivo presente al Congreso Nacional una propuesta específica sobre el particular, como suele hacerse en los proyectos de ley cuando hay facultades delegadas.



Finalmente, en lo que atañe a la modernización de los organismos públicos y servicios dependientes y sus programas -ya varias señoras y señores Senadores lo han dicho-, considero que la modernización de la institucionalidad requiere una mejor relación con los servicios dependientes (SENADIS, CONADI, INJUV, SERNAM y sus programas). Y especialmente delicada es, por supuesto, la situación del Servicio Nacional de la Mujer, cuya Directora, que tiene rango de Ministra, quedará ahora subordinada a la subsecretaría.



Vamos a concurrir a aprobar en general la idea de legislar, pero quiero dejar planteados siete puntos, señor Ministro -por su intermedio, señor Presidente-, que, en mi opinión, pueden ser perfeccionados durante la tramitación de la iniciativa.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, trataré de no repetir. Sin embargo, quiero manifestar claramente mi preocupación por la situación en que queda el Servicio Nacional de la Mujer con relación al rango de Ministro que tiene su Directora. 



Además, debo señalar que en el proyecto preocupa la pérdida de la centralidad que adquirirá la igualdad de derechos  y oportunidades entre hombres y mujeres. No está centralmente establecido el tema de género o equidad de género. Me parece importante resolver ese aspecto.



No obstante, deseo referirme principalmente a algunas funciones que mantiene el Ministerio de Desarrollo Social, que todos entendemos que son fundamentales para el desarrollo de las políticas sociales en Chile. 



Aquí se mantienen una serie de actividades y condiciones que posee en este momento el MIDEPLAN, con relación a lo que significa revisar los proyectos de otras Secretarías de Estado en función de su pertenencia o pertinencia social. Creo que esa es una materia compleja como para que  pueda llevarla a cabo de buena forma.



Ese es uno de los temas en los que los Ministerios, cuando llevan adelante esos proyectos, por lo general se ven entrampados por la demora. Porque además no existe la experticia total sobre los asuntos que conocen otras Secretarías de Estado y que deben ser revisados por el MIDEPLAN.



 Me parece que esto debiera trasladarse a otras instancias. Por ejemplo, al Ministerio de Hacienda, si se precisa ver materias más bien económicas y sociales. Ahí hay otra experticia. Si queremos darle centralidad al Ministerio de Desarrollo Social, debiéramos quitarle a MIDEPLAN una serie de labores que desarrolla hoy, las que, en mi opinión, no son necesarias para su continuidad o trabajo en materia social.



Pero lo que sí me preocupa es que el Ministerio que se crea esté conformado de igual forma que todas las Secretarías de Estado: con una manera centralista de ver los proyectos.



En definitiva, aquí estamos hablando de un Ministerio que tiene Subsecretarías y Seremías y, además, un Comité Interministerial de Desarrollo Social. Y, luego, se señala que todo este grupo de gente, que estará ubicado en la Capital, constituido, por ejemplo, por Ministerios como Hacienda, Secretaría General de la Presidencia, Educación,  Salud, etcétera, va a atender y resolver los problemas regionales.



Señor Presidente, es indispensable que, de una vez por todas, se tome la decisión de establecer y de instaurar ministerios u organismos regionales que estén relacionados con los aspectos sociales. Porque los problemas sociales de Santiago no son los mismos que existen en Antofagasta, en Punta Arenas o en otros lugares de Chile. Eso está totalmente centralizado. Creo que ese es un error. No debiera estar constituido de esa manera. Y menos un Ministerio de esta magnitud que, por su finalidad y su forma de trabajo, debiera hallarse destinado al desarrollo social, a las políticas sociales y estar pensado desde las comunas, las Regiones hacia el centro del país y no a la inversa, como se plantea aquí.



Mencionaba que existe una serie de trabajos que se realizan, como revisar los criterios de inversión de todos los proyectos, incluso de los del Ministerio de Obras Públicas y otros más. Sin embargo, nada se dice, por ejemplo, cuando se toman decisiones, como las que acabamos de leer en los diarios, que anuncian que se va a vender la participación estatal en las empresas sanitarias para acelerar la reconstrucción y recaudar 1.600 millones de dólares. 



Aquí hay un tema central, de fondo. Porque finalmente la privatización de las empresas sanitarias afecta a miles y millones de chilenos.



Sin embargo, en esas materias, el Ministerio de Desarrollo Social no tiene nada que ver. Cuando se trata de preguntarle sobre las obras públicas que van a tener efecto social, también debiera considerarse -si ese es el sentido- en este caso la información del MIDEPLAN, o del Ministerio social pertinente, para que opine si corresponde o no  privatizar las empresas sanitarias u otras empresas del Estado, que pueden ser importantes para las políticas sociales.



Señor Presidente, es necesario revisar bien a fondo este proyecto. Por supuesto, que es una gran idea y la vamos a apoyar. Pero tiene algunos aspectos -sobre todo, los relativos a materias y decisiones desde el punto de vista social- que me parece necesario e indispensable considerarlos desde las comunas, desde las regiones hacia el centro del país y no a la inversa, como se ha planteado aquí.



Ojalá el señor Ministro, en las discusiones y acuerdos que ha llevado a cabo con los Senadores que mencionó, pueda corregir esas materias para que el Ministerio de Desarrollo Social tenga una mayor posibilidad de cumplir las funciones que aquí se establecen.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, la verdad es que voy a abordar el debate con una mirada distinta. No me voy a referir a toda la trama burocrática que se ha planteado en el curso de la discusión, que es más propia de la tramitación particular.



Desde mi punto de vista, la esencia del proyecto radica en el artículo 1º, porque, en general, cuando uno analiza lo que ha ocurrido históricamente con los temas vinculados con los aspectos sociales, estos más bien están relacionados con la erradicación de la pobreza. 



Y si uno se remite a la propia definición del Ministerio de Planificación y Cooperación, establecida en las disposiciones que se derogan, verá que siempre el foco estuvo puesto en aquel objetivo.



¿Y por qué, señor Presidente, siento que la esencia se halla en el artículo 1°? Porque este va mucho más allá que la simple erradicación de la pobreza.



Ya el nombre del nuevo Ministerio indica algo distinto: desarrollo social. Trasciende el problema de la pobreza. Por supuesto, lo tiene como prioridad; pero, por sobre todas las cosas, refleja una visión diferente, desde el momento en que incorpora dos conceptos para mí absolutamente capitales: la movilidad y la integración social.



Porque no solo esperamos que bajen los índices de pobreza, como ha ocurrido históricamente, sino que además aspiramos, desde el punto de vista social, a que los pobres superen esta condición y se integren a la comunidad.



Aquí, señor Presidente, se produce un quiebre fundamental: se pasa de una visión netamente asistencialista a otra mucho más integradora desde las perspectivas social y de la pobreza. 



Para mí, esa es la médula del proyecto.



Su otra esencia se encuentra en el mismo artículo 1°: cuando señala expresamente que los planes y programas en materia de desarrollo social se implementarán de manera descentralizada. Eso me parece positivo, pues las formas de la pobreza son radicalmente distintas en los diversos lugares del país. Por lo tanto, el Ministerio de Desarrollo Social va más allá de la pobreza y persigue la movilidad social.



¿Qué ha ocurrido históricamente en el ámbito de la pobreza? Se han diseñado programas generales que se aplican exactamente igual desde Arica a Punta Arenas, en circunstancias de que el abordaje de los planes sociales debe ser diferente según la Región de que se trate. En este sentido, el norte no tiene nada que ver con el sur o con la zona central.



En consecuencia, más allá de los perfeccionamientos que haya que realizar durante la discusión particular sobre cómo se relacionarán los diversos Ministerios, me quedo con la esencia del artículo 1°, para luego, en el curso del estudio del segundo informe, abordar los conceptos pertinentes de la manera más articulada posible.



Por fin, señor Presidente, vamos a entrar a una etapa distinta: la de la movilidad y el desarrollo social con carácter descentralizado y más allá del problema de la pobreza.



Creo que esos son los conceptos más destacables que presenta la creación del nuevo Ministerio.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, este debate tiene un trasfondo que dice relación con el proyecto de sociedad que queremos construir y, a pesar de las diferencias políticas existentes en este Senado, exhibe un común denominador, vinculado a cómo resolvemos los problemas derivados de la postergación de sectores de la sociedad donde hasta ahora, si bien hemos avanzado, nos encontramos con una pobreza dura, con segmentos muy aislados de la posibilidad de contar con un instrumento que les permita superar la marginalidad y la miseria.



Desde ese punto de vista, creo que vale la pena hacer este debate cuando estamos efectuando una reingeniería orientada a determinar cuál es el Ministerio que debe tener a su cargo el diseño de programas, políticas e instrumentos para atender dicho objetivo.



Sin embargo, coincido con algunos colegas en cuanto a que nuestra visión sigue siendo demasiado centralista. El Ministerio de Planificación, en su historia y en el devenir de todos los gobiernos, ha creado instituciones preocupadas de distintos sectores de la sociedad -para los discapacitados, para la mujer, para los indígenas-, de un conjunto de estratos que no son considerados por otras Carteras, y, desde esa óptica, se ha transformado en bolsillo de payaso -por decirlo de alguna manera- a un Ministerio que asume muchos compromisos pero al final no cumple ninguno, que no ha resuelto con eficacia ninguno de los problemas que afectan a los sectores atendidos por sus organismos dependientes. 



Entonces, el debate debe apuntar a determinar de qué manera con la creación del Ministerio de Desarrollo Social se atiende eficazmente a dichos sectores; cómo se hace una reingeniería de los instrumentos existentes; de qué modo se calibra la participación de los municipios en la elaboración de una ficha o de una encuesta donde intervengan encuestadores privados y funcionarios públicos y municipales; cómo se realiza una medición que corresponda a la realidad (porque no hay homologación de los instrumentos de medición de la Ficha de Protección Social).



Ahora, lo peor es que no existe fiscalización alguna. Y cuando examinamos la planta del referido Ministerio no sabemos, por ejemplo, si se carece o no de personal suficiente para fiscalizar las distorsiones de un sistema que a menudo resulta injusto y es objeto de numerosos reclamos.



Hasta hoy el Ministerio de Planificación ha estado encargado de aprobar los estudios de preinversión buscando la correspondiente rentabilidad social, la que al final queda sujeta a la interpretación de quien efectúa el análisis y no a un criterio objetivo que, sobre todo, dé cuenta de los sectores que no son capaces de salir adelante por sí mismos. 



Pongo el ejemplo de una balsa que es necesario reemplazar por un puente. Ella no funciona ni en invierno ni en verano porque hay mucha agua, porque hay poca agua, porque el balsero no está. Y sucede que los estudios de preinversión para el diseño del puente se basan en la frecuencia de uso de la embarcación. Pero si esta no se utiliza porque no se halla en funcionamiento, el proyecto deja de ser rentable socialmente y, por tanto, no se aprueba la inversión. Entonces, el Estado no da respuesta a las demandas de las localidades afectadas, las cuales continúan siendo pobres y siguen viviendo aisladas.



Voy a aprobar la idea de legislar, señor Presidente, pero creo que el debate debe ser mucho más particularizado, para asegurar que el nuevo instrumento sea eficaz en la ayuda a todos los sectores.



En especial, pienso que aquí hay una cuestión que no se ha abordado: el problema indígena.



No es admisible que toda la política indígena dependa de una Subsecretaría encargada de diversas materias, entre ellas las vinculadas con nuestros pueblos originarios. El asunto indígena, en mi opinión, amerita un análisis en torno a la creación de un Ministerio especial para la implementación de las políticas públicas vinculadas con él.



He dicho.

)------------------(

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor WALKER (don Ignacio).- Excúseme, Su Señoría, por ser un poco extemporáneo.



No estuve durante la Cuenta. Por eso, pregunto si en este momento puedo pedir que se oficie al Ejecutivo para solicitarle que patrocine una moción sobre premios nacionales que presentamos con los Senadores señora Rincón y señores Lagos, Allamand y Chadwick, la cual fue declarada inadmisible.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se enviará el oficio correspondiente, Su Señoría.

El señor WALKER (don Ignacio).- Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Y aprovecharemos la ocasión para dar cuenta de varios asuntos.



Tiene la palabra el señor Secretario

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Han llegado a la Mesa los siguientes asuntos:

Mociones



De los Senadores señores Navarro, Gómez, Lagos y Muñoz Aburto, con la que dan inicio a un proyecto de ley sobre interpretación comercial favorable al consumidor (boletín N° 7.395-03) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Economía.



De los Senadores señores Navarro, Gómez y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley sobre protección de zonas típicas o pintorescas (boletín N° 7.396-04) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Dos del Senador señor Navarro, con las que da inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de reforma constitucional referido al efecto de los votos blancos (boletín N° 7.397-07) (Véase en los Anexos, documento 6).



2.- Proyecto de ley en materia de jurisprudencia relativa al recurso de casación en el fondo (boletín N° 7.398-07) (Véase en los Anexos, documento 7)


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Permiso constitucional



Solicitud del Senador señor Novoa para ausentarse del país entre el 26 del mes en curso y el 9 de enero de 2011, ambas fechas inclusive.



--Se aprueba.

El señor LETELIER.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor LETELIER.- Quiero hacer dos peticiones, señor Presidente.



En primer lugar, se acaba de disponer que una moción de los Senadores Navarro, Gómez y Muñoz Aburto pase a la Comisión de Educación.



Pido reconsiderar esa decisión, pues la iniciativa aborda una materia propia de la Comisión de Vivienda. En efecto, es la Ley General de Vivienda y Urbanismo la que define las zonas típicas o pintorescas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si hubiera acuerdo en la Sala, enviaríamos el proyecto a la Comisión que sugirió el Senador señor Letelier.



--Así se acuerda.

El señor LETELIER.- En segundo término, señor Presidente, le pido recabar el asentimiento del Senado para que el Ejecutivo presente indicaciones al proyecto de ley sobre bodas de oro hasta el martes 4 de enero.

El señor PIZARRO (Presidente).- Eso habría que votarlo, porque ayer acordamos otra cosa.



En todo caso, ¿qué fecha propone, Su Señoría?

El señor LETELIER.- El martes 4 de enero, a las 12.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite hacer una consulta, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Yo tenía entendido que el Ejecutivo iba a ingresar hoy una indicación sobre la materia. No sé por qué se pidió un plazo tan extenso...

El señor LETELIER.- No llegó.

El señor LONGUEIRA.- ¿No llegó la indicación?

El señor LETELIER.- No.

El señor LONGUEIRA.- ¡Es la nueva forma de gobernar...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, lo que estamos haciendo es irregular, porque se interrumpió una votación.

El señor LAGOS.- Es irregular, pero eficiente. 



Sigamos así, señor Presidente.

)---------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la votación.



Para fundar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, hemos escuchado las intervenciones de diversos Senadores; me tocó participar en la Comisión de Gobierno, donde se trató este proyecto, y, además, sobre la materia tuvimos algunas conversaciones directas con el Ministro de Planificación.



Lo primero que quiero destacar es que hay un ánimo absolutamente positivo para aprobar la iniciativa que nos ocupa, sobre la base de que es la continuación de una política reiterada en el país.

El señor LAGOS.- ¡Me quitó las palabras de la boca!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Desde antes de 1990, incluso durante la interrupción de nuestro sistema democrático, había preocupación por la pobreza.



Primero se creó la Oficina de Planificación Nacional (ODEPLAN). Luego, en 1990, hubo una modificación que transformó a esa Oficina en MIDEPLAN. Y ahora viene una propuesta que busca precisar más aún este instrumento institucional con el fin de abordar lo relativo a la pobreza.



En un informe de la CEPAL sobre la experiencia de este tipo de ministerios en Latinoamérica se expresa que “uno de los rasgos característicos de las sociedades de América Latina y el Caribe es la combinación de altos niveles de pobreza y una gran desigualdad en la distribución del ingreso, siendo la región con mayor desigualdad.”. 



Luego se hace una afirmación que a mi juicio se halla en la línea correcta y que constituye una reafirmación de por qué se plantea una modificación de tipo institucional para crear el Ministerio de Desarrollo Social: “Los niveles de crecimiento resultan insuficientes en algunos casos para terminar con la extrema pobreza en un plazo razonable.”.



De acuerdo a proyecciones de la propia CEPAL, se plantea que en el Compromiso del Milenio los países de Latinoamérica asumieron la responsabilidad de reducir la pobreza extrema a la mitad en el período 1990-2015.



Chile cumplió esa meta, esa expectativa, e incluso ha ido más allá de lo exigido.



Más adelante agrega: “Es así como la relación entre crecimiento y distribución, sumada a los niveles actuales de pobreza y desigualdad y la incapacidad del mercado de solucionar estos problemas, ponen de manifiesto la necesidad de la intervención estatal para lograr una mayor equidad y una ciudadanía económica y social plena.”.



Desde esa perspectiva, señor Presidente, no concuerdo con lo manifestado por el Senador Orpis en el sentido de que la erradicación de la pobreza no debe centrarse solo en la pobreza extrema.



En mi opinión, la movilidad y el desarrollo social se producen precisamente desde la base misma: el término de la pobreza. Y de ahí se parte hacia la movilidad social, hacia el desarrollo social pleno, más integral.



En tal sentido, creo que el proyecto va en la línea correcta; es una manera de seguir profundizando una política en que Chile ha sido persistente y que debemos mantener mientras no erradiquemos totalmente la pobreza, que será la culminación de un gran proyecto para el país. 



Ahora bien, la iniciativa en sí misma necesita algunas clarificaciones. Y el propio Ministro nos ha pedido que la enriquezcamos con propuestas. Aquí no hay un problema de posiciones políticas de Gobierno y Oposición, porque se trata de una materia transversal que le interesa a la nación en su conjunto y no solo a determinado sector político.



No obstante, yo haría algunas preguntas con relación a la delimitación del ámbito de acción del ente que se crea.



¿Tendrá el Ministerio de Desarrollo Social, tal como se halla planteado acá, capacidad para imponer sus criterios a las otras Secretarías de Estado y a los servicios públicos pertinentes con una normativa, en mi concepto, tan limitada? 



El Comité de Coordinación se puede instalar incluso por decreto.



¿Cuándo podremos tener una solución que le permita al nuevo Ministerio imponer sus tesis?



Aquí se expuso también el problema vinculado con la regionalización, señor Presidente.



Pienso que hay que descentralizar las decisiones. No es admisible que un proyecto de mínima cuantía deba ser sometido a la decisión central. Es necesario establecer con claridad que eso puede desarrollarse y definirse en la misma Región.



Otro punto dice relación con los servicios. 



En cuanto al SERNAM, coincido plenamente con la crítica hecha aquí. Hay que clarificar el artículo tercero transitorio del proyecto, que elimina la relación directa que tiene dicha entidad con el Presidente de la República para plantear políticas relacionadas con la mujer. Ello, al objeto de evitar la crítica que se ha puesto en el tapete en estos momentos. 



En mi concepto, no existe la intención de quitarle al SERNAM la calidad de Ministerio. Sin embargo, será muy difícil mantenerla si dicho Servicio va a quedar supeditado a una Subsecretaría.



Tenemos que aclarar ese aspecto. No parece razonable que un Ministerio se encuentre subordinado a una Subsecretaría, aun cuando sea para efectos de coordinación.



Es indispensable esclarecer, asimismo, lo relacionado con la modernización institucional. 



Se ha hablado de que se creará un Ministerio del Deporte y la Juventud. Entonces, determinemos qué pasa con el INJUV. Porque aquí se plantea que va a quedar bajo la coordinación del Ministerio de Planificación.



Lo mismo sucede con los asuntos indígenas. Se ha dicho que se va a crear un Ministerio de Asuntos Indígenas que reemplazaría a la CONADI.



En consecuencia, estimo que hemos de anticiparnos, al objeto de lograr prontamente la modernización de todo el sistema destinado a luchar para que se erradique la pobreza.



Por las razones expuestas, voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la creación del Ministerio de Desarrollo Social que propone el Ejecutivo es una oportunidad especial para hablar de uno de los temas más delicados y acuciantes que afectan a nuestro país: la pobreza.



El Ejecutivo ha querido asumirla como una de las prioridades de su gestión, y para ello está buscando dotarse de los instrumentos institucionales que le permitan cumplir esa finalidad de manera real y efectiva.



La pobreza en Chile, de acuerdo a la última encuesta CASEN, es muy elevada. Se habla de 600 mil personas que viven en niveles de indigencia y 2,6 millones en niveles de pobreza. Es decir, 3,2 millones de habitantes se encuentran en una condición francamente inaceptable, que debe mover a la conciencia en el sentido de terminar con esa situación, que es la principal causa de discriminación en Chile.



Ser pobre significa, al final, ser dependiente; alguien que como resultado de su trabajo, de su esfuerzo, actual o pasado, no puede vivir en forma digna, no es capaz de mantener a su grupo familiar de manera decente. Y eso, simplemente, constituye un escándalo social que no debe dejar indiferente a nadie, a ninguna autoridad.



Enfrentar el problema de la pobreza y resolverlo no es cuestión de un día para otro, ni se hace con medidas simples o efectistas. A la larga, los principales caminos para darle solución son, sin lugar a dudas, la mejor educación posible, la cual debe empezar cuando la persona nace y culminar con sus últimos días; o sea, ella debe estar presente a lo largo de toda su existencia, de distintas maneras, no solo a través de la enseñanza formal -la que se da en los niveles preescolar, básico, medio o superior-, pero particularmente, de modo significativo, al inicio de la vida. Ese es el camino central. Y luego, con esa educación, debe presentarse la oportunidad de realizar una labor digna, decente, que le permita a la persona desenvolverse. Es el derecho al trabajo que se debe consagrar en la sociedad.



Pero ello siempre requiere complementos, sobre todo en la situación que hoy día nos afecta, de una cantidad de pobres tan elevada y que, personalmente, estimo todavía inferior a la realidad que uno conoce. Además, es algo que no nos deja tranquilos, porque pareciera que por sobre los 3,2 millones de chilenos mencionados las personas son ricas, en circunstancias de que se trata de una escala gradual que va desde la indigencia a los menos pobres y, por lo tanto, muchos millones de individuos viven en condiciones, si no miserables, muy bajas.



Es cierto que se han realizado esfuerzos y que el desarrollo del país ha permitido reducir la cifra en las últimas décadas, lo que valoramos, pero creemos que se necesita hacer más. Por eso, es muy importante el Ministerio de Desarrollo Social, que posibilitará no solo potenciar políticas sociales, sino también verificarlas bien.



Porque parte del problema radica en que el gasto social no es suficiente, por más que se aumente, si acaso no se invierte bien, y parte de los que enfrentamos con nuestros programas sociales, que complementan la situación de igualdad de oportunidades que se busca, fundamentalmente, con educación y trabajo, obedecen a un mal diseño, una mala implementación y una mala focalización.



Tampoco se conoce, a través de evaluaciones, cuál es el verdadero impacto en la calidad de vida de las personas. Programas tan importantes como Chile Solidario no garantizan que sus beneficios hayan mejorado realmente la condición de pobreza de los destinatarios.



El diseño, en muchos casos, es ineficiente y, al mismo tiempo, se registran gastos burocráticos excesivos, además de haberse observado irregularidades.



En la discusión en esta Corporación podremos revisar con más detalle y detenimiento lo relativo a la Subsecretaría de Evaluación Social, diseñada para definir cómo se piensa enfrentar la pobreza en distintos programas y proyectos; la Subsecretaría de Servicios Sociales, que va a ejecutar los programas, o el Comité Interministerial de Desarrollo Social, que agrupa a distintos Ministerios, y al que, por cierto, se debe incorporar el Servicio Nacional de la Mujer. Estoy seguro de que estas entidades, examinadas, podrán cambiar el carácter institucional en la lucha contra la pobreza, que esperamos que sea frontal en este Gobierno y en los que vinieren.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, antes de dar mi opinión sobre el proyecto deseo hacer dos comentarios.



El primero se refiere a lo expresado por el Senador señor Gómez, quien no se encuentra en la Sala, lamentablemente, pues cualquier observador desapasionado podría creer, después de escucharlo, que ESSBÍO, ESVAL y Aguas del Valle son empresas públicas. Quiero decirle que ellas fueron privatizadas hace más de diez años, y, a lo mejor, coincidiendo con la época en que Su Señoría fue Ministro de Estado.



El segundo dice relación con el SERNAM, sobre el cual quiero hacer un par de alcances. En cuanto a su presencia en el Comité Interministerial, creo que es legítimo y necesario incorporarlo. Pero, en el aspecto administrativo -aquí se ha hecho referencia a una Subsecretaría-, no cambia absolutamente en nada el tratamiento de ese organismo, cuya Directora tiene rango de Ministra, respecto de lo existente. En el proyecto no se innova acerca de su rango administrativo y, por lo tanto, no es objeto de ningún menoscabo como Servicio Nacional de la Mujer.



En relación con el fondo, el objetivo a que debe apuntar el articulado al término de nuestro trabajo y de la discusión particular es a una autoridad social. Así como en lo económico existe un Ministerio de Hacienda con facultades claras y un titular investido de un gran poder, eso no sucede en materia de políticas contra la pobreza, de políticas de desarrollo social, de políticas para derrotar la vulnerabilidad. Y ello se demuestra en que en los últimos veinte años ha habido más de veinte Ministros de Planificación. Nadie puede afirmar que sea este un Ministerio con fortaleza política para llevar adelante todos los programas y acciones que permitan avanzar más rápidamente en el desarrollo social y la derrota de la pobreza.



Por lo tanto, lo que debemos lograr -y en ese camino se halla la iniciativa en debate- es una autoridad social responsable de la ejecución de la totalidad de las políticas sociales, del cumplimiento de sus metas, de la transparencia de sus recursos y de la evaluación de sus resultados.



Lo anterior, incluso, formó parte de los anhelos del Consejo Asesor Presidencial nombrado por la Presidenta Bachelet y que emitió su informe el año 2008, el cual expresó la necesidad de que se modificara la institucionalidad del Ministerio y de que se pudiera contar con una autoridad responsable en la examinación de la consistencia y coherencia de las políticas sociales, en el seguimiento de su cumplimiento y en la evaluación de los resultados a través de un proceso de rendiciones públicas.



Creo que si logramos, en el debate que hemos iniciado en la Comisión de Gobierno y que continúa en este momento en la Sala, tener una autoridad social que verdaderamente impulse, transparente, evalúe e informe a la ciudadanía sobre todos y cada uno de los programas y proyectos, vamos a dar un paso sustantivo.



Hoy día, más de 380 programas sociales tienden a derrotar la pobreza, la vulnerabilidad, e impulsar el desarrollo social, pero muchos de ellos, primero, no exhiben coherencia entre sí; segundo, no mantienen ninguna coordinación entre uno y otro; tercero, utilizan recursos respecto de los cuales no existe transparencia, y, cuarto, nadie se hace responsable de su aplicación. Por lo tanto, el trabajo que debemos realizar en este proyecto es lograr una autoridad social que verdaderamente vele y responda ante la ciudadanía por todas las políticas y programas sociales que los distintos Ministerios y el Congreso decidan llevar adelante.



Por eso, votaremos a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde intervenir al Senador señor Quintana, pero no se encuentra en la Sala en este momento.



Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, ciertamente, voy a votar a favor de la idea de legislar. Solo quería formular una breve reflexión en el sentido de que aquí no nos hallamos, a mi juicio, ante un acto fundacional, sino frente a la evolución, casi natural, de un proceso que ha tomado muchos años respecto de la erradicación de la pobreza, lo que ha ido desde consideraciones tal vez más asistencialistas, al estilo más puro y duro, a una más amplia e integradora. Y lo que viene a hacer hoy la propuesta del Ejecutivo es un esfuerzo adicional, con un enfoque más holístico, más amplio, acerca de cómo abordar un tema tan crucial.



Al observar la estructura propuesta, advierto que se va a seguir poniendo énfasis en las políticas que, al parecer, han ido dando buenos resultados, como Chile Solidario y otras; pero que, al mismo tiempo, se intenta hacer un esfuerzo -genuino, a mi entender- para dar mayor coordinación a una lucha que no depende de un solo Ministerio.



Desde luego, en la discusión particular va a haber espacio para tener claras cuáles son las atribuciones del nuevo Ministerio de Desarrollo Social, con qué recursos va a contar y cuáles serán sus atribuciones reales como para poder ejercer el peso que requiere.



Se ha dicho muchas veces que los Ministerios se dividen entre los que recaudan y son poderosos o deciden cómo emplear las “lucas” y los que las gastan, que son los llamados, a veces, “parientes pobres”, ya que deben diseñar políticas públicas, implementarlas, pero, para el ejercicio correcto de esas funciones, dependen, básicamente, de los otros. Por mi parte, quiero creer en una Secretaría de Estado poderosa, que va a tener presencia en el gabinete, y, por esa razón, entiendo que cuando se trata de “sumar más servicios”, entre comillas, bajo la dirección del nuevo Ministerio es, precisamente, para asegurar una mayor coordinación, por supuesto, pero, al mismo tiempo, un mayor peso político a la hora de definir.



No vale la pena repetir -ya lo han dicho varios señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra- qué cosas es preciso mejorar y en cuáles se tendría que poner más énfasis en esta Secretaría de Estado. Sin embargo, para no perder tiempo y hacerlo bien, sería bueno que el Gobierno pudiera fijar con antelación a la discusión qué va a ocurrir con ciertas dependencias, con el Instituto Nacional de la Juventud, con el SERNAM, y ver cuáles son las atribuciones una vez que lo haya definido. Porque me parece que estaremos haciendo dos ejercicios a lo largo del tiempo y que se definirían las atribuciones y estructura del nuevo Ministerio sin haber decidido previamente qué va a ocurrir con otros servicios públicos que pareciera que se hallarán bajo su dependencia.



El Senador señor Pérez, quien no se encuentra presente y aludió al Honorable señor Gómez cuando este no se hallaba en la Sala, hizo una referencia a la venta y privatización de las empresas sanitarias.



Me preocupa el asunto, señor Presidente. Hemos concurrido, durante el año, al estudio de medidas para financiar la reconstrucción; hemos aprobado todas y cada una de las iniciativas legales que el Gobierno ha presentado. Los recursos se encuentran más que asegurados, como lo han expuesto el Ministro de Hacienda y el Presidente de la República.



Como consecuencia de la modificación del impuesto específico a la minería, hasta se recibirá sustantivamente más que lo proyectado en forma inicial. Creo que no me quedo corto al señalar que sobre 500 millones de dólares, a ojo de buen cubero, respecto de los ya programados como provenientes del royalty, se van a recaudar adicionalmente por el alto precio del cobre.



Entonces, la pregunta es por qué, para recaudar mil 600 millones de dólares, el Estado se va a desprender de acciones en las sanitarias que le reditúan recursos y le aportan fondos a CORFO para poder subsidiar el pago de ciertas cuentas.



Se registrará un rendimiento tributario de 38 por ciento, como me sopla muy bien mi Honorable colega Zaldívar.



¿Cuál es la explicación del Gobierno para esa privatización?



Intento ser responsable de mis palabras: este sí que es un bono dorado que se está recibiendo del sector privado.



Si se trata de la reconstrucción, el Gobierno tendría que demostrar que requiere esos recursos adicionales. Como lo vimos en la Comisión de Hacienda, creo que, en la estructura de ingresos que planteó, la venta de las sanitarias era una eventualidad, como una fórmula por explorar más si no funcionaban otras medidas de financiamiento.



Todas estas últimas le fueron aprobadas. Lo de las sanitarias exhibe claramente un componente político, y, ciertamente, creo que algunos harán una gran pasada al comprar acciones de empresas extremadamente rentables, importantes, y que -entre paréntesis- no están todas en venta, porque en algunos casos se trata de concesiones.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, con respecto a la creación del Ministerio de Desarrollo Social, desde luego quisiera exponer las cifras presentadas por el propio señor Ministro sobre la evaluación de la pobreza e indigencia.



El año 2006 se registraba 13,7 por ciento, y nos sorprendimos con las cifras de la encuesta CASEN 2010, demostrativas de que se había crecido a 15,1 por ciento.



En el caso de los indigentes, pese a todos los programas sociales, en 2006 eran 516 mil 738 personas, y en 2010, 634 mil 329.



Algo no anda bien.



Chile es uno de los países con mayor falta de equidad. Existen varios indicadores, uno de los cuales, elaborado por el PNUD, es el de desarrollo humano, que integra factores de salud, educación, ingresos. Si se comparan las comunas de Vitacura, Providencia, Las Condes, Lo Barnechea, La Reina y Ñuñoa -sin ningún ánimo de resentimiento- con las de Vilcún, Lumaco, Ollagüe, Tortel o Yumbel, ello equivale a contrastar indicadores propios de Estados con un estatus como el de Finlandia, Canadá, Islandia, con los que se registran en algunos de África.



Creo que en esta materia es preciso tener particular cuidado, porque se encuentran de por medio todo el énfasis social que viene en el Ministerio en examen, el sistema nacional de evaluación de inversiones públicas y, también, elementos de la reactivación económica.



En lo social, son muchos los elementos mencionados: vivienda; trabajo; capacitación; FOSIS; SENAMA; CONADI; INJUV: FONADIS; la parte rural, a través del INDAP; caminos vecinales; CONAF; los programas, como Chile Solidario, Puente, de agua potable rural, de generación de empleo, en fin. Es una gran cantidad de fórmulas.



Sin embargo, en palabras del propio Presidente, nuestra red social atrapa, no permite que las personas vuelvan a ser autónomas.



Por lo tanto, no basta con un Ministerio que ejerza una función de coordinación, que se ocupe en una evaluación antes, durante y después. Debemos contar también con un Ministerio operativo, que haga las cosas.



Respecto a la ficha de protección social, esta no puede ser llenada por determinadas personas y firmada por otras. Es una cuestión no menor y muy influyente en la aplicación de políticas. Es lo mismo que si un médico le va a tomar la temperatura a alguien, ve si está ingiriendo alguna medicina y después le hace un diagnóstico: debe tener una presencia y una vivencia del caso.



Por último, en el documento es preciso hacerse solidario. Creo que debe verificarse un avance por la vía del mundo de las asistentes y trabajadoras sociales, que se hallan muy bien preparadas para estos efectos.



En cuanto al fortalecimiento del sistema nacional de inversiones, cabe observar que de la ODEPLAN al MIDEPLAN se pasó a una sectorialización de los sistemas de evaluación y, además, a una polarización con los municipios, la Subsecretaría de Desarrollo Regional, en fin. Muchas organizaciones llevan programas de carácter social y de evaluación de proyectos, pero lo relativo a las metodologías para este último efecto ha llegado a verdaderas situaciones de escándalo.



En el caso del Ministerio de Obras Públicas, subieron, por sí mismos, los estándares de las obras que llevan a cabo. Hoy en día, no hacen puentes chicos ni caminos de penetración; se desligaron de las huellas y caminos vecinales, y tienen abandonada a más de la mitad del país. Al aplicar esa medida, se plantea un obstáculo con las recomendaciones en el MIDEPLAN.



Existe un compromiso, en el protocolo político del Presupuesto del año 2011, de revisar la situación. Pero esto es muy importante.



Ahora, la planificación se traspasará a los gobiernos regionales. ¿Cuáles? ¡Si no existen! Los consejos regionales no son elegidos. Distribuyen los fondos entre ellos.



Señor Presidente, le solicito solo algunos segundos más para completar mi planteamiento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien, señor Senador.

El señor HORVATH.- Necesitamos empoderar al Ministerio de Desarrollo Social; al área de la inversión, la planificación y la reactivación de la actividad económica, para que se funcione como un todo.



No puedo dejar pasar lo que han representado los propios funcionarios del Ministerio en cuanto a que se contraiga un compromiso -así se ha señalado- en orden a la sucesión legal y patrimonial de la actual Secretaría de Estado. Porque, obviamente, ahí también existe una cuestión bastante sensible, que debe considerarse en la discusión particular.



Pero se trata de un proyecto oportuno, necesario. Y el señor Ministro ha puesto el dedo en la llaga con respecto a la aplicación de los programas sociales, que requieren francamente ser empoderados y regionalizados.



Voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos finalizando el proceso de votación y nos hallamos bastante pasados de la hora de término de la sesión. Además, se halla programada una actividad con el personal. Como todavía quedan muchos inscritos para usar de la palabra, pido a los señores Senadores la mayor concisión posible al fundamentar su pronunciamiento.



Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, seré muy breve.



Este es un compromiso del Primer Mandatario. Por lo tanto, creo que el Gobierno del Presidente Piñera tiene el legítimo derecho a sacar adelante un cambio de estas características.



Pese a los reparos que, en general, mantengo, en la discusión de la idea de legislar deseo referirme simplemente al enfoque.



Lo que se observa en la transformación en examen es un Ministerio en el que más bien se transita desde lo que fue un organismo de derechos, con el Presidente Ricardo Lagos, a otro que hoy día es más bien de transferencias monetarias.



Sin lugar a dudas, en ambos casos se puede avanzar en la supresión de la pobreza. Y lo demostraron con mucha claridad los Gobiernos de la Concertación, pese a la forma en que se entregaron hace algunos meses los datos de la encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional, en la que no se recogieron por primera vez las recomendaciones de la CEPAL en orden a incorporar criterios y metodología para medir cómo estábamos avanzando en estos indicadores.



Lo concreto es que hoy registramos niveles inferiores de pobreza, lo cual, sin duda, ha sido una gran contribución de esas Administraciones.



Pero insisto en que el enfoque se halla más ligado a la transferencia de recursos. Y ello tal vez guarda poca relación -como muy bien señaló la Senadora Rincón- con lo que aprobó el Congreso el año pasado: el Sistema de Protección Integral a la Infancia Chile Crece Contigo, que va justamente en la línea de continuar otorgando derechos. 



Aquí no se trata solo de realizar transferencias monetarias, pensando que con ello, por sí solo, se supera la pobreza. Tal vez el mejor ejemplo radica en lo señalado por el Senador Tuma en cuanto a las políticas indígenas, que siguen siendo abordadas desde la lógica de la pobreza. Y, claramente, el asunto debe ser mirado desde otra perspectiva, otra dimensión.



Las materias de desarrollo productivo son importantes, naturalmente, pero también lo son las relativas a los derechos políticos, sociales y culturales.



Entonces, a ratos veo un poquito desdibujada en el proyecto esa mirada integral.



Sin perjuicio de ello, existen aspectos positivos. Habrá mayor posibilidad de enfocarse en los temas de la pobreza, y seguramente será factible establecer más coordinación. Porque hoy día tenemos de todo en el Ministerio de Planificación: lo concerniente a los indígenas; el Fondo Nacional de la Discapacidad; hasta hace poco también dependía de esa Secretaría de Estado la Agencia de Cooperación Internacional. Es decir, se trata de un Ministerio muy diverso, lo cual le hace muy difícil centrarse de manera efectiva en la lucha contra la pobreza.



Por esa razón, los Gobiernos anteriores ya habían intentando modificar tal institucionalidad. 



Reitero que la iniciativa presenta aspectos muy positivos, como la separación del Sistema Nacional de Inversiones. Porque no es lógico que en una oficina de un mismo Ministerio se evalúe una inversión de millones de dólares, como la construcción de una autopista o de un puente, y en otra, la transferencia de recursos monetarios para sacar a la gente de la pobreza. 



Ese cambio reviste importancia.



En la discusión particular del proyecto tendremos ocasión de precisar algunas materias, señor Presidente.



Por otra parte, he revisado con detención lo relativo a la dependencia del Servicio Nacional de la Mujer, y debo decir -pese a que el Ministro señala que no es así- que, sin haberse producido una modificación sustantiva -porque más bien se trata de un cambio de nombre-, siento que el SERNAM pierde de alguna forma un poquito de fuerza al pasar a depender de la Subsecretaría respectiva, tal como se aprecia en la norma pertinente.



En definitiva, señor Presidente, de todos modos aprobaremos en general el proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).-Tiene la palabra el Senador señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el origen del Ministerio de Planificación se remonta al Gobierno de Eduardo Frei Montalva (1964-1970). Luego se creó la Oficina de Planificación Nacional (ODEPLAN). 



En definitiva, la preocupación por esta materia y la tarea de luchar contra la pobreza han sido permanentes. 



El Presidente Frei Ruiz-Tagle, durante su mandato, en los años noventa, anunció la desaparición de ODEPLAN -pues mostraba fuertes falencias-, con la idea de generar algo nuevo: el Ministerio de Planificación y Cooperación.



Los objetivos de esta Secretaria de Estado eran diseñar y aplicar políticas, planes y programas de desarrollo nacional; proponer metas de inversión pública; evaluar los proyectos de inversión con financiamiento estatal, y coordinar las políticas públicas dirigidas a la erradicación de la pobreza.



El problema estriba en si ahora vamos a tener nuevamente un Ministerio dirigido solo a los pobres.



El 21 de mayo último el Presidente de la República anunció, al igual que el Ministro Kast, que iba a haber una agenda de conversaciones.



Yo le quiero recordar a dicho Secretario de Estado que él señaló que había conversado con diversos Senadores de la Oposición, entre ellos el señor Gómez, del PRSD. Pero con el Senador Navarro, del MAS, no ha dialogado. Y -esto es más importante- tampoco lo ha hecho con la gente. 



No basta conversar con los Senadores. Para elaborar una ley, sobre todo una tendiente a crear un Ministerio que luche contra la pobreza, se requiere la opinión de la ciudadanía, de los organismos no gubernamentales. 



Espero que haya espacio para debatir con la gente, con los ciudadanos, con las organizaciones, respecto a la manera de conformar tal Cartera, que representa una gran oportunidad.



Y, desde ya, le digo al Ministro Kast que cuenta con todo mi apoyo. Vamos a crear el Ministerio de Desarrollo Social, pero necesitamos aprender de los años de lucha contra la pobreza y, por supuesto, innovar en la materia.



A mi juicio, diseñar un Ministerio solo para los pobres es un modelo equivocado. Hay que tener también políticas para la clase media, no solo para la gente vulnerable. Se trata de luchar contra la pobreza; pero también, de superar la condición social del país. 



Al respecto, quiero señalar lo siguiente.



Aquí se crea un Ministerio cuyo propósito -al igual que MIDEPLAN- será luchar contra la pobreza. Pero resulta claro que la mejor manera de hacerlo es corrigiendo la distribución del ingreso. 



Siento que la política de estar permanentemente introduciendo ajustes en cuanto a los desequilibrios sociales, como los provocados por la ganancia bárbara, inconmensurable, de los bancos respecto de sus usuarios, constituye un problema. Yo quiero que los trabajadores laboren mucho y bien, en condiciones adecuadas y con buenos pagos. 



Por lo tanto, dicho Ministerio no solo debe focalizarse en las políticas sociales y en cómo gastar los recursos en los pobres, sino además en la forma de hacer que el modelo institucional del país, del Estado, del Ejecutivo, procure la distribución de la riqueza y no su concentración. 



Ese es mi emplazamiento al Gobierno del Presidente Piñera.



En definitiva, ¿habrá un Ministerio de Desarrollo Social para seguir con la técnica del chorreo; para ver cómo financiamos lo que el modelo no permite; para entregarles a los pobres subsidios mejor focalizados pero sin políticas de equidad? 



Me parece que esta es la oportunidad para que exista una Cartera con verdadera autoridad política y social. De lo contrario, solo habrá un coordinador de diferentes Ministerios y el Ministro Kast será solo eso, al igual como lo fue el Director de la CONAMA, donde el que menos manda es el que coordina. 



En consecuencia, o tenemos un Ministro empoderado para coordinar políticas sociales y que efectivamente sea escuchado, o seguimos con la tiranía de Hacienda, que en definitiva redundará en que las políticas sociales ocupen el último lugar. 



¿Habrá o no una Secretaría de Estado capaz de coordinar e implementar políticas hacia los pobres y la clase media? Creo que ser los pobres del Gabinete no da resultados, señor Ministro. Necesitamos una Cartera con poder de verdad; es decir, que disponga de autoridad política y social acorde a la importancia que decimos darle a la lucha contra la pobreza. 



Señor Presidente, siento que hay que escuchar más a la gente, a las organizaciones sociales. Y cabe preguntarse por qué aquí no figura la División de Organizaciones Sociales, ente relacionado con las personas, que continúa bajo la dependencia del Ministerio Secretaría General de Gobierno.



Por otro lado, este proyecto menciona solo una vez -¡una sola vez!- la palabra “participación”: cuando dice que “El Ministro de Desarrollo Social podrá invitar a participar con derecho a voz a otros Secretarios de Estado,”. No se refiere a la ciudadanía, a otros derechos, a los indígenas. Pero sí habla de rentabilidad y de inversión. 



Hay mucho concepto economicista, señor Presidente. Yo quiero que exista más conceptualización social.



Deseo que efectivamente se termine con la burocracia en los proyectos, que se produzca una fuerte aceleración en su estudio. Y en el caso específico de la iniciativa en debate, cuyo objetivo es erradicar la pobreza, que se preocupe también de las políticas de Estado.



A ESSBIO la van a privatizar. Afortunadamente, yo voté en contra en la Cámara de Diputados cuando se abrió la puerta para vender lo que quedaba de la empresa. Porque parece que dejarles el agua a los poderosos es malo para los pobres.



Me gustaría que el señor Ministro respondiera si el Ministerio en comento tendrá políticas respecto a las empresas del Estado y al resto del quehacer gubernamental.



En cuanto a los trabajadores, se le otorga mucha autoridad al Presidente de la República para armar dicha Cartera. Existe gran discrecionalidad. 



Los municipios no figuran en el proyecto. 



Señor Presidente, ¿podría darme un minuto para terminar? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor NAVARRO.- En verdad, intenté ceñirme a cinco minutos, aunque para intervenir me correspondían diez, porque di mi consentimiento para abrir la votación en el entendido de que los tiempos se mantendrían.



Al final, terminaré usando la palabra solo por cinco minutos. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Eso fue lo acordado por la Sala. 

El señor NAVARRO.- No, señor Presidente. 



Debemos tener las reglas del juego claras. De lo contrario, ocurrirá lo mismo que con la hora de Incidentes, que el Senado ha hecho desaparecer, en circunstancias de que es la única forma de expresión para las minorías en el seno de la Corporación, frente al escaso tiempo para intervenir que otorga el Reglamento. 



Decía que en la iniciativa no se menciona a los municipios. Estos solo reciben los recursos. Por tanto, yo pregunto: ¿van a aplicar las políticas del Ministerio de Desarrollo Social, o ello dependerá de si el alcalde es de Derecha, de Centro, o de Izquierda?



Reitero: en la iniciativa no aparece una sola nota respecto de si los municipios aplicarán las políticas sociales de la nueva Cartera. Nada se dice. 



Señor Presidente, algunos señalan que a los sectores de Derecha se los conoce más por lo que no dicen o no hacen que por lo que dicen o hacen. Aquí se omite algo muy importante: la participación ciudadana. 



Por eso, relevo que vamos a defender derechos, no migajas ni concesiones. En definitiva, quiero un Ministerio de Desarrollo Social poderoso y fuerte.



¡Patagonia sin represas!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei. 

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en primer lugar, haré una aclaración muy breve.



La verdad es que la circunstancia de que las sanitarias se encuentren en manos del Estado o de privados es indiferente para los consumidores, porque en ambos casos la fijación de tarifas le corresponde al Gobierno, no a las empresas privadas. Por lo tanto, el asunto radica solo en quién aporta el capital y quién recibe los dividendos. 



En tal sentido, yo prefiero mil veces que los recursos sean invertidos por el Estado en capital humano que en la compra de mangueras y de maquinarias. Es muchísimo más rentable invertir ahora en las personas que en sistemas sanitarios. Tiene mayor relevancia utilizar capital en la gente que en maquinaria. 



Pero lo más importante es que, desde el punto de vista del usuario, esto no hace absolutamente ninguna diferencia. Porque como se trata de un monopolio natural, en ambos casos las tarifas -insisto- son fijadas por el Gobierno.



En todo caso, estamos hablando de otro asunto, señor Presidente. 



Si uno lee la historia de Chile, se percata de que todos los Gobiernos, a partir más o menos de los años veinte, se preocuparon de la cuestión social de manera preferente, tanto en materia de vivienda, educación y salud como de la pobreza misma.



Eso nadie lo puede negar.



Sin embargo, Miguel Kast -padre del actual Ministro de Planificación- y Sergio Molina elaboraron un documento muy impactante en la lucha contra la pobreza: el Mapa de la Extrema Pobreza. 



¿Qué nos dijo ese trabajo? Que a pesar de todos los esfuerzos de distintos Gobiernos por enfrentar la pobreza y por ayudar a superarla, había un grupo de chilenos tan marginales que incluso quedaban fuera de muchas políticas sociales. Por ejemplo, los subsidios para la vivienda se destinaban a la gente de la Caja de Previsión de Empleados Particulares (EMPART), a la del Servicio de Seguro Social, pero no llegaban a quienes tenían una ocupación por cuenta propia y no disponían de un empleador fijo -como los jardineros-, los cuales no siempre son los más pobres.



A partir de ese momento se empieza a producir una profesionalización en la lucha contra la extrema pobreza, se establecen mecanismos para medirla -la Ficha CAS, la Ficha de Protección Social- y se comienza a enfrentarla de manera más sistemática.



Por eso, me alegra enormemente que sea el hijo de Miguel Kast quien esté formando el Ministerio de Desarrollo Social. 



¿Por qué es importante este Ministerio? Porque nos permitirá centralizar la información, atender de manera integral a las personas y ser cuidadosos, pues es posible que a las ubicadas justo debajo de la línea de la pobreza les estemos dando mucho, dejándolas mejor que a quienes se encuentren un poquito por arriba. Y con eso se pueden producir tremendas inequidades entre unas y otras.



Así que esto nos posibilitará un esfuerzo bastante más integral y ordenado.



¿De qué se trata acá? Obviamente, de la extrema pobreza. Pero también de la pobreza misma. No solo debemos sacar a la gente de la extrema pobreza, sino también de la no extrema. 



Además, debemos hacernos cargo de la equidad de oportunidades -no basta con preocuparse de la pobreza- y, asimismo, de la movilidad social, como señaló el Senador señor Zaldívar.



Hemos de preocuparnos también de que haya mayor equidad, pero con ingresos autónomos.



Porque una cosa es la equidad que se logra con la repartición de los subsidios del Estado. Pero yo aspiro a que ella exista igualmente en lo que la gente gana, pues esto permitirá generar una sociedad mucho más digna. O sea, no estamos apuntando únicamente a los subsidios del Estado, sino además a que se reduzcan las tremendas inequidades que existen en Chile, antes de los impuestos y antes del gasto social.



Y todo eso nos lo va a posibilitar, en el fondo, un Ministerio de Desarrollo Social bien formado. 



Señor Presidente, cuando uno ve programas como el Chile Crece Contigo se da cuenta de que en la lucha contra la pobreza debe participar gran cantidad de gente que piense, que realice estudios.



La semana recién pasada asistí a un seminario organizado por el Centro de Microdatos de la Universidad de Chile, donde se dieron a conocer los resultados de una encuesta... 



Le ruego, señor Presidente, que me conceda algunos segundos adicionales. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede continuar, Su Señoría.

La señora MATTHEI.- Como decía se dieron a conocer en dichos esventos los resultados de una encuesta que congregó a los mejores especialistas a nivel mundial. El estudio nos mostraba la diferencia que genera el tipo de prestaciones que recibe un recién nacido o un menor de cinco a seis años. 



Por eso, tenemos que abordar la pobreza con equipos multidisciplinarios y en forma muy seria.



No hay preocupación más relevante, señor Presidente, que la lucha contra la pobreza, la lucha por mayor equidad y, sobre todo, la lucha por educación y tratamientos para los niños, incluso antes de la edad escolar, para que vayan disminuyendo de verdad las brechas inaceptables que todavía persisten en Chile.



Así que me alegra que estén los votos para aprobar en general la iniciativa. Y, obviamente, tendremos que discutirla con mucho detalle durante el trámite siguiente. 



Además, aprovecho de rendirles un homenaje a Miguel Kast y a Sergio Molina, quienes participaron en la elaboración del Mapa de la Extrema Pobreza.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el proyecto de ley que nos convoca es de suma importancia, por cuanto crea el Ministerio de Desarrollo Social, en reemplazo del actual Ministerio de Planificación, dotándolo de mayores atribuciones, mejores políticas y más funcionarios, en aras de obtener la ansiada meta de la superación de la pobreza, que indudablemente constituye un tema de país.



La superación de la pobreza conforma uno de los pilares sobre los cuales nuestro actual Gobierno basa su política social. Incluso, ese pilar ha sido alabado por gobernantes y dignatarios de naciones amigas, quienes han podido apreciar con bastante satisfacción que se trata del principal eje de la política social que caracteriza a la actual Administración.



Esta iniciativa legal es fruto de un profundo análisis, en el que intervinieron destacados académicos y representantes de prestigiosas casas de estudios superiores y de reconocidos centros de estudios ligados a diversas corrientes políticas.



Ellos dan cuenta, en forma coincidente, de que es necesario actuar con la mayor eficiencia y eficacia en el objetivo de superar la extrema pobreza mediante instrumentos legales, reglamentarios y administrativos que pongan en práctica el noble objetivo de alcanzar esta meta, que indudablemente debe ser la de todos los miembros de nuestra nación.



Este proyecto constituye un gran avance, como lo reconocieron todos los académicos y expertos que concurrieron a exponer sus versados puntos de vista en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, a la que le correspondió conocerlo y debatir su articulado. Y no cabe duda alguna de que será necesario perfeccionar gran parte de sus disposiciones, a fin de que logre plenamente el propósito que persigue.



En múltiples ocasiones he sostenido que la superación de la extrema pobreza es un verdadero desafío moral para nuestro Gobierno. En un país donde 30 por ciento de los habitantes se ubica bajo la línea de la pobreza, se hace necesario revertir en forma imperiosa esa situación.



Estamos viviendo en un Chile donde se comparten dos visiones completamente distintas: un país cuyas cifras macroeconómicas le permiten acceder a la OCDE, al grupo de las naciones desarrolladas, y otro que es una verdadera vergüenza moral. Porque las últimas encuestas CASEN revelan una radiografía preocupante: ha aumentado la pobreza, ha crecido la indigencia.



Más allá de entrar a la polémica de comparar las cifras con los datos de la CEPAL o con los del ex Presidente Lagos, quiero llamar la atención acerca del hecho de que no podemos seguir construyendo un país que genera inequidades manifiestas.



Durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet se incorporó un piso ético a partir del cual había que trabajar, sobre el que era necesario profundizar. Y la creación de este Ministerio de Desarrollo Social va en esa línea.



Junto con los Senadores señor Longueira y señora Alvear y los Diputados señores Chahín y Andrade, hemos estado analizando con el Ministro de Planificación este proyecto de ley, que esperamos sea perfeccionado.



Para la concreción del objetivo central -la reducción de la pobreza y la eliminación de la indigencia en estos cuatro años-, he estado trabajando también en una comisión -me anotó en ella mi propio partido- encargada de proponer una serie de otras medidas, que incluyen reformas tributarias y desarrollo de las pymes. El documento pertinente ya fue elaborado y entregado, no solo al Ministro de Planificación, sino también al de Hacienda. 



Hace pocos días organizamos en el Senado un seminario que congregó a todas las fundaciones que participaron en el proceso de reconstrucción, con la finalidad de que se queden a trabajar ahora en el noble objetivo de superar, a través de la sinergia público-privada, la pobreza y la indigencia en Chile.



Por otra parte, con colegas de distintas bancadas presentamos hace pocos meses una moción de reforma al Reglamento de la Corporación con el objeto de que se cree la Comisión Futuro, Desarrollo Sustentable y Superación de la Pobreza, dedicada a abordar en forma integral estos importantes asuntos, tal como se hizo en países nórdicos del Viejo Continente -por ejemplo, Finlandia-, donde se ha valorado en su verdadera dimensión la enorme importancia de esta materia.



Considerando la necesidad de asumir urgentemente tal tarea, le solicito al señor Presidente que incluya con la mayor brevedad la moción en comento en la tabla de la Comisión de Régimen Interior, donde actualmente se encuentra radicada, porque es indispensable que todos los Senadores discutamos esta materia con visión de país, con la mayor altura de miras y pensando en el bien común.



Por la misma razón he sostenido que si un Gobierno -incluyendo el actual, que es el mío- no es capaz de superar la extrema pobreza, no va a estar dotado de suficiente autoridad moral ante sus gobernados para dirigirlos, ya que no habrá logrado su principal objetivo, que sin lugar a dudas es aquel al cual hemos hecho referencia.



Si mi coalición política no puede superar la indigencia en estos cuatro años de gestión, habremos perdido la capacidad moral para seguir gobernando.



Por tanto, nos encontramos ante una materia de la mayor importancia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira para fundar su voto.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, como se ha dicho anteriormente, con el envío de este proyecto, el Presidente de la República cumple uno de los compromisos más importantes que asumió con la ciudadanía y con la UDI. Porque, en efecto, la idea de crear el Ministerio de Desarrollo Social fue aprobada en el congreso programático de nuestro partido hace aproximadamente un año. Y en plena campaña el futuro Primer Mandatario se comprometió a cumplir cada uno de los acuerdos de ese evento. Entre ellos se encontraba no solo la eliminación del 7 por ciento de cotización en salud para los jubilados, sino también el establecimiento de esta Cartera social.



Me alegro profundamente de que Chile sea el único país latinoamericano donde se discute quién ha hecho más por erradicar la pobreza. En el resto de los países de la región, la clase política se desangra debatiendo quién ha generado mayor pobreza y desigualdad. 



La discusión en general del presente proyecto se realiza en un clima donde todos apuntan a perfeccionar el gran salto que estamos dando en orden a continuar una línea natural, una madurez propia de una nación que descartó la lucha de clases, para asumir que la derrota de la pobreza y la construcción de una sociedad más justa se lograrán con políticas públicas. Así, se creó ODEPLAN, luego MIDEPLAN, y hoy el nuevo Ministerio de Desarrollo Social.



En este debate general -en el que uno podría hablar largamente-, quiero solo dejar planteados algunos puntos que, obviamente, son propios de la discusión en particular. No me asiste ninguna duda en cuanto a que todos nos aproximamos a la iniciativa en análisis con el afán de perfeccionarla.



El nuestro es el único país en Latinoamérica que puede destinar el 1,5 por ciento de su producto a ese aspecto; y, como mencionó el Senador señor Chahuán, permitir que, con la implementación del ingreso ético familiar, no haya ninguna familia bajo la línea de la indigencia. Y esperamos avanzar también en ese sentido.



Todo ello es fruto de un modelo económico, de los grandes consensos que ha alcanzado la clase política chilena. Pienso que esto es lo que nos prestigia. Y ojalá seamos capaces de tener una mirada de futuro y optimismo. Porque estamos cansados de quienes solo ven lo gris. Chile ha avanzado una enormidad, aunque nos quedan aún muchas tareas pendientes.



La creación de este Ministerio constituye un cambio institucional en el Estado chileno de una envergadura pocas veces vista.



Señalo lo anterior, porque en la actualidad hay una estructura de Carteras de Estado sectoriales con un gran Ministerio -el de Hacienda, y en especial su poderosa Dirección de Presupuestos- que cruza a todas las reparticiones públicas. Estimo que la nueva Secretaría de Estado -que trasciende a las demás por las políticas que va a abarcar- permitirá un equilibrio fundamental en la asignación de recursos. Y por ello hemos de hacer que sea poderosa, capaz de elaborar las políticas públicas y de que estas sean evaluadas antes, durante y después de su aplicación.



Del mismo modo, resulta relevante la creación de dos Subsecretarias, que de alguna forma van a asumir los roles fundamentales de la Cartera.



La primera es la Subsecretaría de Evaluación Social, encargada de evaluar socialmente los proyectos, asumiendo con rigor dicha tarea, porque cuando esta se pierde se comienza a dejar de focalizar los recursos en los más necesitados.



La segunda es la Subsecretaría de Servicios Sociales, donde agrupamos algo que, como manifestó el Senador señor Orpis, resulta fundamental. No hablamos de un “ministerio de la pobreza”. Entendemos el desarrollo humano con una visión mucho más amplia. Se trata del avance social. Y por eso se incorporan en esta área lo relativo a los discapacitados, a los adultos mayores, a la juventud, a las mujeres; en el fondo, todas las organizaciones del Estado que requieren políticas públicas específicas para construir una sociedad más justa.



Desde ese punto de vista, me gustaría que en la discusión en particular analizáramos algunas modificaciones en la organización del Ministerio que considero fundamentales.



En primer lugar, en mi opinión, la CONADI debe eliminarse y pasar a ser un servicio equivalente al SERNAM. Tenemos que dar un paso intermedio, como plantean algunos, con un Servicio de los Pueblos Originarios, con rango ministerial, que permita dictar políticas públicas, al igual como lo hicimos con SERNAM.



Soy  absolutamente partidario de incorporar en la nueva Cartera lo que antiguamente era CONACE, y que hoy está siendo modificado para pasar de consejo a un servicio nacional encargado no solo del consumo de drogas, sino también de alcohol. 



Me parece que las políticas públicas en esta materia también debieran quedar bajo el alero de la nueva Cartera y no del Ministerio del Interior, que posee una visión mucho más de represión y aborda el tema con una política completamente distinta a una orientación hacia el desarrollo humano y social.



Por último, estimo que tendríamos que discutir si integramos el SENCE al nuevo Ministerio, porque me parece que debiésemos vincular mucho más este Ministerio de Desarrollo Social al trabajo que al desempleo.



Por las razones expuestas y por muchas más, voto a favor del proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- A continuación está inscrito el Senador señor Rossi, pero no se encuentra en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi para fundar su voto.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, me sumo absolutamente a los distintos comentarios vertidos en la presente sesión.



Y repetiré lo mismo que dije en su oportunidad al señor Ministro de Planificación: “Confío en su palabra”. No queremos un Ministerio de papel, sino uno con gran protagonismo en esta batalla, en esta lucha, impuesta tanto por el actual Gobierno como por los anteriores. 



Respecto de esto último, según señalaba el Senador señor Longueira, qué bueno que las distintas Administraciones se peleen el asumir un protagonismo importante en la búsqueda de soluciones concretas a los problemas sociales y de pobreza en el país.



Al igual que lo hice en la Comisión, ahora concurriré con mi voto favorable, recordando que una de las peticiones que formulé allí apuntaba a que todo el desarrollo del proyecto en análisis se hiciera junto con los funcionarios del Ministerio de Planificación; no de espaldas a ellos, sino con ellos. Tanto fue así que la primera sesión que celebramos la hicimos precisamente con tales servidores, para intentar mediar en las desconfianzas que desafortunadamente hasta hoy aún se mantienen, aunque debo precisar que ha habido voluntad para superarlas.



En todo caso, me asisten algunas dudas, que quiero hacer presente al Ministro.



El inciso segundo del artículo 1o dispone: “El Ministerio de Desarrollo Social velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia de desarrollo social, a nivel nacional y regional. Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social velará porque dichos planes y programas se implementen en forma descentralizada.”.



Y el artículo 8o señala: “En cada región del país habrá una Secretaría Regional Ministerial de Desarrollo Social, a cargo de un Secretario Regional Ministerial, dependiente técnica y administrativamente del Ministerio de Desarrollo Social,...”.



Es decir, sin lugar a dudas, debemos perfeccionar, discutir y trabajar en conjunto el descentralizar esta función, porque se advierte una contradicción brutal: por un lado, se desconcentran  todas las acciones sociales; y, por el otro, según lo dispuesto en el artículo 8º, este organismo queda absolutamente dependiente del poder central.



Otro de los argumentos que me hacen sentido dice relación a la consulta formulada por un señor Senador respecto de cuáles serán las competencias de los gobiernos regionales en su accionar con los municipios, cuando es sabido que una de las principales labores que enfrentan las municipalidades en el día a día se refiere a los problemas sociales. Ellas manejan el conocimiento absoluto y completo, al ciento por ciento, de la función dedicada a tales materias.



Entonces, se hace imprescindible definir y analizar cuáles serán el protagonismo y el rol de las personas a cargo del Ministerio de Desarrollo Social en cada una de las Regiones y si su función será canalizada a través de los gobiernos regionales o si, a la vez, se pretende potenciar las de los municipios.



En otra normativa del proyecto, se señala que se impartirá capacitación a los funcionarios municipales, lo cual, sin lugar a dudas, es completamente insuficiente.



Me gustaría analizar en esta oportunidad muchísimos aspectos más; pero, por desgracia, el tiempo no me lo permite.



Concurro con mi voto favorable a la idea de legislar, confiando en que de aquí en adelante, una vez que despachemos el proyecto de ley que hoy votamos en general, podamos ver al Ministro del ramo liderando, encabezando el gran desafío que tenemos por delante. 



Sabemos que muchas veces los Ministros de Hacienda poseen una sensibilidad robótica: no hay por dónde pellizcarlos y sus dermis carecen de sensaciones. Por eso es tan difícil que las necesidades en materias sociales cuenten con la venia, el compromiso y el decidido aporte del Ministerio de Hacienda.



Sin embargo, creemos en la capacidad, el entusiasmo y la labor que desarrollará el señor Ministro en su Cartera.



Desde ya, el proyecto cuenta con mi voto favorable.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, permítame referirme a tres o cuatro aspectos que me parecen importantes.



El proyecto nos enseña la historia de MIDEPLAN desde su creación: fue categóricamente un instrumento de planificación en un instante histórico, en el cual la gran discusión se centraba en si era necesaria una planificación  nacional o debíamos quedarnos con lo que fue, hasta ese entonces, una simple administración del Estado a través de Ministerios sin una plena y total concordancia y, sobre todo, un planteamiento de futuro para el desarrollo nacional.



Simultáneamente, era requerimiento esencial de esa tarea el inicio de la planificación regional, a través de la llamada Organización Regional de Planificación Regional (ORPLAN).



Poco a poco, el Ministerio de Planificación se fue recargando de una serie de tareas, desde aquellas vinculadas a la resolución de los problemas de la pobreza, a las diferencias de riqueza o al desarrollo general de la persona humana y de los grupos más deficitarios y vulnerables.



En la fórmula que se nos presenta ahora, definitivamente el proyecto aborda una política orientada a tratar los problemas originados por la mayor pobreza, por atacar los procesos de vulnerabilidad y, como elemento bastante menor dentro de la iniciativa, por lo de la planificación.



Conversé puntualmente esa materia con el señor Ministro para saber cuál es la realidad del  proyecto. Él me señaló que no queda atrás lo relativo a planificación.



Yo dudo de que así sea. Para ser exacto, tengo la sensación de que lo que aquí hemos hecho -quiérase o no- es terminar con un organismo, una instancia, una visión en que la planificación estaba presente como elemento central de lo que tenemos que hacer.



El tiempo ha cambiado y no estoy hablando ni de la vieja planificación de los planes quinquenales de aquel entonces ni mucho menos de la visión estatista absoluta que pasó de moda y que, por lo mismo, no se justifica desde ningún punto de vista.



Sin embargo, advierto que si el Estado, la comunidad, la sociedad chilena en su conjunto, con toda su instrumentalización, más el Parlamento, las organizaciones de base y las intermedias, no actúan con unidad nacional en aras de lo que debe ser el desarrollo y, sobre todo, el futuro del país a quince, veinte o veinticinco años -es lo que lamento,  echo de menos y me preocupa del proyecto, porque no aprecio un ente de reemplazo ni tampoco una intencionalidad del Gobierno en tal sentido-, vamos a sufrir los mismos problemas que hoy nos afectan a diario y que son fruto de la desarmonía con la cual se acometen ciertas tareas.



El debate educacional no es otra cosa que la incapacidad de ponernos de acuerdo, porque no hay una visión conjunta acerca de dónde irá a parar Chile en 30 ó 50 años más. Y ella se lograría mediante un sistema de planificación.



Los problemas de las Regiones cuando se define cierto desarrollo en un sentido y después debe cambiarse por ser equivocado, son el resultado de la carencia de planificación. No es posible entender el desarrollo nacional como la suma de partes. Estas las hace cada Ministerio y, luego, todas ellas se juntan.



¡Eso no es planificación!



¡Pónganle, señores Senadores, el nombre que quieran, pero eso no es planificación!



Si alguien me dice que nos encontramos inmersos en una política de mercado y, por tanto, el Estado debe intentar disminuir los problemas que él genera por la vía de la petición o la demanda consumidora, tampoco me parece un argumento digno de alegarse, porque la planificación en los países más grandes del mundo, aun en los más capitalistas, existe.



Para terminar, solamente deseo hacer presente mi preocupación -se la transmito a la Sala y al señor Ministro-, porque se trata de una cuestión de fondo: no me gusta -y lo he dicho hasta el cansancio- el sistema de la asistencialidad, pues es contrario a todo lo que entiendo como cambio profundo de una sociedad, desde mi visión humanista cristiana.



Por ello, debemos combinar este ámbito que veo como carencia con algo que nos permita avanzar en el sentido que he descrito.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, en lo personal no me gusta el diseño de la nueva Cartera que se nos propone.



En primer término, el proyecto no se hace cargo de armar un Ministerio de Desarrollo Social propiamente tal. Si se quiere crearlo, hay que separar los temas vinculados a la inversión. Y, si se desea darle fuerza, sacaría todo el sistema de evaluación de inversiones dependiente de una subsecretaría,  porque es ahí donde, por desgracia, se definirá un eje distorsionador.



En segundo lugar, el proyecto contiene ciertos conceptos que dicen relación al lenguaje.



Ha ido madurando en el país -lo hemos impulsado desde la Concertación- un enfoque de derechos que la iniciativa erradica de la conceptualización de la política social.



El lenguaje no es neutro, señor Presidente.



Se reemplaza lo operativo por el concepto de “igualdad de oportunidades”, lo cual tiene implicancias evidentes. Se vuelve a la definición de “beneficiarios” en vez de “sujetos de derecho”. Se privilegia el término “prestaciones” en vez de “garantías” y se prioriza una tendencia a la focalización en lugar de ciertos derechos universales.



En resumen, se pone énfasis en la eficiencia, insinuando presuntamente que las políticas universales y con enfoque de derechos han sido ineficientes.



Eso es lo que uno extrae de buena parte del mensaje mediante el cual se da inicio a la presente iniciativa.



Señor Presidente, en esta materia tenemos visiones distintas, muy de fondo.



Nosotros entendemos la necesidad de un Ministerio de Desarrollo Social o el esfuerzo por construir esa institucionalidad. Y probablemente la ley que mejor refleja nuestro pensamiento en este punto es la que creó el Sistema de Protección Social -proyecto que en su momento obtuvo una votación transversal en esta Sala-, cuya primera pieza, el Programa Chile Crece Contigo, apuntaba a derechos y a su universalización.



En ese sentido, no nos parece casual que en el artículo 1° de la iniciativa que nos ocupa se planteen ciertos conceptos con relación a instrumentos en materia de desarrollo social, destinados a “erradicar la pobreza y brindar protección social a las personas o grupos vulnerables, promoviendo la movilidad e integración social.”.



Y cuando, más adelante, uno examina la definición de “grupos vulnerables”, que deberían ser la esencia del proyecto, se percata de que son “aquellos que por su situación o condición  social, económica, física, mental o sensorial, entre otras, se encuentran en desventaja”. Curiosamente, los dos sectores que, desde esa perspectiva, se encuentran en más desventaja en nuestro país (las mujeres y los adultos mayores) quizás estén comprendidos en la expresión “entre otras”.



Nos llama la atención la forma en que se halla estructurada la iniciativa. A algunos de nosotros no nos satisface.



A nuestro juicio, un ministerio de desarrollo social no es para los más vulnerables. Bien decían algunos cuando hablaban de los sectores medios: “En Chile todos se consideran de clase media”. La gente que salió de la pobreza, ese más de 25 por ciento de personas que superaron la línea de pobreza, ¿son vulnerables o no? La respuesta, por cierto, dependerá del concepto que se establezca. En el que plantea el proyecto, no está claro quiénes van a ser objeto de las políticas sociales.



Señor Presidente, muy vinculado a lo que acabo de señalar, y que sin duda será parte del debate en particular, es lo relativo a los instrumentos de medición que se van a usar. 



La Ficha de Protección Social está en entredicho en nuestro país, por cuanto se requiere definir si el corte que se fija para las políticas sociales tiende a reducir el universo del cual el Estado se va a preocupar. ¿Eso es lo que debe ocurrir? ¿O debemos apuntar a la universalización de derechos?



Señor Presidente, no dispongo de tiempo para plantear todas las inquietudes que tengo sobre la materia. 



La situación acerca de lo que ocurre con el SERNAM, con las mujeres y, en definitiva, con la cuestión de género, me resulta incomprensible, pese a que el señor Ministro trató de dar una explicación. Llama poderosamente la atención la falta de armonía en ese punto.



No estoy en condiciones de votar a favor del proyecto, pues siento que el modelo de Ministerio de Desarrollo Social propuesto no genera total consenso. Entiendo que la mayoría de los colegas están contestes con ese diseño. Yo no. 



Espero que en el debate en particular se pueda suprimir lo atinente a la política de inversión social y a los instrumentos de evaluación de inversiones -no son propios de una institución como esa-, y que el MIDEPLAN deje de ser la “caja de Pandora” que ha sido hasta ahora, teniendo que hacerse cargo de muchas cosas.



En mi calidad de Presidente de la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor del Senado, me preocupa sobremanera -en general, a todos quienes hemos seguido las políticas sobre la infancia y vemos la estructura existente- que no haya una visión más integral de las políticas sociales. 



Señor Presidente, queremos una política que garantice derechos y los universalice.



He dicho.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, deseo fundamentar mi voto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, lo llamamos en dos o tres oportunidades para ese efecto.

El señor ROSSI.- ¿No voy a tener derecho a fundar mi posición?

El señor PIZARRO (Presidente).- Le pido disculpas...

El señor ROSSI.- Yo me inscribí, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo que pasa es que a veces los Senadores se inscriben, pero, cuando uno los llama, no están en la Sala. Más tarde los volvemos a llamar y tampoco están. Entonces, tenemos que seguir con el proceso.

El señor ROSSI.- Es que tengo derecho a fundamentar mi voto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Senador, tenía derecho a ello. Lo llamamos dos veces para que lo hiciera. Según el Reglamento, el Senador que no emita su voto al momento de ser llamado para ese efecto, perderá el derecho a fundarlo. 



No puedo ofrecerle la palabra.

El señor ROSSI.- ¿Y habría unanimidad para otorgármela?

La señora MATTHEI.- No la hay.

El señor PÉREZ VARELA.- No.

El señor LONGUEIRA.- No.

El señor PIZARRO (Presidente).- No existe unanimidad, señor Senador.


El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (34 votos a favor y 2 abstenciones), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido, y se fija como plazo para presentar indicaciones el lunes 10 de enero de 2011, a las 12.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Frei (don Eduardo) y Letelier.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Se me ha consultado si vamos a despachar hoy el proyecto que aumenta las plantas de personal de Carabineros de Chile.



Debo informar que varios señores Senadores me habían expresado que no estaban de acuerdo en tratarlo sobre tabla. Además, corremos el riesgo de no alcanzar el quórum necesario.

La señora MATTHEI.- Deberíamos despacharlo. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Vuelvo a consultar si existe unanimidad para ese efecto.

La señora MATTHEI.- La hay, señor Presidente.

El señor CHADWICK.- Sí.

El señor PÉREZ VARELA.- Conforme.

El señor PIZARRO (Presidente).- Eso significaría votarlo sin discusión.

El señor NAVARRO.- Debe haber debate y un informe, aunque sea breve.

El señor PIZARRO (Presidente).- Por eso pregunto.



Hay Senadores que dijeron que no querían ver dicha iniciativa hoy, porque no estaban dispuestos a votarla sin discusión.

El señor ROSSI.- Yo no quiero tratarla ahora.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, no hay acuerdo.



Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 14:1.









Manuel Ocaña Vergara,









  Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 74ª, ESPECIAL, EN MARTES 14 DE DICIEMBRE DE 2010



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, Secretario General de la Presidencia y del Trabajo y Previsión Social, señores Felipe Larraín y Cristián Larroulet y señora Camila Merino, respectivamente.



También acuden, en representación del Banco Central de Chile, su Presidente, señor José De Gregorio; el Gerente de la División de Estudios, señor Luis Herrera; el Gerente Asesor de Comunicaciones, señor Luis Álvarez, y el Asesor Informático, señor Fernando Coulon.


Actúa de Secretario General, el titular del Senado señor Carlos Hoffmann Contreras.

_________________



El señor Presidente recaba el asentimiento de la Sala para autorizar el ingreso de los siguientes representantes del Banco Central de Chile: el Gerente de la División de Estudios, señor Luis Herrera; el Gerente Asesor de Comunicaciones, señor Luis Álvarez, y el Asesor Informático, señor Fernando Coulon.



Así se acuerda.

- - -



Luego, señala que los señores Vicepresidente y Consejeros de dicha entidad, junto con agradecer la invitación que se les extendió, han manifestado que el Consejo del instituto emisor resolvió que su Presidente los represente en esta sesión especial.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente requiere el consentimiento de la Sala para que la Comisión de Salud sesione en forma paralela a ella, a fin de considerar diversos asuntos, lo que así se acuerda.

- - -



Por último, otorga la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien pide que se solicite igual autorización para que la Comisión de Minería y Energía pueda funcionar paralelamente con la Sala durante la sesión especial del día de mañana, miércoles 15 del mes en curso, lo que así se acuerda.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias y prevenciones de los Honorables Senadores respecto del asunto discutido en esta sesión, así como las expresiones emitidas por otras autoridades, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

______________

ORDEN DEL DÍA

Sesión especial de la Corporación destinada a analizar la posibilidad de frenar la caída del precio del dólar y las medidas que se deben impulsar para 

revitalizar el sector frutícola


El señor Presidente anuncia que procede ocuparse del asunto de la referencia.


Acto seguido, concede el uso de la palabra al señor Presidente del Banco Central, al señor Ministro de Hacienda y a los Honorables Senadores señores Zaldívar, Kuschel, Chadwick, Letelier y Tuma, señora Pérez San Martín y señor Walker (don Ignacio).

- - -



Posteriormente, el señor Presidente solicita la anuencia de la Sala para prorrogar la sesión por veinte minutos, lo que así se acuerda.

- - -



A continuación, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Coloma, Espina, Quintana y Larraín, señora Rincón y señor Navarro y el señor Presidente del Banco Central -quien formula diversas consideraciones finales en relación con el tema en análisis-.

- - -



Luego, el señor Presidente señala que el señor Ministro de Hacienda se excusó de permanecer en la sesión, ya que debía concurrir a la Cámara de Diputados para participar en el debate del proyecto de ley sobre reajuste para el sector público.

- - -



Por último, anuncia que ha concluido el Orden del Día.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESIÓN 75ª, ORDINARIA, EN MARTES 14 DE DICIEMBRE DE 2010



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurre, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



El acta de la sesión setenta y tres extraordinaria, del día 7 de diciembre del año en curso, se encuentra en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Cinco de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, inicia un proyecto de ley que regula los actos electorales de chilenos en el extranjero (Boletín N° 7.358-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



Con los tres restantes, hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.290, con la finalidad de exigir cinturones de seguridad y artefactos técnicos limitadores de velocidad en los buses de transporte público (Boletín Nº 3.800-15).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que implementa la medida de conservación 10-8 (2006), de la Comisión de los Recursos Vivos Marinos Antárticos (Boletín N° 7.309-21).



3.- Proyecto de ley que regula los actos electorales de chilenos en el extranjero (Boletín N° 7.358-07).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, requiere el acuerdo del Senado para nombrar a las señoras María de los Ángeles Covarrubias y María Elena Hermosilla, a los señores Andrés Egaña, Gastón Gómez y Oscar Reyes, y, asimismo, a los señores Hernán Viguera y Jaime Gazmuri, como integrantes del Consejo Nacional de Televisión (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República) (Boletín N° S 1.317-05).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con el segundo, solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio nacional, integrando la Fuerza Nacional de Estabilización (EUFOR), que cumple operaciones de paz en la Misión de Bosnia-Herzegovina (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República) (Boletín N° S 1.318-05).



-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha dado su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley sobre cuota anual de captura en materia pesquera (Boletín N° 7.255-03).



-- Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con los tres restantes, comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



l.- Proyecto de ley que modifica el Código Penal estableciendo la suspensión de la prescripción en delitos contra la administración pública y otros que indica (Boletín N° 7.133-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.248, de Subvención Escolar Preferencial, en materia de rendición (Boletín N° 7.248-04).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



3.- Proyecto de ley que implementa la medida de conservación 10-8 (2006), de la Comisión de los Recursos Vivos Marinos Antárticos (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 7.309-21).



-- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Ocho del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros, envía copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933,  y 7° y 11° del decreto ley N° 2.974, de 1979.



-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los cinco siguientes, envía copia autorizada de las sentencias definitivas recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933; 1° de la ley N° 19.989, y 4° de la ley N° 19.983.



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Con el último, remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que otorga ascenso extraordinario al personal de Carabineros como reconocimiento póstumo (Boletín N° 6.648-02).



-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento junto a sus antecedentes.



Dos del señor Ministro de Hacienda: 



Con el primero, responde un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Lagos, Navarro y Escalona, con el que solicitan crear un fondo de ayuda para hijos de pescadores artesanales fallecidos (Boletín N° S 1.286-12).



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, sobre el traspaso a los Gobiernos Regionales de los recursos aprobados por la ley N° 20.378, que estableció un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros.



Del señor Ministro de Planificación, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Quintana, sobre la política de entrega de tierras a las comunidades indígenas.



Dos del señor Ministro de Salud:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, respecto de los planes y proyectos que se encuentran incluidos en el “Plan Araucanía” para el año 2011 y que serán financiados con cargo al presupuesto del próximo año.



Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, en relación con los problemas que afectan a los Hospitales de Parral y Cauquenes, en la Región del Maule.



Del señor Ministro del Medio Ambiente subrogante, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, respecto de los planes y proyectos que se encuentran incluidos en el “Plan Araucanía” para el año 2011 y que serán financiados con cargo al presupuesto del próximo año.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, con el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Tuma, relativo a las tarifas del proyecto “Red de Internet Rural: Todo Chile Comunicado”.



Dos del señor Director Nacional del INDAP:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto del cierre de la oficina del Servicio en Puerto Cisnes.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, respecto de los beneficios a pequeños huertos de frambuesas en la comuna de Yerbas Buenas.



-- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Informes



De la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 4.248-06).



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Espina, señoras Matthei y Pérez San Martín y señores Allamand y García, en primer trámite constitucional, relativo al procedimiento aplicable para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores (Boletín N° 7.256-03).



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Desarrollo Social (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 7.196-06).



-- Quedan para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Navarro y Muñoz Aburto, con la que dan inicio a un proyecto de ley que prohíbe comercializar recursos hidrobiológicos enfermos o contaminados (Boletín 7.353-03).



-- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Dos del Honorable Senador señor Navarro, con las que inicia los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley sobre interceptación telefónica en materia procesal penal (Boletín N° 7.354-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2.- Proyecto de ley referido a la distancia entre establecimientos educacionales y lugares de venta de tabaco (Boletín N° 7.355-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Quintana y Rossi, con la que inician un proyecto de ley que prohíbe nuevos cobros por servicios suspendidos (Boletín N° 7.356-03).



-- Pasa a la Comisión de Economía.



Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de ley que obliga a constituir servidumbre de paso para acceder a las montañas (Boletín N° 7.357-12).



-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señor Ruiz-Esquide, señora Rincón y señores Gómez, Quintana y Zaldívar, con la que dan inicio a un proyecto de ley que prorroga los servicios de los trabajadores públicos a contrata y a honorarios.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en los números 2° y 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Navarro, Quintana y Rossi, con los que dan inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo con el que se solicita al Ejecutivo promover la adopción de una Declaración Internacional de Derechos Humanos de la Tercera Edad (Boletín N° S 1.314-12).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



2.- Proyecto de acuerdo con el que se requiere al Ejecutivo establecer una política pública en materia de discapacidad psíquica infantil (Boletín N° S 1.315 -12).



-- Pasa a la Comisión de Salud.



De los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Horvath, Navarro, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide y Tuma, con el que solicitan establecer un proceso nacional único sobre concesiones portuarias, que incluya a todos los trabajadores del sector (Boletín N° S 1.316-12).



-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente señala que los Honorables Senadores señor Ruiz-Esquide, señora Rincón y señores Gómez, Quintana y Zaldívar han pedido que se requiera el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en sus nombres, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, a fin de prorrogar los servicios de los trabajadores públicos a contrata y a honorarios, que fue declarada inadmisible por referirse a la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.



Así se acuerda.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:



1) Fijar un plazo común para presentar indicaciones respecto de tres proyectos de ley que modifican la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, correspondientes a los Boletines N°s 6.973-03 y 7.047-03, refundidos, y al Boletín N° 6.543-03, hasta las 13 horas del lunes 10 de enero de 2011.



2) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones respecto de los siguientes asuntos:



- Proyecto de ley que prorroga la vigencia del decreto ley N° 701, de 1974, y aumenta los incentivos a la forestación (Boletín N° 7.102-01), hasta las 17 horas del día de hoy.



- Proyecto de ley destinado a evitar la contaminación por algas en las cuencas hidrográficas (Boletín N° 7.192-12), hasta las 13 horas del día lunes 10 de enero de 2011.



- Proyecto de ley que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca (Boletín Nº 3.777-03), hasta las 12 horas del próximo viernes 17 de diciembre, en la Secretaría de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



- Proyecto de ley que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales (Boletín N° 7.201-08), hasta las 18 horas del día de hoy, en la Secretaría de la Comisión de Minería y Energía.



3) Celebrar una sesión especial de la Corporación el próximo día miércoles 22 de diciembre “para analizar en detalle la situación por la que está pasando la Empresa Nacional del Petróleo”.



4) Autorizar a la Comisión de Hacienda para sesionar el día de mañana en forma paralela con la Sala, con el fin de ocuparse del proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica (Boletín N° 7.330-05).



5) Establecer el siguiente calendario de semanas regionales, que ha sido previamente concordado con la Honorable Cámara de Diputados, para el año en curso hasta enero de 2012.



- Marzo: Desde el lunes 28 al viernes 1° de abril.



- Abril: Desde el lunes 25 al viernes 29.



- Mayo
: Desde el lunes 23 al viernes 27.



- Junio: Desde el lunes 27 al viernes 1° de julio.



- Julio: Desde el lunes 25 al viernes 29.



- Agosto: Desde el lunes 22 al viernes 26.



- Septiembre: Desde el lunes 19 al viernes 23.



- Octubre: Desde el lunes 24 al viernes 28.



- Noviembre: Desde el lunes 28 al viernes 2 de diciembre.



- Diciembre: Desde el lunes 26 al viernes 30.



- Enero 2012: Desde el lunes 23 al viernes 27.

- - -



Luego, el señor Presidente otorga la palabra al señor Secretario General, quien señala que, según lo prescrito en el artículo 120 del Reglamento del Senado, procede dar por aprobado en particular el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.882, en materia de dedicación exclusiva respecto de cargos de Subdirector Médico (Boletín Nº 7.140-11), ya que ha vencido el plazo para formular indicaciones sin que se haya presentado ninguna.



El señor Presidente declara aprobada en particular dicha iniciativa        -cuyo texto es el que se consigna en el acta de la sesión 73ª, extraordinaria, del día martes 7 de diciembre del año en curso-, dejándose constancia de que contó con el voto favorable de 24 Senadores, de un total de 38 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política, respecto del artículo 1° del proyecto, en la parte que agrega un inciso tercero al artículo sexagésimo sexto de la ley N° 19.882.
- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel y Ruiz-Esquide, y del ex Senador señor Ominami, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, con informe de la Comisión de 

Salud



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General expresa que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel y Ruiz-Esquide, y del ex Senador señor Ominami, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, y que tiene el Boletín N° 4.921-11.



Añade que la discusión de este proyecto, en tercer trámite constitucional, comenzó el día 7 del presente mes.



Cabe recordar que la Cámara de Diputados, durante el segundo trámite, realizó una serie de modificaciones al texto despachado por el Senado.



La Comisión de Salud propone el rechazo de algunas de esas enmiendas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, con excepción de 4 modificaciones, que contaron con el voto a favor del Honorable Senador señor Chahuán.



En la sesión del 7 de diciembre último, quedaron inscritos para intervenir los Honorables Senadores señores Girardi, Ruiz-Esquide, Navarro y Chahuán.

- - -



Continuando con la discusión del informe de la Comisión de Salud, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Ruiz-Esquide, Rossi y Zaldívar.



A continuación, y en virtud de lo establecido en el inciso segundo del artículo 114 del Reglamento de la Corporación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Girardi.

- - -



Cabe señalar que la Honorable Senadora señora Matthei solicita votación separada de cada propuesta de la Comisión de Salud.

- - -



En primer término, el señor Presidente somete a votación la propuesta de dicha Comisión, en cuanto al inciso primero del artículo 2° del proyecto, produciéndose el siguiente resultado: 13 votos en contra, 12 a favor, 7 abstenciones y 2 pareos.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Matthei y Pérez San Martín, y señores Allamand, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide y Tuma.



Se abstienen, los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón, y señores Bianchi, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Cantero y Kuschel.



El señor Secretario General señala que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, debe repetirse la votación.



Repetida la votación, se produce el siguiente resultado: 15 votos a favor, 14 en contra, una abstención y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear, y señores Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Navarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma y Zaldívar.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Matthei y Rincón, y señores Allamand, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Prokurica, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Se abstiene, el Honorable Senador señor Bianchi.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Cantero.



A continuación, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señor Pérez Varela, señora Alvear y señor Larraín.



Acto seguido, la Sala acuerda, por unanimidad, repetir la votación, atendido lo establecido en el artículo 176 del Reglamento del Senado.



En consecuencia, sometida a votación la propuesta de la Comisión de Salud, en cuanto al inciso primero del artículo 2° del proyecto, es aprobada por 18 votos a favor, 14 en contra y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón, y señores Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Navarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Matthei y Pérez San Martín, y señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Cantero.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente pone en votación las demás propuestas de la Comisión de Salud, en cuanto al artículo 2° del proyecto, siendo aprobadas por 31 votos a favor y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Cantero.

- - -



Luego, el señor Presidente pone en votación la propuesta de la Comisión de Salud, en cuanto al artículo 3° del proyecto, resultando aprobada por 32 votos a favor y 2 en contra.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Escalona, Espina, Frei, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Girardi y Ruiz-Esquide, señora Matthei y señores Rossi, Navarro, Larraín y Tuma.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Coloma y Novoa, fundamentando, este último, su decisión.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en votación la propuesta de la Comisión de Salud, en cuanto al inciso primero del artículo 4° del proyecto, la que es rechazada por 33 votos en contra.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Fundamentan su voto contrario, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señor Chahuán.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión la propuesta de la Comisión de Salud, en cuanto al inciso segundo del artículo 4° del proyecto, otorgando la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín y Novoa, señora Matthei y señores Girardi, Chahuán, Rossi, Ruiz-Esquide, Espina, Tuma y Navarro.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha propuesta, es aprobada por 16 votos a favor y 11 en contra.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín, y señores Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma y Zaldívar.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Pérez Varela, Prokurica y Walker (don Patricio).



Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Espina, se deja testimonio de su opinión contraria a la aprobación de esta propuesta.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la propuesta de la Comisión de Salud, en cuanto al inciso primero del artículo 5° del proyecto, otorgando la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha propuesta, es aprobada por 17 votos a favor y 14 en contra.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón, y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Frei, Girardi, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi, Letelier, Quintana y Navarro.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Matthei y Pérez San Martín, y señores Allamand, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



Fundamentan su voto contrario, los Honorables Senadores señora Matthei y señor Novoa.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente pone en votación la propuesta de la Comisión de Salud, en cuanto al inciso segundo del artículo 5° del proyecto, siendo aprobada por 14 votos a favor, 11 en contra y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Pérez San Martín, y señores Bianchi, Frei, Girardi, Lagos, Letelier, Navarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma y Walker (don Patricio).



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Chahuán, Espina, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Gómez.

- - -



Luego, el señor Presidente pone en discusión la propuesta de la Comisión de Salud, en cuanto a la incorporación de un inciso tercero, nuevo, al artículo 5° del proyecto, otorgando la palabra a los Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Ruiz-Esquide.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha propuesta, es rechazada por 22 votos en contra y un pareo.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Frei, Girardi, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma y Walker (don Patricio).



Fundamenta su voto contrario, el Honorable Senador señor Novoa.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Gómez.



Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, se deja testimonio de su opinión contraria a la aprobación de esta propuesta.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente pone en votación la propuesta de la Comisión de Salud, en cuanto al artículo 6° del proyecto, siendo aprobada por 26 votos a favor, 2 abstenciones y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, Frei, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide y Tuma.



Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Girardi.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Gómez.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la propuesta de la Comisión de Salud, en cuanto a la incorporación de sendos artículos 6°, 7°, 8° y 9°, nuevos, al proyecto, otorgando la palabra al Honorable Senador señor Novoa.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha propuesta, es aprobada por 27 votos a favor y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Escalona, Frei, Girardi, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Gómez.

- - -



Luego, el señor Presidente pone en discusión la propuesta de la Comisión de Salud, en cuanto al artículo 7° del proyecto, otorgando la palabra al Honorable Senador señor Novoa.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha propuesta, es aprobada por 24 votos a favor y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Chahuán, Escalona, Espina, Frei, Girardi, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Gómez.

- - -



Finalmente, el señor Presidente pone en votación la propuesta de la Comisión de Salud, en cuanto al artículo 8° del proyecto, siendo aprobada por 22 votos a favor y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Chahuán, Escalona, Espina, Frei, Girardi, Kuschel, Larraín, Longueira, Navarro, Novoa, Prokurica, Quintana, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Gómez.

- - -



A continuación, el señor Presidente señala que, en atención a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, corresponde la formación de una Comisión Mixta que proponga la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, para lo cual propone que la integren, de conformidad a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Salud.



Así se acuerda.


Queda terminada la discusión de este asunto.

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que amplía el Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de la Policía de Investigaciones de Chile, con informe de la 

Comisión de Defensa Nacional



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que amplía el Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de la Policía de Investigaciones de Chile, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.164-25.


Añade que su objetivo principal es ampliar el Escalafón de Oficiales Profesionales de la Policía de Investigaciones de Chile en mil nuevos cargos, mediante el ingreso anual de 200 funcionarios desde el año 2011 al 2015.



La Comisión de Defensa Nacional discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Gómez, Prokurica y Walker (don Patricio).



Es menester destacar que, una vez aprobada en general, la iniciativa también deberá ser analizada, en su discusión en particular, por la Comisión de Hacienda.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Walker (don Patricio).



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 25 votos a favor y 5 abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Prokurica, Coloma, Escalona, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Allende y señores Girardi, Muñoz Aburto, Navarro y Quintana.


Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señores Quintana y Navarro y señora Allende.

- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 13 horas del lunes 3 de enero de 2011, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Reemplázase en el artículo 1° de la ley N° 19.586, que Establece Plantas de la Policía de Investigaciones de Chile, el acápite correspondiente a los Oficiales Policiales Profesionales, contenido en el numeral I., letra A, por el siguiente:



“Oficiales Policiales Profesionales



5  Prefecto                       35



7  Subprefecto                294



8  Comisario                1.487



9  Subcomisario             250”.



Artículo 2º.- La presente ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el Diario Oficial.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo primero.- Los alumnos del Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales ingresarán a contrata, asimilados al cargo de Inspector grado 11º de la escala de sueldos vigente y no tendrán derecho a trienios.



El Director General podrá contratar anualmente hasta 200 alumnos del Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales, a contar del año 2011 y hasta el 2014 inclusive; y, en el año 2015 podrá contratar un número superior hasta completar las vacantes disponibles en el Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales.



Artículo segundo.- La provisión de los cargos del escalafón de Oficiales Policiales Profesionales que se amplía en virtud del artículo 1º de esta ley, se efectuará progresivamente en la medida en que los Oficiales Policiales Profesionales que ingresen en el mencionado escalafón, como Subcomisario grado 9º, cumplan con los requisitos de permanencia en cada uno de los grados de aquél.



Con todo, mientras no se cumplan los requisitos que se exigen para que se verifiquen los ascensos a los grados superiores, la totalidad de los cargos del mencionado Escalafón corresponderán al grado de Subcomisario grado 9º.



Artículo tercero.- El mayor gasto que origine la aplicación de esta ley en el año 2011, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-034.10 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público, y en los años posteriores se consignará en el Presupuesto de la Policía de Investigaciones de Chile.



El costo total del proyecto asciende a la suma de $47.655.176.738.”.

- - -



A continuación, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- De la Honorable Senadora señora Alvear:



1) Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, acerca de la implementación de la integración tarifaria entre el Metrotrén y el Transantiago.



2) A los señores Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y Presidente de la Empresa de Transporte de Pasajeros Metro S.A., en relación con la preparación de conductores reemplazantes en el Metro de Santiago.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, en lo relativo a la licitación para operar la barcaza “Padre Antonio Ronchi”.



2) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, respecto de la construcción de viviendas sociales en la Región de Aysén y otras zonas del país.



- Del Honorable Senador señor Letelier a la señora Ministra de Bienes Nacionales y a los señores Juez de Letras y Garantía de Isla de Pascua, Comandante en Jefe de la Armada, General Director de Carabineros, Director General de la Policía de Investigaciones y Director del Hospital de Hanga Roa, en lo relativo a diversas materias relacionadas con Isla de Pascua.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 76ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 15 DE DICIEMBRE DE 2010



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros del Interior y Secretario General de la Presidencia, señores Rodrigo Hinzpeter y Cristián Larroulet, respectivamente. También acuden el Intendente de la Región de La Araucanía, señor Andrés Molina, y los Consejeros Regionales señora Liselotte Meier y señores Marcelo Segura, Marcelo Poveda, Hilario Huerilef, Gustavo Kausel, Marcelo Carrasco y Henry Leal.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

CUENTA

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 7.330-05).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.

- - -



Durante la sesión, se da cuenta de un proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Larraín, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Girardi, Horvath, Kuschel, Letelier, Navarro y Orpis, señora Pérez San Martín y señores Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma y Walker, don Patricio, referido a la situación que afecta a los sectores productivos del país por el tipo de cambio vigente (Boletín N° S 1.321-12).



-- Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias y prevenciones de los Honorables Senadores respecto del asunto discutido en esta sesión, así como las expresiones emitidas por otras autoridades, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

______________

ORDEN DEL DÍA

Sesión especial de la Corporación destinada a analizar la implementación del Plan Araucanía, 

anunciado por el Ejecutivo


El señor Presidente señala que procede ocuparse del asunto de la referencia.


Acto seguido, concede el uso de la palabra al señor Ministro del Interior, al señor Intendente de la Región de La Araucanía, a los Honorables Senadores señores Tuma, Espina, Quintana, García, Navarro, Pérez Varela y Sabag y al señor Ministro Secretario General de la Presidencia.

- - -



Por último, el señor Presidente expresa que ha concluido el Orden del Día.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESIÓN 77ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 15 DE DICIEMBRE DE 2010



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros del Interior, de Hacienda, Secretario General de la Presidencia y del Trabajo y Previsión Social, señores Rodrigo Hinzpeter, Felipe Larraín y Cristián Larroulet y señora Camila Merino, respectivamente. Acuden, además, los Subsecretarios de Hacienda y General de la Presidencia y la Directora de Presupuestos, señores Rodrigo Álvarez y Claudio Alvarado y señora Rosanna Costa, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de la sesión setenta ordinaria, del día 30 de noviembre del año en curso, de las sesiones setenta y uno especial y setenta y dos ordinaria, ambas del pasado día 1° de diciembre, y de la sesión setenta y tres extraordinaria, del día 7 del presente mes, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensajes



Quince de Su Excelencia el Presidente de la República, con los que retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la vigencia del decreto ley N° 701, de 1974, y aumenta los incentivos a la forestación (Boletín N° 7.102-01).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que amplía el Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de la Policía de Investigaciones de Chile (Boletín N° 7.164-25).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (Boletín N° 7.187-04).



4.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la "Convención Internacional Contra el Dopaje en el Deporte", aprobada en París, el 19 de octubre de 2005, en la 33ª Reunión de la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) (Boletín N° 7.161-10).



5.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 7.240-08).



6.- Proyectos de reforma constitucional, ambos en primer trámite, uno, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Cantero, Espina y García y del ex Senador señor Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la Nación chilena, y, otro, iniciado en Mensaje de la ex Presidenta de la República, que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletines números 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios (Boletín N° 7.320-14).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (Boletín N° 4.426-07).



9.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (Boletín N° 6.811-11).



10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (Boletín N° 6.952-07).



11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las Plantas del Personal de Carabineros de Chile  (Boletín N° 6.962-02).



12.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un nuevo sistema de protección al contribuyente que enfrenta variaciones en los precios internacionales de los combustibles (Boletín N° 7.064-05).



13.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio (Boletín N° 7.074-05).



14.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor (Boletín N° 7.075-06).



15.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado (Boletín N° 7.085-15).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha aprobado el proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, García y Prokurica y del ex Senador señor Romero, que establece la obligación de otorgar defensa penal y asesoría jurídica a las personas naturales que han sido víctimas de delitos y que no pueden procurárselas por sí mismas (Boletín N° 5.408-07), con las enmiendas que indica.



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo, informa que tomó conocimiento del rechazo efectuado por el Senado a parte de las enmiendas introducidas por esa Cámara, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel y Ruiz-Esquide y del ex Senador señor Ominami, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (Boletín Nº 4.921-11), y comunica la nómina de los señores Diputados que integrarán la respectiva Comisión Mixta.



-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, envía copia autorizada de la resolución dictada en la acción de inconstitucionalidad de tres glosas contenidas en el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2011 (Boletín N° 7.226-05).



-- Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo, envía copia autorizada de la sentencia definitiva recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933.



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.

Informes



Tres de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los siguientes asuntos, todos en segundo trámite constitucional:



1.- Proyecto de acuerdo aprobatorio de las “Enmiendas al Acuerdo Constitutivo de la Organización Internacional de Telecomunicaciones por Satélite” (Boletín N° 6.799-10).



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el "Convenio sobre la Distribución de Señales Portadoras de Programas Transmitidas por Satélite”, adoptado en Bruselas, el 21 de mayo de 1974 (Boletín N° 7.021-10).



3.- Proyecto de acuerdo que aprueba la "Convención Internacional Contra el Dopaje en el Deporte", aprobada en París, el 19 de octubre de 2005, en la 33ª Reunión de la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 7.161-10).



-- Quedan para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señora Allende y señores Muñoz Aburto, Tuma y Zaldívar, con la que dan inicio a un proyecto de ley que prohíbe exigir nuevos seguros cuando se repacta un crédito (Boletín N° 7.366-03).



Del Honorable Senador señor Navarro, con la que da inicio a un proyecto de ley que amplía el ámbito de aplicación del recurso de amparo económico (Boletín N° 7.370-03).



-- Pasan a la Comisión de Economía.



De los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Pérez San Martín y señores Horvath y Longueira, con la que inician un proyecto de ley que exime del pago de peajes a los vehículos de emergencia (Boletín N° 7.367-08).



-- Pasa a la Comisión de Obras Públicas.



Del Honorable Senador señor Orpis, con la que da inicio a un proyecto de ley que agrava la penalidad del microtráfico cometido en zonas limítrofes (Boletín N° 7.368-07).



De los Honorables Senadores señores Navarro y Rossi, con la que inician un proyecto de ley sobre cómputo del plazo de prescripción de la responsabilidad extracontractual (Boletín N° 7.369-07).



De los Honorables Senadores señora Matthei y señor Rossi, con la que inician un proyecto de ley que despenaliza la interrupción del embarazo por razones médicas (Boletín N° 7.373-07).



-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señor Navarro, señora Rincón y señor Quintana, con la que dan inicio a un proyecto de ley sobre ternas para el nombramiento de jueces y secretarios de juzgados de policía local (Boletín N° 7.374-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Quintana, Rossi, Tuma y Walker, don Patricio, con la que inician un proyecto de ley que denomina “Aeropuerto Internacional Pablo Neruda” al actual Merino Benítez (Boletín N° 7.371-04).



De los Honorables Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Gómez, Quintana y Ruiz-Esquide, con la que dan inicio a un proyecto de ley que autoriza erigir un monumento, en Chillán, en memoria de José Tohá González (Boletín N° 7.372-04).



-- Pasan a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Matthei y señores Gómez, Lagos y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que extiende la vigencia de los servicios de los funcionarios a contrata y concede asignación de modernización a los funcionarios a honorarios.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en los números 2° y 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.



Moción de los Honorables Senadores señores Pérez Varela y Longueira, con la que dan inicio a un proyecto de ley que prorroga el funcionamiento de los juzgados del crimen de Santiago.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Longueira, Navarro, Prokurica, Rossi, Sabag y Tuma, con el que solicitan al Ejecutivo el reconocimiento del Estado de Palestina (Boletín N° S 1.319-12).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



De los Honorables Senadores señora Rincón y señor Zaldívar, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley sobre creación de la Región del Maule Sur (Boletín N° S 1.320-12).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Solicitud de desarchivo



Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que requiere el desarchivo del proyecto de ley, iniciado en Moción de su autoría, que regula la celebración del contrato de unión civil y sus consecuencias patrimoniales (Boletín N° 5.623-07).



-- Se accede a lo solicitado, volviendo el proyecto a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Pérez Varela, quien pide que se recabe el consentimiento de la Sala para dirigir oficio a S.E. el Presidente de la República, en su nombre y en el del Honorable Senador señor Longueira, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, a fin de prorrogar el funcionamiento de los juzgados del crimen de Santiago, que fue declarada inadmisible por referirse a la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.



Así se acuerda.

- - -



Posteriormente, otorga la palabra al Honorable Senador señor Bianchi, quien solicita que se requiera igual autorización para dirigir oficio a S.E. el Presidente de la República, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Gómez, Lagos y Prokurica, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, a fin de extender la vigencia de los servicios de los funcionarios a contrata y conceder asignación de modernización a los funcionarios a honorarios, que fue declarada inadmisible por referirse a la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Cantero, quien se refiere a la Moción -de que se dio cuenta hoy- de los Honorables Senadores señores Navarro, Quintana, Rossi, Tuma y Walker, don Patricio, con la que inician un proyecto de ley que denomina “Aeropuerto Internacional Pablo Neruda” al actual Merino Benítez (Boletín N° 7.371-04).



Sobre el particular, pide que se recabe el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que se sirva considerar el pronto envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley que regule los honores públicos a los grandes servidores, materia respecto de la cual, en su momento, presentó una Moción en conjunto con el Honorable Senador señor Horvath.



Así se acuerda.

- - -



Enseguida, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Chahuán, quien hace expresa reserva de constitucionalidad respecto de la Moción -de la cual se dio cuenta hoy- de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Rossi, con la que inician un proyecto de ley que despenaliza la interrupción del embarazo por razones médicas (Boletín N° 7.373-07).

- - -



Finalmente, el señor Presidente informa a la Sala que, a petición del señor Ministro de Planificación, el proyecto de ley que crea el Ministerio de Desarrollo Social (Boletín Nº 7.196-06) -que figura en el tercer lugar de la Tabla del Orden del Día de hoy- se verá la próxima semana.

- - -



Esta acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Larraín, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Girardi, Horvath, Kuschel, Letelier, Navarro y Orpis, señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker, don Patricio, y Zaldívar, referido a la situación que afecta a los sectores productivos del 

país por el tipo de cambio vigente



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.321-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 25 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Pérez San Martín, y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. La sostenida baja del tipo de cambio -dólar- producida en el último tiempo, que ha bajado de $536 en junio a $475 en diciembre de 2010, pero que considerados los últimos dos años, enero de 2009 a diciembre de 2010 ha sido de $638 a $475;

2. La incidencia que en una economía abierta tiene el tipo de cambio en los sectores exportadores o que sustituyen importaciones, puesto que mientras más bajo es el dólar, menores son sus posibilidades de ser competitivos y de sostener estas actividades en el tiempo;

3. La realidad de los diversos sectores productivos que tienen sus costos en UF y sus ingresos en dólares, teniendo en cuenta que hace 8 años una UF se compraba con 21,5 dólares y hoy se adquiere con 40,5 dólares;

4. La capacidad de empleo que tienen ciertos sectores productivos, especialmente el agrícola, que con sus actividades en exportaciones de frutas, hortalizas, vinos, carnes y lácteos, sumadas a lo que hacen las Pymes agrícolas en el sector tradicional, permiten emplear a más de 800.000 personas en forma directa y dan trabajo a una cifra no inferior a un millón de personas adicionales en la cadena productiva transportes-comercio-servicios, lo cual se ve fuertemente amenazado por la caída del tipo de cambio;

5. El elevado endeudamiento en que se encuentran productores y emprendedores en los sectores agrícolas más variados, quienes no han encontrado soluciones financieras que les permitan ser viables en el tiempo, poniendo en riesgo su subsistencia y capacidad productiva;

6. La necesidad de mantener un tipo de cambio estable y competitivo que permita que el sector productivo exportador, en especial el sector silvoagropecuario en las regiones del centro sur del país, tenga rentabilidades positivas con las cuales pueda subsistir más allá de situaciones coyunturales que inciden en la baja del dólar, como el alza del precio del cobre, y

7. La falta de acciones concretas para enfrentar esta situación por parte de  los principales actores que pueden y deben contrarrestarla, como lo son el Banco Central y el Gobierno por medio del Ministerio de Hacienda.



El Senado acuerda:



- Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que disponga que se estudien y acciones concretas -tales como subsidios a la contratación de mano de obra y de pago de imposiciones para las nuevas contrataciones- en apoyo de los sectores exportadores y que sustituyen importaciones, en particular el sector agrícola, los que se encuentran gravemente amenazados por las dificultades que enfrentan al existir en el país un tipo de cambio volátil y no competitivo, y que se establezcan mecanismos para el financiamiento de deudas y de acceso a capital de trabajo para los sectores productivos afectados por esta situación económica.



- Solicitar al señor Presidente del Banco Central que se disponga, a la brevedad posible, la adopción de todas las medidas destinadas a fortalecer el tipo de cambio como condición indispensable para una economía abierta y competitiva.”.

_______________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del 

Consumo y Tráfico de Drogas



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 4.248-06.



Agrega que la divergencia entre ambas ramas del Congreso se originó en el rechazo, por parte del Senado, de todas las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.



La Comisión Mixta sugiere como forma de resolver las discrepancias entre ambas Cámaras aprobar la proposición que se consigna más adelante. Dicha proposición fue acordada por unanimidad, con excepción de tres normas, que son el artículo 15, respecto del cual votó en contra la Honorable Senadora señora Alvear; la letra b) del artículo 19, que tuvo el voto en contra del Honorable Diputado señor Burgos; y el artículo 4° transitorio, respecto del cual se abstuvieron los Honorables Diputados señores Burgos y Harboe.



Cabe tener presente que los artículos 1°, inciso primero; 3°, letra c); 4°; 6°; 7°, inciso final; 8°, inciso segundo; 10, inciso primero; 13, incisos segundo y tercero letra a); 15, inciso tercero; 16; 22; 24; 27, número 1); y el artículo 4° transitorio tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.



Cabe destacar que la referida proposición es la siguiente:

Artículo 1º

del Senado y de la Cámara de Diputados



Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 1º.- Créase el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el cual será el colaborador directo e inmediato del Presidente de la República en asuntos relativos al orden público y la seguridad pública interior, para cuyos efectos concentrará la decisión política en estas materias, y coordinará, evaluará y controlará la ejecución de planes y programas que desarrollen los demás Ministerios y Servicios Públicos en materia de prevención y control de la delincuencia, rehabilitación de infractores de ley y su reinserción social, en la forma que establezca la ley y dentro del marco de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.



Asimismo, le corresponderá la gestión de los asuntos y procesos administrativos que las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública requieran para el cumplimiento de sus funciones y que sean de su competencia.



Además de las funciones que esta ley le señale, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública será el sucesor legal, sin solución de continuidad, del Ministerio del Interior, y tendrá todas las atribuciones que las leyes le confieren.”.

Artículo 2°

Inciso segundo

del Senado y de la Cámara de Diputados



Sustituirlo por el siguiente:



“Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública dependerán de este Ministerio y se regirán por sus respectivas leyes orgánicas.”.

Artículo 3º

Letra a)

del Senado y de la Cámara de Diputados



Reemplazarla por la siguiente:



“a) Proponer al Presidente de la República la Política Nacional de Seguridad Pública Interior, coordinarla, actualizarla y evaluarla periódicamente, tanto a nivel nacional, regional y comunal, en su caso. La formulación de dicha política tendrá en consideración la evidencia surgida de estudios que determinen aquellas medidas y programas que puedan tener mayor impacto en la reducción del delito y la violencia;”.

Letra c)

del Senado



Sustituirla por la siguiente:



“c) Encomendar y coordinar las acciones y programas que los demás Ministerios y los Servicios Públicos desarrollen en relación con la Política Nacional de Seguridad Pública Interior, evaluarlas y controlarlas, decidiendo su implementación, continuación, modificación y término, así como la ejecución de las políticas gubernamentales en materias de control y prevención del delito, de rehabilitación y de reinserción social de infractores de ley, sin perjuicio de llevar a cabo directamente los que se le encomienden;”.

Letra d)

del Senado

Letra c)

de la Cámara de Diputados



Reemplazarlas por la siguiente:



“d) Mantener y desarrollar un sistema actualizado de procesamiento de datos, documentos y otros antecedentes que no permitan la singularización de personas determinadas, con el fin de evaluar el estado de la seguridad pública interior y la eficacia de las políticas públicas en la materia a nivel nacional, regional y comunal, y la situación de los organismos dependientes del Ministerio, para cuyo efecto podrá requerir la información y documentación pertinente a los órganos e instituciones del Estado vinculados con la seguridad pública interior. También podrá elaborar estadísticas relacionadas con la seguridad pública interior y difundirlas. Tales estadísticas se referirán, por lo menos, a la victimización, revictimización, el temor y las denuncias. Del mismo modo, deberán considerarse factores de riesgo relevantes que puedan incidir en el fenómeno delictivo, todo ello a nivel nacional, regional y comunal;”.

Letra e)

del Senado y

Letra d)

de la Cámara de Diputados



Sustituirlas por la siguiente:



“e) Autorizar, regular, supervisar, controlar y ejercer las demás atribuciones, en la forma que señale la ley, en materia de seguridad privada;”.

Letra f)

del Senado

Letra e)

de la Cámara de Diputados



Reemplazarlas por la siguiente:



“f) Encargar la realización de estudios e investigaciones que tengan relación directa con el orden público, la prevención y el control del delito, la rehabilitación y reinserción social de los delincuentes y la victimización.”.

Letras g) y h)

del Senado

Letras f) y g)

de la Cámara de Diputados



Consignarlas, como letras g) y h), en los mismos términos en que las aprobó el Senado.

Letra i)

del Senado



Suprimirla.

Letra j)

del Senado

Letra i)

de la Cámara de Diputados



Consignarlas, como letra i), en los mismos términos en que la aprobó el Senado.

Letras k) y l)

del Senado



Suprimirlas.

Letras m) y n)

del Senado

Letras k) y l)

de la Cámara de Diputados



Pasan a ser letras j) y k), sin enmiendas.

Artículo 4º

Inciso primero

del Senado



Consignarlo en los términos en que lo aprobó el Senado.

Inciso segundo



Sustituirlo por el siguiente:



“Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, el diseño y la evaluación de los planes y programas que se ejecuten en dichos ámbitos, deberán ser autorizados por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.

Artículo 5º

del Senado y de la Cámara de Diputados



Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 5°.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública informará semestralmente al Senado y a la Cámara de Diputados, por medio de las comisiones que estas Corporaciones designen, acerca de los avances en la implementación y los resultados parciales de los programas de seguridad pública.”.

Intercalar, a continuación, el siguiente artículo 6°, nuevo:



“Artículo 6º.- Existirá un Consejo Nacional de Seguridad Pública Interior, presidido por el Ministro del Interior y Seguridad Pública e integrado por el Ministro de Justicia, el Subsecretario del Interior, el Subsecretario de Prevención del Delito, el Subsecretario de Justicia, un representante de la Corte Suprema designado por ésta, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, el Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública, el General Director de Carabineros de Chile, el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, el Director Nacional de Gendarmería de Chile, el Director Nacional del Servicio Nacional de Menores, el Director Nacional del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y el Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades.



Un Subsecretario designado al efecto por el Ministro del Interior y Seguridad Pública actuará como Secretario del Consejo.



Este Consejo tendrá carácter consultivo y asesorará al Ministerio del Interior y Seguridad Pública en la elaboración de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.



El Consejo sesionará, como mínimo, una vez por semestre. Asimismo, a lo menos una vez al año, deberá oír a los representantes de la sociedad civil en la forma que determine el Consejo.”.

Artículo 6º

del Senado y de la Cámara de Diputados

Pasa a ser artículo 7º

Inciso primero



Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 7°.- En el ejercicio de sus atribuciones en materia de seguridad pública interior y orden público, el Ministro del Interior y Seguridad Pública contará con la colaboración inmediata de las Subsecretarías del Interior y de Prevención del Delito. Asimismo, contará con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para el cumplimiento de las funciones relativas al desarrollo regional y local y demás que le confiere a la misma la legislación vigente, así como también, las tareas que le encomiende el Ministro del Interior y Seguridad Pública.”.

Inciso segundo



Sustituir la denominación “de Prevención y Rehabilitación” por “de Prevención del Delito”.

Inciso tercero



Aprobarlo en los términos propuestos por el Senado, con la sola enmienda de reemplazar la expresión “de Prevención y Rehabilitación” por “de Prevención del Delito”.

Artículo 7º

del Senado y de la Cámara de Diputados

Pasa a ser artículo 8º

Inciso primero



Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 8°.- Las Subsecretarías del Interior, de Desarrollo Regional y Administrativo y de Prevención del Delito tendrán todas aquellas funciones y atribuciones que se encuentran establecidas en la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado y en las demás normas legales que las regulen.”.

Inciso segundo



Consignarlo en los términos en que lo aprobó el Senado, eliminando la palabra “propias”.

Artículo 8º

del Senado y de la Cámara de Diputados

Pasa a ser artículo 9°



Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 9°.- Corresponderá a la Subsecretaría del Interior ser el órgano de colaboración inmediata del Ministro en todas aquellas materias relativas a la seguridad pública interior, mantención del orden público, la coordinación territorial del gobierno y las demás tareas que aquél le encomiende.”.

Artículo 9º

del Senado

Pasa a ser artículo 10

Inciso primero



Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 10.- Sin perjuicio del ejercicio de las atribuciones que el Ministro le delegue, así como del cumplimiento de las tareas que aquél le encargue, el Subsecretario del Interior deberá, especialmente, ocuparse de los asuntos de naturaleza administrativa de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de los organismos del sector que corresponda; en especial, elaborar los decretos, resoluciones, órdenes ministeriales y oficios relativos a nombramientos, ascensos, retiros, renuncias, comisiones de servicios nacionales a otros organismos del Estado y al extranjero y, en general, todos aquellos actos administrativos orientados a la resolución de solicitudes, beneficios u otros asuntos que interesen al personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública  en servicio activo, al personal en retiro y a los familiares de todos los anteriores.”.

A continuación, agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:



“La Subsecretaría del Interior deberá mantener actualizado el registro especial establecido por el Título V de la ley Nº 20.000.”.

Artículo 10

del Senado y de la Cámara de Diputados



Pasa a ser artículo 11, sin enmiendas.

Artículo 11

del Senado y de la Cámara de Diputados

Pasa a ser artículo 12



Sustituirlo, junto con el epígrafe que le precede, por el siguiente:

“Párrafo 2°

De la Subsecretaría de Prevención del Delito



Artículo 12.- Créase en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública una Subsecretaría de Prevención del Delito, que será el órgano de colaboración inmediata del Ministro en todas aquellas materias relacionadas con la elaboración, coordinación, ejecución y evaluación de políticas públicas destinadas a prevenir la delincuencia, a rehabilitar y a reinsertar socialmente a los infractores de ley, sin perjuicio del ejercicio de las atribuciones que el Ministro le delegue, así como del cumplimiento de las tareas que aquél le encargue.”.

Artículo 12

del Senado y de la Cámara de Diputados

Pasa a ser artículo 13

Incisos primero, segundo y el encabezado del inciso tercero



Remplazarlos por los siguientes:



“Artículo 13.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Subsecretaría de Prevención del Delito tendrá a su cargo la gestión de la totalidad de los planes y programas del Ministerio del Interior y Seguridad Pública en relación con la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción de infractores de ley.



Asimismo, coordinará los planes y programas que los demás Ministerios y Servicios Públicos desarrollen en este ámbito. Para tal efecto, articulará las acciones que éstos ejecuten, así como las prestaciones y servicios que otorguen, de manera de propender a su debida coherencia y a la eficiencia en el uso de los recursos.



Corresponderá, además, a la Subsecretaría de Prevención del Delito:”.

Letra a)

del Senado



Sustituirla por la siguiente:



“a) Evaluar los planes, programas, acciones, prestaciones y servicios de las entidades referidas en el inciso segundo de este artículo, pudiendo encargar, si se estima pertinente, evaluaciones externas independientes;”.

Letra b)

del Senado



Rechazarla.

Letra c)

del Senado

Letra a)

de la Cámara de Diputados

Pasan a ser letra b)



Sustituirlas por la siguiente:



“b) Proponer al Ministro del Interior y Seguridad Pública las políticas, normas, planes y programas en el campo de la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción social de infractores de ley;”.

Letra b)

de la Cámara de Diputados



Rechazarla.

Letra c)

de la Cámara de Diputados



Sustituirla por la siguiente:



“c) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluyendo las municipalidades, que digan relación directa con la ejecución de las políticas, planes y programas de prevención, rehabilitación y reinserción social de infractores de ley;”.

Letra d)

del Senado y de la Cámara de Diputados



Reemplazarla por la siguiente:



“d) Asesorar al Ministro del Interior y Seguridad Pública en el cumplimiento de las funciones que a éste le asigna el artículo 3° en lo relativo a la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción, y”.

A continuación, agregar la siguiente letra e), nueva:



“e) Proponer al Ministro del Interior y Seguridad Pública las políticas y programas en materias de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichas sustancias, siempre que se trate de infractores de ley.”.

Artículo 13

del Senado y de la Cámara de Diputados

Pasa a ser artículo 14

Inciso primero



Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 14.- La ejecución de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior a nivel regional, provincial y local, adaptada de acuerdo a las realidades respectivas en caso de ser necesario, se llevará a cabo por intermedio de los Intendentes.”.

Letra d)

del Senado y de la Cámara de Diputados



Suprimirla.

Letra e)

del Senado y de la Cámara de Diputados



Pasa a ser letra d), en los términos en que la aprobó la Cámara de Diputados.

Artículo 14

del Senado



Rechazarlo.

Artículo 15

del Senado y de la Cámara de Diputados



Sustituirlo por el siguiente: 



“Artículo 15.- Corresponderá a los Intendentes la coordinación con los municipios en materias de seguridad pública, de manera que la Política Nacional de Seguridad Pública Interior dé cuenta de la realidad local.



Para estos efectos, los Intendentes establecerán instancias que permitan recibir las propuestas de las gobernaciones y de los municipios para la elaboración de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.



Cada municipio podrá llevar a cabo directamente planes y programas en materia de prevención y de seguridad ciudadana, de manera coherente con la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.”.

Artículo 16

del Senado



Rechazarlo.

A continuación, intercalar el siguiente artículo 16, nuevo:



“Artículo 16.- En cada región del país existirá un Consejo Regional de Seguridad Pública Interior, presidido por el Intendente e integrado por los Gobernadores Provinciales, los alcaldes de los municipios de la región, el Secretario Regional Ministerial de Justicia, un representante de la Corte de Apelaciones respectiva designado por ésta, el Fiscal Regional del Ministerio Público, el Defensor Regional de la Defensoría Penal Pública, el Jefe de Zona de Carabineros de Chile, el Director Regional de Gendarmería de Chile, el Director Regional del Servicio Nacional de Menores, y el Director Regional del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol.



Este Consejo tendrá carácter consultivo y asesorará al Intendente en la implementación y coordinación de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior a nivel regional, provincial y local.



Dicho Consejo se reunirá a lo menos una vez por semestre.



El Consejo contará con un Secretario Ejecutivo designado por el Intendente, a quien le corresponderá coordinar las acciones del Consejo en la aplicación de la Política de Seguridad Pública Interior. El Secretario Ejecutivo levantará acta de las sesiones del Consejo y enviará copia de las mismas al Subsecretario de Prevención del Delito.”.

Artículo 17

del Senado y de la Cámara de Diputados



Aprobar las enmiendas acordadas por la Cámara de Diputados.

Artículo 18

del Senado y de la Cámara de Diputados

Inciso primero



Consignarlo en los términos en los que lo aprobó el Senado.

Inciso segundo



Suprimirlo.

Inciso final



Consignarlo en los términos en que lo aprobó la Cámara de Diputados.

Artículo 19

del Senado y de la Cámara de Diputados



Agregar el siguiente inciso primero, nuevo:



“Artículo 19.- El Servicio tendrá por objeto la ejecución de las políticas en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichos estupefacientes y sustancias sicotrópicas y, en especial, en la elaboración de una estrategia nacional de drogas y alcohol.”.

Inciso primero

del Senado y de la Cámara de Diputados



Pasa a ser inciso segundo. Reemplazar su encabezamiento por el siguiente:



“En cumplimiento de dicho objeto corresponderá al Servicio:”.



A continuación, intercalar la siguiente letra a), nueva:



“a) Ejecutar las políticas y programas propias de su objeto;”.

Letra a)

del Senado y de la Cámara de Diputados



Pasa ser letra b), sustituida por la siguiente:



“b) Colaborar con el Ministro del Interior y Seguridad Pública, y con el Subsecretario de Prevención del Delito, en el ámbito de sus atribuciones, en la elaboración de políticas en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichos estupefacientes y sustancias sicotrópicas, cuando estas conductas constituyan un factor de riesgo para la comisión de delitos;”.

Letra b)

de la Cámara de Diputados



Aprobarla en los términos de la nueva letra a).

Letra b)

del Senado

Letra c)

de la Cámara de Diputados



Suprimirlas.

A continuación, agregar las siguientes letras c) y d), nuevas:



“c) Impulsar y apoyar, técnica y financieramente, programas, proyectos y actividades de Ministerios o Servicios Públicos destinados a la prevención del consumo de drogas y alcohol, así como al tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por la drogadicción y el alcoholismo, y ejecutarlos, en su caso; (Reemplaza a las letras f) del Senado y h) de la Cámara de Diputados).



d) Elaborar una estrategia nacional de prevención del consumo de drogas y alcohol, coordinar su implementación, y dar apoyo técnico a las acciones que las entidades de la Administración del Estado emprendan en el marco de su ejecución;”.

Letra c)

del Senado

Letra d)

de la Cámara de Diputados



Pasan a ser letra e), sin enmiendas.

Letra e)

de la Cámara de Diputados



Rechazarla.

Letra d)

del Senado

Letra f)

de la Cámara de Diputados



Pasan a ser letra f). Reemplazarlas por la siguiente:



“f) Vincularse con organismos nacionales que se ocupen de temas propios de su competencia, y celebrar con ellos acuerdos y convenios para realizar proyectos de interés común. Con el mismo propósito podrá también, previa autorización del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, relacionarse con organismos internacionales;”.

Letra e)

del Senado

Letra g)

de la Cámara de Diputados



Pasan a ser letra g), sin enmiendas.

Letra f)

del Senado

Letra h)

de la Cámara de Diputados



Pasan a ser letra c), según se ha consignado precedentemente.

Letra g)

del Senado

Letra i)

de la Cámara de Diputados



Pasan a ser letra h), sin enmiendas.

Letra h)

del Senado

Letra j)

de la Cámara de Diputados



Pasan ser letra i). Sustituir la expresión “beneficiarios” por “entidades beneficiadas”.

Letra k)

de la Cámara de Diputados



Pasa a ser letra j). Reemplazarla por la siguiente:



“j) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluyendo las municipalidades, que digan relación directa con la ejecución de las políticas, planes y programas de prevención del consumo de drogas y alcohol, así como el tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por la drogadicción y el alcoholismo, y”.

Letra i)

del Senado

Letra l)

de la Cámara de Diputados



Pasan a ser letra k), sin enmiendas.

A continuación, intercalar el siguiente artículo 20, nuevo:



“Artículo 20.- El patrimonio del Servicio estará formado por: 



a) Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto de la Nación o en otras leyes generales o especiales;



b) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título;



c) Los aportes de la cooperación internacional que reciba para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier título;



d) Las herencias, legados y donaciones que acepte, las que quedarán exentas del trámite de insinuación y del impuesto a las donaciones establecido en la ley N° 16.271, y demás disposiciones que resulten aplicables, y



e) Los bienes que, en virtud de las disposiciones transitorias de esta ley, se le traspasen desde el Ministerio del Interior.”.

Artículo 20

del Senado y de la Cámara de Diputados



Pasa a ser artículo 21, con las siguientes enmiendas:

Número 1)



- Sustituir en el inciso primero del artículo 1º propuesto la frase “7º Economía, Fomento y Reconstrucción;” por “7º Economía, Fomento y Turismo;”.



- Reemplazar al final del número 17° la conjunción “, y” por un punto y coma (;),



- Agregar los siguientes números, nuevos:



“19º Energía, y



  20º Medio Ambiente.”.

Número 2)



Sustituirlo por el siguiente:



“2) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 3°:



a) Reemplázase, en el encabezamiento del inciso primero, la expresión “Ministerio del Interior” por “Ministerio del Interior y Seguridad Pública”, y en el párrafo segundo de la primera letra a), la expresión “Ministro del Interior” por “Ministro del Interior y Seguridad Pública”.



b) Sustitúyese la letra f) por la siguiente:



“f) La aplicación de las normas sobre extranjeros en Chile.”.



c) Suprímense los literales g), h), i), j), k) y l).”.

Artículo 21

del Senado y de la Cámara de Diputados



Pasa a ser artículo 22, en los términos en que lo aprobó el Senado.

Artículo 22

del Senado y de la Cámara de Diputados



Pasa a ser artículo 23, sin enmiendas.

Artículo 23

del Senado y de la Cámara de Diputados



Pasa a ser artículo 24, en los términos en que lo aprobó el Senado.

Artículo 24

del Senado y de la Cámara de Diputados



Pasa a ser artículo 25, sin enmiendas.

A continuación, intercalar el siguiente artículo 26, nuevo:



“Artículo 26.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 3° de la ley Nº 19.303, la frase “Ministerios del Interior y de Economía, Fomento y Reconstrucción”, por “Ministerios del Interior y Seguridad Pública, y de Economía, Fomento y Turismo.”.

Artículo 25

del Senado y de la Cámara de Diputados



Pasa a ser artículo 27, en los términos aprobados por el Senado.

Artículo 26

de la Cámara de Diputados



Pasa a ser artículo 28. Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 28.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas:



1) Modifícase el artículo 40 de la siguiente manera:



a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión "a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes" por "al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol".



b) Sustitúyese en su inciso final, la expresión "Ministerio del Interior" por "Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol".



2) Modifícase el artículo 46 de la siguiente manera:



a) Reemplázase en su inciso segundo, la expresión "Ministerio del Interior" por "Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol".



b) Sustitúyese en su inciso cuarto, la expresión "a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes" por "al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol".



3) Sustitúyese en el literal b) del inciso primero del artículo 50, la expresión "Ministerio del Interior" por "Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol”.



4) Reemplázase en el inciso primero de su artículo 55 la expresión " el Ministerio” por “la Subsecretaría”.



5) Sustitúyese en el inciso final del artículo 56 las expresiones "al Ministerio", y “El Ministerio” por “a la Subsecretaría” y “La Subsecretaría”, respectivamente.



6) Reemplázase en el inciso primero del artículo 57, la expresión "el Ministerio” por “la Subsecretaría”.”.

Artículo 26

del Senado

Artículo 27

de la Cámara de Diputados



Pasan a ser artículo 29. Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 29.- La presente ley entrará en vigencia a la fecha de su publicación en el Diario Oficial. Las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones se suprimirán a la fecha de entrada en vigencia de las plantas de personal que se fijen y los encasillamientos y traspasos del personal que se dispongan en conformidad con lo establecido en las normas transitorias de esta ley.



Con todo, las funciones y atribuciones de la Subsecretaría de Prevención del Delito serán ejercidas por la Subsecretaría del Interior, mientras la primera no inicie sus actividades.



Sin perjuicio de lo señalado en los incisos precedentes, a partir de la fecha de publicación de la presente ley, el Presidente de la República podrá nombrar al Subsecretario de Prevención del Delito, para efectos de la instalación de la nueva Subsecretaría de Prevención del Delito. En tanto no inicie sus actividades dicha Subsecretaría, la remuneración del Subsecretario de Prevención del Delito, grado C, se financiará con cargo al presupuesto correspondiente a la Partida del Ministerio del Interior, Capítulo 01, Programa 05.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

del Senado y de la Cámara de Diputados



Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del año siguiente a la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, los que también deberán ser suscritos por los Ministros de Hacienda y de Defensa Nacional, cuando corresponda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:



1. Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Prevención del Delito y del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol y determinar la fecha en que, una vez fijadas, iniciarán sus actividades;



El encasillamiento en las plantas de personal de las instituciones antes señaladas incluirá sólo a personal titular proveniente de la Secretaría y Administración General del Ministerio del Interior contenida en el decreto con fuerza de ley N° 1-18.834, de 1990, del Ministerio del Interior, que  corresponderá, en adelante, a la Subsecretaría del Interior.



2. Ordenar el traspaso de personal titular de planta y a contrata que corresponda desde las Subsecretarías de Carabineros y de Investigaciones y del Ministerio del Interior a la Subsecretaría del  Interior, a la Subsecretaría de Prevención del Delito y al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, en su caso, en las condiciones que determine y sin solución de continuidad. De igual modo, traspasará los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. El traspaso del personal titular de planta y a contrata y de los cargos que sirven se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado más cercano al total de remuneraciones que perciba el funcionario traspasado. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el  funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de esa institución disminuirá en el número de cargos traspasados, cualquiera sea su naturaleza jurídica. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo mediante decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio de Hacienda;



3. Modificar la planta de personal de la Subsecretaría del Interior, en atención a los traspasos de personal que se efectúen de conformidad al numeral anterior, al nuevo personal que ingrese a esta Subsecretaría, a las funciones que conserva y a las nuevas que adquiere en virtud de esta ley.



El encasillamiento en esta planta sólo incluirá personal titular proveniente de las Subsecretarías de Carabineros y de Investigaciones;



4. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo, y el Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento del personal derivado de las plantas que fije. Igualmente, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para el pago de la asignación de modernización del artículo 1° de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria.



5. Establecer las dotaciones máximas de personal para las entidades señaladas en el número 1) de este artículo;



6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:



a) No podrá tener como consecuencia ni ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Respecto de este personal, y sin perjuicio de lo dispuesto en el literal siguiente, el Presidente de la República podrá dictar las normas modificatorias de naturaleza estatutaria y remuneratoria que sean necesarias para el adecuado encasillamiento y traspaso que disponga, para los efectos previstos en la letra f) de este numeral.



b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.



c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del Sector Público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.



d) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento. Con todo, no se aplicará la norma establecida en la letra a) del artículo 46, del decreto supremo N° 412, de 1992, de la Subsecretaría de Carabineros.



e) Los cargos que se provean en el nuevo Servicio que se crea en el artículo 18 de esta ley serán ocupados, preferentemente, por los funcionarios que desempeñen funciones de similar naturaleza al momento del encasillamiento.



f) El personal que a la fecha del traspaso se encontrare afecto a un régimen previsional distinto del establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, podrá optar por este último conforme a los procedimientos que señale el correspondiente decreto con fuerza de ley.



7. Determinar la fecha de iniciación de actividades de las instituciones a que se refiere el número 1).



8. Traspasar a la Subsecretaría del Interior los recursos de las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones, y



9. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde el Ministerio de Defensa a la Subsecretaría del Interior, y de ésta a la Subsecretaría de Prevención del Delito y al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol.”.

Artículo tercero

del Senado y de la Cámara de Diputados



Consignarlo en los términos en que lo aprobó el Senado.

Artículo cuarto

de la Cámara de Diputados



Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo cuarto.- En la primera provisión de los cargos de carrera que deba realizarse en la Subsecretaría de Prevención del Delito y en el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, no regirá la norma establecida en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.”.

Artículo cuarto

del Senado

Artículo quinto

de la Cámara de Diputados



Pasan a ser artículo quinto, sin enmiendas.

Artículo quinto

del Senado

Artículo sexto

de la Cámara de Diputados



Pasan a ser artículo sexto, sin modificaciones.

Artículo sexto

del Senado

Artículo séptimo

de la Cámara de Diputados



Pasan a ser artículo séptimo, en los términos en que lo aprobó el Senado.
- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señor Espina y señora Alvear.



Cerrado el debate y sometida a votación dicha proposición, es aprobada por 34 votos a favor y 3 abstenciones, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política, respecto de los artículos 1°, inciso primero; 3°, letra c); 4°; 6°; 7°, inciso final; 8°, inciso segundo; 10, inciso primero; 13, inciso segundo e inciso tercero, letra a); 15, inciso tercero; 16; 22; 24; 27, número 1), y cuarto transitorio del proyecto.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei y Pérez San Martín, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Cantero, Novoa, Gómez, Orpis, Chadwick, Larraín y Navarro.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Letelier y Zaldívar, fundamentando, este último, su decisión.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

Del Ministerio del Interior y Seguridad Pública



Artículo 1º.- Créase el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el cual será el colaborador directo e inmediato del Presidente de la República en asuntos relativos al orden público y la seguridad pública interior, para cuyos efectos concentrará la decisión política en estas materias, y coordinará, evaluará y controlará la ejecución de planes y programas que desarrollen los demás Ministerios y Servicios Públicos en materia de prevención y control de la delincuencia, rehabilitación de infractores de ley y su reinserción social, en la forma que establezca la ley y dentro del marco de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.



Asimismo, le corresponderá la gestión de los asuntos y procesos administrativos que las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública requieran para el cumplimiento de sus funciones y que sean de su competencia.



Además de las funciones que esta ley le señale, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública será el sucesor legal, sin solución de continuidad, del Ministerio del Interior, y tendrá todas las atribuciones que las leyes le confieren.



Artículo 2°.- Para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 101 de la Constitución Política de la República, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública será el Ministerio encargado de la seguridad pública.



Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública dependerán de este Ministerio y se regirán por sus respectivas leyes orgánicas.



Artículo 3°.- Además de las facultades ya existentes para el Ministerio del Interior en otras materias, corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública:



a) Proponer al Presidente de la República la Política Nacional de Seguridad Pública Interior, coordinarla, actualizarla y evaluarla periódicamente, tanto a nivel nacional, regional y comunal, en su caso. La formulación de dicha política tendrá en consideración la evidencia surgida de estudios que determinen aquellas medidas y programas que puedan tener mayor impacto en la reducción del delito y la violencia;



b) Velar por la mantención del orden público en el territorio nacional;



c) Encomendar y coordinar las acciones y programas que los demás Ministerios y los Servicios Públicos desarrollen en relación con la Política Nacional de Seguridad Pública Interior, evaluarlas y controlarlas, decidiendo su implementación, continuación, modificación y término, así como la ejecución de las políticas gubernamentales en materias de control y prevención del delito, de rehabilitación y de reinserción social de infractores de ley, sin perjuicio de llevar a cabo directamente los que se le encomienden;



d) Mantener y desarrollar un sistema actualizado de procesamiento de datos, documentos y otros antecedentes que no permitan la singularización de personas determinadas, con el fin de evaluar el estado de la seguridad pública interior y la eficacia de las políticas públicas en la materia a nivel nacional, regional y comunal, y la situación de los organismos dependientes del Ministerio, para cuyo efecto podrá requerir la información y documentación pertinente a los órganos e instituciones del Estado vinculados con la seguridad pública interior. También podrá elaborar estadísticas relacionadas con la seguridad pública interior y difundirlas. Tales estadísticas se referirán, por lo menos, a la victimización, revictimización, el temor y las denuncias. Del mismo modo, deberán considerarse factores de riesgo relevantes que puedan incidir en el fenómeno delictivo, todo ello a nivel nacional, regional y comunal;



e) Autorizar, regular, supervisar, controlar y ejercer las demás atribuciones, en la forma que señale la ley, en materia de seguridad privada;



f) Encargar la realización de estudios e investigaciones que tengan relación directa con el orden público, la prevención y el control del delito, la rehabilitación y reinserción social de los delincuentes y la victimización.



g) Promover, coordinar y fomentar medidas de prevención y control de la delincuencia, la violencia y la reincidencia delictual;



h) Definir y evaluar las medidas orientadas al control de los delitos y aquellas que permitan una adecuada respuesta policial a las infracciones de la ley penal;



i) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluyendo las municipalidades, que digan relación directa con la elaboración, ejecución y evaluación de las políticas, planes y programas de seguridad interior y orden público;



j) Evaluar el cumplimiento de las metas y objetivos de los planes y programas de seguridad pública a cargo de las instituciones policiales, y 



k) Desempeñar las restantes funciones y ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.



Artículo 4°.- El Ministro del Interior y Seguridad Pública deberá efectuar la coordinación sectorial e intersectorial para el logro de los objetivos que se hayan fijado en materia de seguridad pública interior, orden público, prevención, rehabilitación y reinserción social.



Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, el diseño y la evaluación de los planes y programas que se ejecuten en dichos ámbitos, deberán ser autorizados por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.



Artículo 5°.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública informará semestralmente al Senado y a la Cámara de Diputados, por medio de las comisiones que estas Corporaciones designen, acerca de los avances en la implementación y los resultados parciales de los programas de seguridad pública.



Artículo 6º.- Existirá un Consejo Nacional de Seguridad Pública Interior, presidido por el Ministro del Interior y Seguridad Pública e integrado por el Ministro de Justicia, el Subsecretario del Interior, el Subsecretario de Prevención del Delito, el Subsecretario de Justicia, un representante de la Corte Suprema designado por ésta, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, el Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública, el General Director de Carabineros de Chile, el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, el Director Nacional de Gendarmería de Chile, el Director Nacional del Servicio Nacional de Menores, el Director Nacional del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y el Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades.



Un Subsecretario designado al efecto por el Ministro del Interior y Seguridad Pública actuará como Secretario del Consejo.



Este Consejo tendrá carácter consultivo y asesorará al Ministerio del Interior y Seguridad Pública en la elaboración de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.



El Consejo sesionará, como mínimo, una vez por semestre. Asimismo, a lo menos una vez al año, deberá oír a los representantes de la sociedad civil en la forma que determine el Consejo.

TÍTULO II

De las Subsecretarías



Artículo 7°.- En el ejercicio de sus atribuciones en materia de seguridad pública interior y orden público, el Ministro del Interior y Seguridad Pública contará con la colaboración inmediata de las Subsecretarías del Interior y de Prevención del Delito. Asimismo, contará con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para el cumplimiento de las funciones relativas al desarrollo regional y local y demás que le confiere a la misma la legislación vigente, así como también, las tareas que le encomiende el Ministro del Interior y Seguridad Pública. 



Los jefes superiores de estas Subsecretarías serán los Subsecretarios del Interior, de Prevención del Delito y de Desarrollo Regional y Administrativo, respectivamente.



El Ministro será subrogado por el Subsecretario del Interior y, a falta de éste, sucesivamente por el de Desarrollo Regional y Administrativo y por el de Prevención del Delito, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.



Artículo 8°.- Las Subsecretarías del Interior, de Desarrollo Regional y Administrativo y de Prevención del Delito tendrán todas aquellas funciones y atribuciones que se encuentran establecidas en la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado y en las demás normas legales que las regulen.



Asimismo, podrán formular planes y programas en el ámbito de sus funciones, ejecutarlos y evaluarlos.

Párrafo 1°

De la Subsecretaría del Interior



Artículo 9°.- Corresponderá a la Subsecretaría del Interior ser el órgano de colaboración inmediata del Ministro en todas aquellas materias relativas a la seguridad pública interior, mantención del orden público, la coordinación territorial del gobierno y las demás tareas que aquel le encomiende.



Artículo 10.- Sin perjuicio del ejercicio de las atribuciones que el Ministro le delegue, así como del cumplimiento de las tareas que aquél le encargue, el Subsecretario del Interior deberá, especialmente, ocuparse de los asuntos de naturaleza administrativa de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de los organismos del sector que corresponda; en especial, elaborar los decretos, resoluciones, órdenes ministeriales y oficios relativos a nombramientos, ascensos, retiros, renuncias, comisiones de servicios nacionales a otros organismos del Estado y al extranjero y, en general, todos aquellos actos administrativos orientados a la resolución de solicitudes, beneficios u otros asuntos que interesen al personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública  en servicio activo, al personal en retiro y a los familiares de todos los anteriores.



La Subsecretaría del Interior deberá mantener actualizado el registro especial establecido por el Título V de la ley Nº 20.000.



Artículo 11.- La Subsecretaría del Interior será la sucesora, para todos los efectos legales, reglamentarios y contractuales, de las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones, y le corresponderá hacerse cargo de los derechos y obligaciones de los que éstas fueren titulares y que existieren o se encontraren pendientes a la fecha de su supresión. Toda mención que se haga en leyes, reglamentos u otras normas a tales Subsecretarías se entenderá efectuada, a partir de esa fecha, a la Subsecretaría del Interior.

Párrafo 2°

De la Subsecretaría de Prevención del Delito



Artículo 12.- Créase en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública una Subsecretaría de Prevención del Delito, que será el órgano de colaboración inmediata del Ministro en todas aquellas materias relacionadas con la elaboración, coordinación, ejecución y evaluación de políticas públicas destinadas a prevenir la delincuencia, a rehabilitar y a reinsertar socialmente a los infractores de ley, sin perjuicio del ejercicio de las atribuciones que el Ministro le delegue, así como del cumplimiento de las tareas que aquél le encargue.



Artículo 13.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Subsecretaría de Prevención del Delito tendrá a su cargo la gestión de la totalidad de los planes y programas del Ministerio del Interior y Seguridad Pública en relación con la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción de infractores de ley.



Asimismo, coordinará los planes y programas que los demás Ministerios y Servicios Públicos desarrollen en este ámbito. Para tal efecto, articulará las acciones que éstos ejecuten, así como las prestaciones y servicios que otorguen, de manera de propender a su debida coherencia y a la eficiencia en el uso de los recursos.



Corresponderá, además, a la Subsecretaría de Prevención del Delito:



a) Evaluar los planes, programas, acciones, prestaciones y servicios de las entidades referidas en el inciso segundo de este artículo, pudiendo encargar, si se estima pertinente, evaluaciones externas independientes;



b) Proponer al Ministro del Interior y Seguridad Pública las políticas, normas, planes y programas en el campo de la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción social de infractores de ley;



c) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluyendo las municipalidades, que digan relación directa con la ejecución de las políticas, planes y programas de prevención, rehabilitación y reinserción social de infractores de ley;



d) Asesorar al Ministro del Interior y Seguridad Pública en el cumplimiento de las funciones que a éste le asigna el artículo 3° en lo relativo a la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción, y



e) Proponer al Ministro del Interior y Seguridad Pública las políticas y programas en materias de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichas sustancias, siempre que se trate de infractores de ley.

TÍTULO III

De la Ejecución Territorial de la Política de Seguridad Pública



Artículo 14.- La ejecución de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior a nivel regional, provincial y local, adaptada de acuerdo a las realidades respectivas en caso de ser necesario, se llevará a cabo por intermedio de los Intendentes.



Para ejecutar esta labor, los Intendentes podrán, especialmente:



a) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluidas las municipalidades, que tengan relación directa con los planes y programas de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior;



b) Evaluar el desarrollo de planes y programas ejecutados en el territorio de su jurisdicción;



c) Disponer la realización de estudios y encuestas que tengan relación directa con la ejecución de los planes y programas de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior, y



d) Implementar medidas de prevención de la delincuencia y aquellas orientadas a disminuir la violencia y la reincidencia delictual.



Artículo 15.- Corresponderá a los Intendentes la coordinación con los municipios en materias de seguridad pública, de manera que la Política Nacional de Seguridad Pública Interior dé cuenta de la realidad local. 



Para estos efectos, los Intendentes establecerán instancias que permitan recibir las propuestas de las gobernaciones y de los municipios para la elaboración de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.



Cada municipio podrá llevar a cabo directamente planes y programas en materia de prevención y de seguridad ciudadana, de manera coherente con la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.



Artículo 16.- En cada región del país existirá un Consejo Regional de Seguridad Pública Interior, presidido por el Intendente e integrado por los Gobernadores Provinciales, los alcaldes de los municipios de la región, el Secretario Regional Ministerial de Justicia, un representante de la Corte de Apelaciones respectiva designado por ésta, el Fiscal Regional del Ministerio Público, el Defensor Regional de la Defensoría Penal Pública, el Jefe de Zona de Carabineros de Chile, el Director Regional de Gendarmería de Chile, el Director Regional del Servicio Nacional de Menores, y el Director Regional del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol.



Este Consejo tendrá carácter consultivo y asesorará al Intendente en la implementación y coordinación de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior a nivel regional, provincial y local.



Dicho Consejo se reunirá a lo menos una vez por semestre.



El Consejo contará con un Secretario Ejecutivo designado por el Intendente, a quien le corresponderá coordinar las acciones del Consejo en la aplicación de la Política de Seguridad Pública Interior. El Secretario Ejecutivo levantará acta de las sesiones del Consejo y enviará copia de las mismas al Subsecretario de Prevención del Delito.

TÍTULO IV

Del Personal



Artículo 17.- El personal de planta y a contrata del Ministerio del Interior y Seguridad Pública estará afecto a las disposiciones de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; al régimen de remuneraciones del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria, y al decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece un nuevo sistema de pensiones.



El personal de la Subsecretaría del Interior estará conformado por los funcionarios que integran su planta de personal establecida por el decreto con fuerza de ley N° 1- 18.834, del Ministerio del Interior, de 1990; por los funcionarios de las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones que pasen a integrarla conforme a las reglas establecidas en esta ley; por los funcionarios a contrata asimilados a dicha planta, y por el personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública destinado a prestar servicios a requerimiento del Ministro del Interior y Seguridad Pública o del Subsecretario del Interior.



El personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública destinado a prestar servicios en la Subsecretaría del Interior percibirá, exclusivamente, las remuneraciones que les correspondan como miembros de las respectivas instituciones.

TÍTULO V

Del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol



Artículo 18.- Créase el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, servicio público descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.



El Servicio estará sujeto a las normas del Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882.



Su personal de planta y a contrata estará afecto a la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; al régimen de remuneraciones contemplado en el decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria, y al decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece un nuevo sistema de pensiones.



Artículo 19.- El Servicio tendrá por objeto la ejecución de las políticas en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichos estupefacientes y sustancias sicotrópicas y, en especial, en la elaboración de una estrategia nacional de drogas y alcohol.



En cumplimiento de dicho objeto corresponderá al Servicio:



a) Ejecutar las políticas y programas propias de su objeto;



b) Colaborar con el Ministro del Interior y Seguridad Pública, y con el Subsecretario de Prevención del Delito, en el ámbito de sus atribuciones, en la elaboración de políticas en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichos estupefacientes y sustancias sicotrópicas, cuando estas conductas constituyan un factor de riesgo para la comisión de delitos;



c) Impulsar y apoyar, técnica y financieramente, programas, proyectos y actividades de Ministerios o Servicios Públicos destinados a la prevención del consumo de drogas y alcohol, así como al tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por la drogadicción y el alcoholismo, y ejecutarlos, en su caso;



d) Elaborar una estrategia nacional de prevención del consumo de drogas y alcohol, coordinar su implementación, y dar apoyo técnico a las acciones que las entidades de la Administración del Estado emprendan en el marco de su ejecución;



e) Administrar el fondo establecido por el artículo 46 de la ley Nº 20.000;



f) Vincularse con organismos nacionales que se ocupen de temas propios de su competencia, y celebrar con ellos acuerdos y convenios para realizar proyectos de interés común. Con el mismo propósito podrá también, previa autorización del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, relacionarse con organismos internacionales;



g) Elaborar, aprobar y desarrollar programas de capacitación y difusión, orientados a la prevención del consumo de drogas y alcohol, y estimular la participación ciudadana en estas materias;



h) Certificar, de acuerdo a criterios técnicos, los proyectos cuyo financiamiento provenga de donaciones destinadas a los objetivos señalados en la letra anterior;



i) Mantener una base de datos actualizada y pública que contenga información sobre los objetivos, metas comprometidas, entidades beneficiadas, presupuestos y acciones realizadas durante la ejecución y evaluación de los planes y programas del Servicio, y recopilar, sistematizar y analizar los antecedentes relevantes sobre el fenómeno de las drogas y el alcohol;



j) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluyendo las municipalidades, que digan relación directa con la ejecución de las políticas, planes y programas de prevención del consumo de drogas y alcohol, así como el tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por la drogadicción y el alcoholismo, y



k) Desempeñar las restantes funciones y ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.



Artículo 20.- El patrimonio del Servicio estará formado por:



a) Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto de la Nación o en otras leyes generales o especiales;



b) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título;



c) Los aportes de la cooperación internacional que reciba para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier título;



d) Las herencias, legados y donaciones que acepte, las que quedarán exentas del trámite de insinuación y del impuesto a las donaciones establecido en la ley N° 16.271, y demás disposiciones que resulten aplicables, y



e) Los bienes que, en virtud de las disposiciones transitorias de esta ley, se le traspasen desde el Ministerio del Interior.

TÍTULO VI

Otras Normas



Artículo 21.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 7.912, del Ministerio del Interior, de 1927, Ley Orgánica de Ministerios:



1) Reemplázase el inciso primero del artículo 1°, por el siguiente:



“Artículo 1°. El Presidente de la República ejercerá el gobierno y administración del Estado por intermedio de los siguientes Ministerios:



1° Interior y Seguridad Pública;



2° Relaciones Exteriores;



3° Defensa Nacional;



4° Hacienda;



5° Secretaría General de la Presidencia de la República; 6° Secretaría General de Gobierno;



7° Economía, Fomento y Turismo;



8° Planificación;



9° Educación;



10° Justicia;



11° Trabajo y Previsión Social;



12° Obras Públicas;



13° Salud;



14° Vivienda y Urbanismo;



15° Agricultura;



16° Minería;



17° Transportes y Telecomunicaciones;



18° Bienes Nacionales;



19º Energía, y



20º Medio Ambiente.”.



2) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 3°:



a) Reemplázase, en el encabezamiento del inciso primero, la expresión “Ministerio del Interior” por “Ministerio del Interior y Seguridad Pública”, y en el párrafo segundo de la primera letra a), la expresión “Ministro del Interior” por “Ministro del Interior y Seguridad Pública”.



b) Sustitúyese la letra f) por la siguiente:



“f) La aplicación de las normas sobre extranjeros en Chile.”.



c) Suprímense los literales g), h), i), j), k) y l).”.



Artículo 22.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros:



1) Modifícase el artículo 1°, de la siguiente forma:



a) Elimínase la oración final de su inciso primero.



b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:



“Dependerá directamente del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y se vinculará administrativamente con éste a través de la Subsecretaría del Interior.”.



2) Sustitúyese el inciso primero del artículo 3°, por el siguiente:



“Artículo 3°.- Carabineros de Chile podrá establecer los servicios policiales que estime necesarios para el cumplimiento de sus finalidades específicas, de acuerdo con la Constitución Política y la ley.”.



3) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 10, la expresión “de Defensa Nacional” por “del Interior y Seguridad Pública”.



4) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 21, la expresión “de Defensa Nacional” por “del Interior y Seguridad Pública”.



5) Reemplázase, en el artículo 28, la expresión “de Defensa Nacional” por “del Interior y Seguridad Pública”.



6) Sustitúyese, en el artículo 32, la expresión “de Defensa Nacional” por “del Interior y Seguridad Pública”.



7) Reemplázase, en las letras a), b), d), k) y l) del artículo 52, la expresión “de Defensa Nacional” por “del Interior y Seguridad Pública”.



8) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 78, por el siguiente:



“La Dirección de Previsión de Carabineros de Chile es un organismo funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, por intermedio de la Subsecretaría del Interior, y otorgará los beneficios que señale su respectiva ley orgánica.”.



9) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 86, la expresión “de Defensa Nacional” por “del Interior y Seguridad Pública”.



10) Sustitúyese, en el artículo 87, la expresión “de Defensa Nacional” por “del Interior y Seguridad Pública”, y



11) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 89, la expresión “de Defensa Nacional” por “del Interior y Seguridad Pública”.



Artículo 23.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 2.460, de 1979, Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile:



1) Reemplázase el inciso primero de su artículo 1°, por el siguiente:



“Artículo 1°.- La Policía de Investigaciones de Chile es una Institución Policial de carácter profesional, técnico y científico, integrante de las Fuerzas de Orden, dependiente del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, cuyo personal estará sometido a un régimen jerárquico y disciplinario estricto. Se vinculará administrativamente con el referido Ministerio a través de la Subsecretaría del Interior.”.



2) Sustitúyese el inciso primero de su artículo 6°, por el siguiente:



“Artículo 6°.- La Policía de Investigaciones de Chile podrá establecer servicios policiales urbanos, rurales, fronterizos y cualquier otro que diga relación con sus funciones específicas, de acuerdo con la Constitución Política y la ley.”.



Artículo 24.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 844, de 1975, que crea la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile:



1) Reemplázase, en el inciso primero de su artículo 1°, la expresión “de Defensa Nacional y vinculado a él a través de la Subsecretaría de Carabineros” por “del Interior y Seguridad Pública y vinculado a él a través de la Subsecretaría del Interior”.



2) Sustitúyese, en el inciso primero de su artículo 4°, la expresión “de Defensa Nacional”, por “del Interior y Seguridad Pública”.



3) Reemplázase, en el artículo 25, la expresión “de Carabineros” por “del Interior”.



Artículo 25.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 3.607, de 1981, que establece nuevas normas sobre funcionamiento de vigilantes privados:



1) Reemplázase, en el artículo 2°, la expresión “las firmas de los Ministros del Interior y de Defensa Nacional” por “la firma del Ministro del Interior y Seguridad Pública”, y



2) Reemplázase, en el artículo 9°, la expresión “de Defensa Nacional” por “del Interior y Seguridad Pública, a través de la Subsecretaría del Interior,”.



Artículo 26.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 3° de la ley Nº 19.303, la frase “Ministerios del Interior y de Economía, Fomento y Reconstrucción”, por “Ministerios del Interior y Seguridad Pública, y de Economía, Fomento y Turismo”.



Artículo 27.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 22, del Ministerio de Hacienda, de 1959, Ley Orgánica del Servicio de Gobierno Interior de la República:



1) Modifícase el artículo 1°, de la siguiente forma: 



a) Intercálase, en su inciso primero, entre la palabra “Interior” y el punto aparte (.) que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”, y



b) Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo: 



“Su Jefe Superior será el Subsecretario del Interior.”.



2) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 16, entre la palabra “Interior” y la coma (,) que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”.



3) Derógase su artículo 24.



4) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 25, entre la palabra “Interior” y la letra “o” que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”.



5) Modifícase el artículo 26, de la siguiente forma:



a) Intercálase, en el párrafo segundo de la letra b) de su inciso tercero, entre la palabra “Interior” y la coma (,) que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”, y



b) Intercálase, en el párrafo segundo de la letra f) de su inciso tercero, entre la palabra “Interior” y la letra “y” que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”.



6) Sustitúyese, en su artículo 27, la palabra “Interior”, las dos veces que aparece, por la expresión “Interior y Seguridad Pública”, respectivamente.



7) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 35, entre la palabra “Interior” y el punto a parte (.) que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”.



8) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 45, entre la palabra “Interior” y la letra “o” que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”.



9) Intercálase, en el artículo 68, entre la palabra “Interior” y la letra “y” que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”.



10) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 80, entre la palabra “Interior” y la coma (,) que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”, y



11) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 85, entre la palabra “Interior” y el punto aparte (.) que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”.



Artículo 28.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas:



1) Modifícase el artículo 40 de la siguiente manera:



a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión "a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes" por "al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol".



b) Sustitúyese en su inciso final, la expresión "Ministerio del Interior" por "Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol".



2) Modifícase el artículo 46 de la siguiente manera:



a) Reemplázase en su inciso segundo, la expresión "Ministerio del Interior" por "Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol".



b) Sustitúyese en su inciso cuarto, la expresión "a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes" por "al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol".



3) Sustitúyese en el literal b) del inciso primero del artículo 50, la expresión "Ministerio del Interior" por "Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol”.



4) Reemplázase en el inciso primero de su artículo 55 la expresión " el Ministerio” por “la Subsecretaría”. 



5) Sustitúyese en el inciso final del artículo 56 las expresiones "al Ministerio", y “El Ministerio” por “a la Subsecretaría” y “La Subsecretaría”, respectivamente. 



6) Reemplázase en el inciso primero del artículo 57, la expresión "el Ministerio” por “la Subsecretaría”. 



Artículo 29.- La presente ley entrará en vigencia a la fecha de su publicación en el Diario Oficial. Las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones se suprimirán a la fecha de entrada en vigencia de las plantas de personal que se fijen y los encasillamientos y traspasos del personal que se dispongan en conformidad con lo establecido en las normas transitorias de esta ley. 



Con todo, las funciones y atribuciones de la Subsecretaría de Prevención del Delito serán ejercidas por la Subsecretaría del Interior, mientras la primera no inicie sus actividades.



Sin perjuicio de lo señalado en los incisos precedentes, a partir de la fecha de publicación de la presente ley, el Presidente de la República podrá nombrar al Subsecretario de Prevención del Delito, para efectos de la instalación de la nueva Subsecretaría de Prevención del Delito. En tanto no inicie sus actividades dicha Subsecretaría, la remuneración del Subsecretario de Prevención del Delito, grado C, se financiará con cargo al presupuesto correspondiente a la Partida del Ministerio del Interior, Capítulo 01, Programa 05.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del año siguiente a la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, los que también deberán ser suscritos por los Ministros de Hacienda y de Defensa Nacional,  cuando corresponda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:



1. Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Prevención del Delito y del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol y determinar la fecha en que, una vez fijadas, iniciarán sus actividades.



El encasillamiento en las plantas de personal de las instituciones antes señaladas incluirá sólo a personal titular proveniente de la Secretaría y Administración General del Ministerio del Interior contenida en el decreto con fuerza de ley N° 1-18.834, de 1990, del Ministerio del Interior, que  corresponderá, en adelante, a la Subsecretaría del Interior.



2. Ordenar el traspaso de personal titular de planta y a contrata que corresponda desde las Subsecretarías de Carabineros y de Investigaciones y del Ministerio del Interior a la Subsecretaría del Interior, a la Subsecretaría de Prevención del Delito y al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, en su caso, en las condiciones que determine y sin solución de continuidad. De igual modo, traspasará los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. El traspaso del personal titular de planta y a contrata y de los cargos que sirven se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado más cercano al total de remuneraciones que perciba el funcionario traspasado. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de esa institución disminuirá en el número de cargos traspasados, cualquiera sea su naturaleza jurídica. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo mediante decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio de Hacienda;



3. Modificar la planta de personal de la Subsecretaría del Interior, en atención a los traspasos de personal que se efectúen de conformidad al numeral anterior, al nuevo personal que ingrese a esta Subsecretaría, a las funciones que conserva y a las nuevas que adquiere en virtud de esta ley.



El encasillamiento en esta planta sólo incluirá personal titular proveniente de las Subsecretarías de Carabineros y de Investigaciones;



4. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo, y el Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento del personal derivado de las plantas que fije. Igualmente, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para el pago de la asignación de modernización del artículo 1° de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria.



5. Establecer las dotaciones máximas de personal para las entidades señaladas en el número 1) de este artículo;



6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:



a) No podrá tener como consecuencia ni ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Respecto de este personal, y sin perjuicio de lo dispuesto en el literal siguiente, el Presidente de la República podrá dictar las normas modificatorias de naturaleza estatutaria y remuneratoria que sean necesarias para el adecuado encasillamiento y traspaso que disponga, para los efectos previstos en la letra f) de este numeral. 



b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.



c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla  suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del Sector Público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.



d) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento. Con todo, no se aplicará la norma establecida en la letra a) del artículo 46, del decreto supremo N° 412, de 1992, de la Subsecretaría de Carabineros.



e) Los cargos que se provean en el nuevo Servicio que se crea en el artículo 18 de esta ley serán ocupados, preferentemente, por los funcionarios que desempeñen funciones de similar naturaleza al momento del encasillamiento.



f) El personal que a la fecha del traspaso se encontrare afecto a un régimen previsional distinto del establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, podrá optar por este último conforme a los procedimientos que señale el correspondiente decreto con fuerza de ley.



7. Determinar la fecha de iniciación de actividades de las instituciones a que se refiere el número 1).



8. Traspasar a la Subsecretaría del Interior los recursos de las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones, y



9. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde el Ministerio de Defensa a la Subsecretaría del Interior, y de ésta a la Subsecretaría de Prevención del Delito y al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol.



Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública que, además, deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, modifique las disposiciones orgánicas del Ministerio del Interior, sus Subsecretarías y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a objeto de adecuarlas al traspaso de funciones que en virtud de la presente ley se efectúa al Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Asimismo, reestructurará las plantas de personal de las referidas instituciones, ajustándolas a las funciones que conserva el Ministerio, sus Subsecretarías o los servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, debiendo en todos ellos suprimir los empleos asociados a las funciones traspasadas.



Artículo tercero.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente”, conformará el primer presupuesto de la Subsecretaría de Prevención del Delito y del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y readecuará el presupuesto de la Subsecretaría del Interior, transfiriendo a ellos los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.



Artículo cuarto.- En la primera provisión de los cargos de carrera que deba realizarse en la Subsecretaría de Prevención del Delito y en el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, no regirá la norma establecida en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.



Artículo quinto.- El mayor gasto que pueda derivar de las nuevas plantas que se fijen y del encasillamiento que se practique en virtud de los artículos primero y segundo transitorios, no podrá exceder, considerando su efecto año completo, de la cantidad de $1.412.542 miles. 



Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24- 03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público y, en los años siguientes, con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del Sector Público.



Artículo séptimo.- Los derechos y obligaciones contraídos por el Ministerio del Interior en virtud de la ejecución de los Programas Presupuestarios 05.01.04 y 05.01.05 de la Ley de Presupuestos del año respectivo, quedarán radicados en el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol y la Subsecretaría de Prevención del Delito, respectivamente.”.

_______________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, aprobado por la Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil y la posesión de material 

pornográfico infantil



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil, con urgencia calificada de “simple”, y que tiene el Boletín Nº 5.837-07.



Añade que la divergencia entre ambas ramas legislativas se produjo por el rechazo en la Cámara de Diputados de las enmiendas al artículo 3°, introducidas por el Senado. Esta disposición -que modifica el artículo 222 del Código Procesal Penal- contemplaba reglas para la interceptación de comunicaciones telefónicas con ocasión de una investigación criminal.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las diferencias suscitadas, acordó reemplazar el artículo 3°, ampliando de seis meses a un año el período durante el cual las empresas telefónicas y de telecomunicaciones deben mantener a disposición del Ministerio Público el registro de los números IP de las conexiones que realicen sus abonados. Asimismo, acordó incorporar un artículo 4°, nuevo, que establece la obligación para los establecimientos comerciales, que ofrecen al público servicios de acceso a Internet, de mantener un registro actualizado de los usuarios durante un período no inferior a un año, en el que se consignará su nombre, cédula de identidad o número de pasaporte o los datos que se consignan en la licencia de conducir o en el pase escolar, fecha y hora inicial de cada acceso e individualización del equipo en el cual se utilizó el servicio.



Esta proposición fue acordada con el voto conforme de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker (don Patricio), y de los Honorables Diputados señora Saa y señores Monckeberg (don Cristián) y Silber. Votó en contra el Honorable Diputado señor Calderón.



Cabe tener presente que el artículo 4° tiene el carácter de norma orgánica constitucional.



La Cámara de Diputados, en sesión del día 6 del mes en curso, aprobó el informe de la Comisión Mixta.



Así, dicha Comisión, como forma y modo de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras, efectúa la siguiente propuesta:

Artículo 3°

(Texto de ambas Cámaras)



Reemplazarlo por el que sigue:



“Artículo 3°.- Sustitúyese en el inciso quinto del artículo 222 del Código Procesal Penal, la expresión “seis meses” por “un año”.”.

Artículo 4°, nuevo



Incorporar el siguiente artículo 4°, nuevo:



“Artículo 4°.- Los establecimientos comerciales, cuya actividad principal sea ofrecer al público servicios de acceso a internet, a través de computadores propios o administrados por ellos, deberán mantener un registro actualizado de los usuarios, durante un plazo no inferior a un año, en el que se consignará su nombre, cédula de identidad o número de pasaporte, o con los datos que se consignan en la licencia de conducir o en el pase escolar, fecha y hora inicial de cada acceso e individualización del equipo en el cual se utilizó el servicio.



El responsable del establecimiento deberá exigir a los usuarios la exhibición de alguno de los documentos antes indicados en el acto de su registro y siempre que fuesen a hacer uso de un computador para los efectos señalados en el inciso precedente.



Los establecimientos a que se refiere el presente artículo, no permitirán el uso de sus computadores a las personas que no proporcionen los datos previstos en el inciso primero o que lo hicieren en forma incompleta y a las personas que no portaren alguno de los documentos anteriormente señalados, o se negaren a exhibirlos.



Los registros a que se refiere el presente artículo tienen el carácter de reservado y su examen sólo podrá ordenarse por el juez de garantía, a petición del Ministerio Público, sin perjuicio del ejercicio de las atribuciones establecidas en el inciso séptimo. El incumplimiento del deber de reserva establecido en el presente inciso, por parte del responsable del establecimiento o alguno de sus dependientes, será sancionado con multa de 2 a 10 unidades tributarias mensuales y clausura temporal del establecimiento por un período no superior a tres meses. La reincidencia en la comisión de dicha infracción, se castigará con multa de 4 a 20 unidades tributarias mensuales y la clausura definitiva.



El incumplimiento de las obligaciones establecidas en los incisos primero a tercero del presente artículo será sancionado con multa de 2 a 10 unidades tributarias mensuales. En el caso de una segunda condena por dicho incumplimiento, se podrá aplicar, adicionalmente, la clausura temporal del establecimiento por un período no superior a tres meses. De existir una tercera condena por tal incumplimiento, se aplicará el doble de la multa y la clausura definitiva.



De las infracciones contempladas en las disposiciones que preceden, conocerán los juzgados de policía local, conforme a las normas del procedimiento ordinario, contemplado en la ley N° 18.287, que Establece Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.



Para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el presente artículo, todos los establecimientos a que se refiere el inciso primero estarán sujetos a la vigilancia e inspección de Carabineros de Chile y de los inspectores municipales, resultando aplicable lo dispuesto en el artículo 2° de la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas.



Un reglamento, dictado por el Ministerio de Justicia, determinará las características específicas del Registro que deberán llevar los establecimientos a que se refiere el inciso primero, las medidas de seguridad que deberán adoptarse y toda otra norma que resulte necesaria para su implementación.



Lo dispuesto en el presente artículo entrará a regir noventa días después de la publicación en el Diario Oficial del reglamento a que se refiere el inciso precedente.”.

- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Walker (don Patricio).



Cerrado el debate y sometida a votación tal proposición, es aprobada por 26 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política, respecto del artículo 4° del proyecto.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag y Walker (don Patricio).



Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Espina.

- - -



Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Zaldívar, se deja testimonio de su opinión favorable a la aprobación de la proposición en análisis.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:



1) Modifícase el artículo 366 quáter en el siguiente sentido:



a) Intercálase en el inciso segundo, entre la frase “suyo o de otro” y la coma (,) que precede a las expresiones “la pena será”, lo siguiente: “o a enviar, entregar o exhibir imágenes o grabaciones de su persona o de otro menor de 14 años de edad, con significación sexual”.



b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:



“Quien realice alguna de las conductas descritas en los incisos anteriores con una persona menor de edad pero mayor de catorce años, concurriendo cualquiera de las circunstancias del numerando 1° del artículo 361 o de las enumeradas en el artículo 363 o mediante amenazas en los términos de los artículos 296 y 297, tendrá las mismas penas señaladas en los incisos anteriores.”.



c) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto:



“Las penas señaladas en el presente artículo se aplicarán también cuando los delitos descritos en él sean cometidos a distancia, mediante cualquier medio electrónico.



Si en la comisión de cualquiera de los delitos descritos en este artículo, el autor falseare su identidad o edad, se aumentará la pena aplicable en un grado.”.



2) Agrégase en el inciso segundo del artículo 366 quinquies, sustituyendo el punto final por una coma, lo siguiente: “o toda representación de dichos menores en que se emplee su voz o imagen, con los mismos fines.”.



Artículo 2°.- Sustitúyense en el artículo 4° de la ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, las expresiones “ y 366 quáter” por las siguientes: “366 quáter y 366 quinquies”, precedidas de una coma (,).



Artículo 3°.- Sustitúyese en el inciso quinto del artículo 222 del Código Procesal Penal, la expresión “seis meses” por “un año”.



Artículo 4°.- Los establecimientos comerciales, cuya actividad principal sea ofrecer al público servicios de acceso a internet, a través de computadores propios o administrados por ellos, deberán mantener un registro actualizado de los usuarios, durante un plazo no inferior a un año, en el que se consignará su nombre, cédula de identidad o número de pasaporte, o con los datos que se consignan en la licencia de conducir o en el pase escolar, fecha y hora inicial de cada acceso e individualización del equipo en el cual se utilizó el servicio.



El responsable del establecimiento deberá exigir a los usuarios la exhibición de alguno de los documentos antes indicados en el acto de su registro y siempre que fuesen a hacer uso de un computador para los efectos señalados en el inciso precedente.



Los establecimientos a que se refiere el presente artículo, no permitirán el uso de sus computadores a las personas que no proporcionen los datos previstos en el inciso primero o que lo hicieren en forma incompleta y a las personas que no portaren alguno de los documentos anteriormente señalados, o se negaren a exhibirlos.



Los registros a que se refiere el presente artículo tienen el carácter de reservado y su examen sólo podrá ordenarse por el juez de garantía, a petición del Ministerio Público, sin perjuicio del ejercicio de las atribuciones establecidas en el inciso séptimo. El incumplimiento del deber de reserva establecido en el presente inciso, por parte del responsable del establecimiento o alguno de sus dependientes, será sancionado con multa de 2 a 10 unidades tributarias mensuales y clausura temporal del establecimiento por un período no superior a tres meses. La reincidencia en la comisión de dicha infracción, se castigará con multa de 4 a 20 unidades tributarias mensuales y la clausura definitiva.



El incumplimiento de las obligaciones establecidas en los incisos primero a tercero del presente artículo será sancionado con multa de 2 a 10 unidades tributarias mensuales. En el caso de una segunda condena por dicho incumplimiento, se podrá aplicar, adicionalmente, la clausura temporal del establecimiento por un período no superior a tres meses. De existir una tercera condena por tal incumplimiento, se aplicará el doble de la multa y la clausura definitiva.



De las infracciones contempladas en las disposiciones que preceden, conocerán los juzgados de policía local, conforme a las normas del procedimiento ordinario, contemplado en la ley N° 18.287, que Establece Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.



Para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el presente artículo, todos los establecimientos a que se refiere el inciso primero estarán sujetos a la vigilancia e inspección de Carabineros de Chile y de los inspectores municipales, resultando aplicable lo dispuesto en el artículo 2° de la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas.



Un reglamento, dictado por el Ministerio de Justicia, determinará las características específicas del Registro que deberán llevar los establecimientos a que se refiere el inciso primero, las medidas de seguridad que deberán adoptarse y toda otra norma que resulte necesaria para su implementación.



Lo dispuesto en el presente artículo entrará a regir noventa días después de la publicación en el Diario Oficial del reglamento a que se refiere el inciso precedente.



Artículo transitorio.- Las modificaciones que el artículo 3° introduce al artículo 222 del Código Procesal Penal entrarán en vigencia ciento ochenta días después de la publicación de esta ley.”.

_______________

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Espina, señoras Matthei y Pérez San Martín y señores Allamand y García, relativo al procedimiento aplicable para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, 

con informe de la Comisión de Economía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Espina, señoras Matthei y Pérez San Martín y señores Allamand y García, relativo al procedimiento aplicable para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, y que tiene el Boletín N° 7.256-03.


Añade que su objetivo principal es agilizar los procedimientos por acciones colectivas y difusas, simplificando el trámite de admisibilidad de la demanda, y fortalecer la conciliación, haciéndola obligatoria.



La Comisión de Economía discutió el proyecto sólo en general, dando su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.



Cabe destacar que el artículo 52, nuevo, propuesto en el numeral 1 del artículo único, tiene carácter de norma orgánica constitucional.



Por último, es dable señalar que la Comisión de Economía estima conveniente fijar plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 10 de enero del año próximo, fecha ya dispuesta para tal objetivo respecto de dos proyectos que tratan materias similares.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor García.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 23 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política, respecto del número 1 del artículo único del proyecto.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón, y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 13 horas del lunes 10 de enero de 2011, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo único.- Modifícase la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, de la forma siguiente:



1.- Reemplázase el actual artículo 52, por el siguiente:



“Artículo 52.- El tribunal examinará la demanda y le dará tramitación una vez que verifique la concurrencia de los siguientes elementos:



a. Que la acción ha sido deducida por uno de los legitimados activos individualizados en el artículo 51.



b. Que la acción deducida precisa las cuestiones de hecho que afectan el interés colectivo o difuso de los consumidores y los derechos afectados.



Sobre la resolución que declare admisible la demanda no procederá recurso alguno. Respecto de la resolución que declara inadmisible la demanda procederá recurso de apelación.



Admitida a tramitación la demanda, el juez citará a las partes a una audiencia de conciliación para dentro de quinto día contado desde la fecha de notificación de la demanda. A esta audiencia, las partes deberán comparecer representadas por apoderados con poder suficiente y deberán presentar bases concretas de arreglo. El juez obrará como amigable componedor y tratará de obtener un avenimiento total o parcial en el litigio. Las opiniones que emita no lo inhabilitan para seguir conociendo de la causa. La audiencia se llevará a cabo con las partes que asistan.



Si los interesados lo piden, la audiencia se suspenderá para facilitar la deliberación de las partes. Si el tribunal lo estima necesario postergará la audiencia para dentro de tercero día, se dejará de ello constancia y a la nueva audiencia las partes concurrirán sin necesidad de nueva notificación.”.



2.- Agréganse los siguientes artículos nuevos, a continuación del artículo 52:



“Artículo 52 A.- De la conciliación total o parcial se levantará un acta que consignará sólo las especificaciones del arreglo, la cual subscribirán el juez, las partes que lo deseen y el secretario, y se estimará como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales, en especial para los efectos de lo establecido en el artículo 54.



Artículo 52 B.- El demandado dispondrá de un plazo de diez días para contestar la demanda contados desde la fecha de la certificación que dé cuenta del rechazo de la conciliación o de la inasistencia de alguna de las partes.



En este procedimiento, el demandado podrá oponer excepciones dilatorias sólo hasta las 12,00 horas del día anterior al fijado para la realización de la audiencia de conciliación. Las excepciones deberán oponerse todas en un mismo escrito y se resolverán breve y sumariamente antes de dar inicio a la audiencia de conciliación.”.”.

- - -



Luego, el señor Presidente suspende la sesión por veinte minutos, a la espera del informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica (Boletín N° 7.330-05), que la Sala ha acordado incluir en la Tabla del Orden del Día de hoy.



Se reanuda la sesión.

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica, con informe de la Comisión 

de Hacienda


El señor Presidente, junto con anunciar que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, recaba el asentimiento de la Sala para permitir el ingreso de los señores Subsecretarios de Hacienda y General de la Presidencia y de la señora Directora de Presupuestos, lo que así se acuerda.



El señor Secretario General expresa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 7.330-05.



Cabe destacar que la Comisión de Hacienda efectuó las siguientes enmiendas al proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados:

Agregar los siguientes artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 15 y 16, nuevos:



“Artículo 1°.- Otórgase, a contar del 1 de diciembre de 2010 un reajuste de 4,2% a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297.



El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean determinadas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.



Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, establecidas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2010.



Artículo 2°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que, a la fecha de publicación de esta ley, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley Nº 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes Nº 18.460 y Nº 18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº 18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297, al personal remunerado de conformidad al párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.640 y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.



El monto del aguinaldo será de $40.000.- para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2010 sea igual o inferior a $525.000.- y de $21.224, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.



Artículo 3°.- El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley.



Artículo 4°.- Los aguinaldos concedidos por los artículos 2º y 3º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.



Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.



Artículo 5°.- Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición.



El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.



Artículo 6°.- Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30 de la ley N° 20.032, de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición.



El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.



Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.



Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de la presente ley, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda.



Artículo 8°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2011 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2011, desempeñen cargos de planta o a contrata en las entidades a que se refiere el artículo 2º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de esta ley.



El monto del aguinaldo será de $51.500.- para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2011, sea igual o inferior a $525.000.-, y de $35.875.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.



El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.



Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el artículo  5° de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.



Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 6° de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.



En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6°, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda, cuando procediere.



Artículo 9°.- Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.



Artículo 10.- Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno.



Artículo 11.- Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.



Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 2º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.



Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.



La diferencia en favor del trabajador que de ello resulte, será de cargo de la respectiva entidad empleadora.



Artículo 12.- Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley, deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.



Artículo 13.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto en  el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible ni tributable, por cada hijo de entre cuatro y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza prebásica del 1º nivel de transición, 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $50.218 el que será pagado en dos cuotas iguales de $25.109.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2011. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.



Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.



En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda.



Quienes perciban maliciosamente este bono, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.



Artículo 14.- Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2011, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $21.005.- por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $525.000 la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.



Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente.



Artículo 15.- Concédese durante el año 2011, al personal asistente de la educación que se desempeñe en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 13 y la bonificación adicional del artículo 14 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.



Iguales beneficios tendrá el personal de la educación que tenga las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, que se desempeñe en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980.



Artículo 16.- Durante el año 2011 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, tendrá un monto de $87.283.-.



El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13º de la ley Nº 19.553, se calculará sobre dicho monto.”.

Artículo 1°



Pasa a ser artículo 17, con la siguiente enmienda:



Sustituir, en el inciso primero, la expresión “y”, por “13 y 14”.

Intercalar los siguientes artículos 18 y 19, nuevos:



“Artículo 18.- Sustitúyese, a partir del 1 de enero del año 2011, los montos de "$214.554.-”, “$243.319.-” y “$261.721”.-, a que se refiere el artículo 21º de la ley Nº 19.429, por “$223.565”, “$ 253.538”, “$272.713” respectivamente.



Artículo 19.- Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8° y 13, los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $1.743.150-, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.”.

Artículo 2°



Pasa a ser artículo 20, sin enmiendas.

Intercalar los siguientes artículos 21 a 27, nuevos:



“Artículo 21.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2011, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2011, de $14.000.- Este aguinaldo se incrementará en $7.200.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.



En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.



Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho al aguinaldo a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho al aguinaldo en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.



Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2011 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la ley Nº 19.123; del artículo 1° de la ley N° 19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129, y del subsidio para las personas con  discapacidad mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255.



Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 8° de la presente ley, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado, beneficiario del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 o de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, subsidio o indemnización, líquidos. En todo caso, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario.



Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 30 de noviembre del año 2011, y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129 que tengan dicha calidad en la misma fecha, un aguinaldo de Navidad del año 2011 de $16.100.- dicho aguinaldo se incrementará en $9.100.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.



Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización.



En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y séptimo, de este artículo.



Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia no estarán afectos a descuento alguno.



Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga el anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.



Artículo 22.- Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias, del subsidio para las personas con  discapacidad  mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, o un aporte previsional solidario, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes.



Artículo 23.- Concédese, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2011, la bonificación extraordinaria trimestral concedida por la ley Nº 19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de esta bonificación será de $184.993.- trimestrales.



Tendrán derecho a este beneficio los profesionales señalados en el artículo 1º de la ley Nº 19.536 y los demás profesionales de colaboración médica de los servicios de salud remunerados según el sistema del decreto ley Nº 249, de 1973, que se desempeñen en las mismas condiciones, modalidades y unidades establecidas en el mencionado precepto, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.



La cantidad máxima de profesionales que tendrán derecho a esta bonificación será de 4.966 personas.



En lo no previsto por este artículo, la concesión de la citada bonificación se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.536, en lo que fuere procedente.



Artículo 24.- Modifícase la ley Nº 19.464, en la siguiente forma:



a) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 7º, la frase "y enero del año 2010" por " y enero del año 2011,", y



b) Sustitúyese, en el artículo 9º, el guarismo "2011" por "2012".



Artículo 25.- Suprímese en el inciso segundo del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.423, la expresión que comienza “y, en especial” y que concluye en “sobre Estatuto Administrativo”.



Artículo 26.- El componente variable de la asignación por desempeño del artículo 9° de la ley N° 20.212 y el incremento por desempeño institucional del artículo 6° de la ley N° 19.553, respecto de los empleados civiles de planta y a contrata de las Subsecretarías Para las Fuerzas Armadas y de Defensa y del Estado Mayor Conjunto que tengan derecho a ellas se concederá sobre la base de un programa de mejoramiento de la gestión que cada una de dichas instituciones establezcan, el cual se sujetará en todo a las normas señaladas en el mencionado artículo 6° y al reglamento para su aplicación.



El personal civil de planta y a contrata de las antiguas Subsecretarías de Guerra, de Marina y de Aviación y de la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional, en el período que media entre el 1 de enero de 2011 y la vigencia de los traspasos y encasillamientos resultantes del ejercicio de la facultad contenida en el artículo 6° transitorio de la ley N° 20.424, percibirá las cuotas correspondientes a dicho lapso de la asignación por desempeño del artículo 9° de la ley N° 20.212, de la asignación de modernización del artículo 1° de la ley N° 19.553, y de las bonificaciones del artículo 8° de la ley N° 19.553 y del artículo 12 de la ley N° 20.212, según proceda.



Una vez practicados los traspasos y encasillamientos a que se refiere el inciso anterior, durante el año 2011, el mismo personal mencionado en el inciso precedente, recibirá el incremento por desempeño institucional del artículo 6° de la ley N° 19.553 o el componente variable de la asignación por desempeño del artículo 9° de la ley N° 20.212, según haya sido el grado de cumplimiento de los objetivos o metas de gestión de su servicio de origen.    



Asimismo, durante el mismo año 2011, el personal civil de planta y a contrata de la antigua Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional, traspasado y encasillado según lo señalado en el inciso segundo de este artículo,  tendrá derecho al pago del incremento por desempeño colectivo a que se refiere el artículo 7° de la ley N° 19.553, en relación al cumplimiento de las metas de su equipo, unidad o área de trabajo definidas para el año anterior, en dicha Dirección Administrativa.



Artículo 27.- Decláranse bien pagados al personal civil de planta y a contrata de las antiguas Subsecretarías de Guerra, de Marina y Aviación y de la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional, los montos correspondientes al año 2010 de las  asignaciones del artículo 9° de la ley N° 20.212 y del artículo 1° de la ley N° 19.553, y de las bonificaciones del artículo 8° de la ley N° 19.553 y del artículo 12 de la ley N° 20.212, según corresponda, de  conformidad a las normas del  decreto con fuerza de ley N° 1, de 2010, del Ministerio de Defensa, Subsecretaría de Guerra.”.

Artículos 3° y 4°



Pasan a ser artículos 28 y 29, sin enmiendas.

Artículo 5°



Pasa a ser artículo 30, con la siguiente enmienda:



Sustituir, en el inciso segundo, las expresiones “..., ..., ..., ..., ...”, por “1°, 8°, 13, 14 y 16”.

Artículo 6°



Pasa a ser artículo 31, sin enmiendas. 

Incorporar el siguiente artículo 32, nuevo:



“Artículo 32.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2°, 3°, 5° y 6° de la presente ley, un bono especial no imponible, y que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2010, y cuyo monto será de $200.000.- para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2010 sea igual o inferior a $525.000.-, y de $100.000.- para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de $1.743.150.-. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo 19 de la presente ley.”.

- - -



En primer término, la Sala aprueba en general el proyecto, por la unanimidad de sus miembros presentes.

- - -



Acto seguido, el señor Presidente señala que procede considerar el proyecto en particular.


Al efecto, pone en discusión el artículo 1° de la iniciativa, otorgando la palabra al Honorable Senador señor Escalona, al señor Ministro de Hacienda, a los Honorables Senadores señores Gómez y Rossi y al señor Ministro del Interior.

- - -



Luego, el señor Presidente suspende la sesión.



Se reanuda la sesión.

- - -



Continuando con la discusión del artículo 1° de la iniciativa, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señor Bianchi y señoras Matthei y Pérez San Martín.

- - -


Enseguida, el señor Presidente recaba el asentimiento de la Sala para votar el aludido artículo 1°; luego -y conjuntamente- los demás preceptos del proyecto, y, por último, una indicación del Ejecutivo, recaída en el artículo 32, destinada a reemplazar los guarismos “$200.000” por “215.000” y “$100.000” por “$107.500”.



Así se acuerda.

- - -



En consecuencia, puesto en votación el artículo 1° del proyecto, se produce el siguiente resultado: 15 votos a favor, 7 en contra, 8 abstenciones y 2 pareos.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, Chahuán y Horvath.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Frei, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro y Rossi.


Fundamentan su voto contrario, los Honorables Senadores señora Allende y señores Frei, Muñoz Aburto y Navarro.



Se abstienen, los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón, y señores Escalona, Lagos, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma y Zaldívar.



Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señores Zaldívar, Lagos y Tuma, señora Alvear, señor Ruiz-Esquide, señora Rincón y señor Escalona.


No votan, por estar pareadas, las Honorables Senadoras señoras Matthei y Pérez San Martín.


El señor Secretario General señala que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, debe repetirse la votación.



Repetida la votación, se aprueba el artículo 1°, por 15 votos a favor, 4 en contra, 7 abstenciones y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Frei, Gómez, Muñoz Aburto y Navarro.


Se abstienen, los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón, y señores Escalona, Lagos, Quintana, Ruiz-Esquide y Zaldívar.



No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.
- - -



Enseguida, el señor Presidente suspende la sesión.



Se reanuda la sesión.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en votación -conjuntamente- los demás preceptos del proyecto, siendo aprobados por 24 votos a favor y 2 pareos.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide y Zaldívar.



No votan, por estar pareadas, las Honorables Senadoras señoras Matthei y Pérez San Martín.
- - -


Posteriormente, el señor Presidente pone en votación la indicación del Ejecutivo -ya descrita-, la que es aprobada por 24 votos a favor y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Matthei y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide y Zaldívar.



No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.


Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Frei, se deja testimonio de su opinión favorable a la aprobación de la indicación en análisis.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Otórgase, a contar del 1 de diciembre de 2010 un reajuste de 4,2% a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297.



El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean determinadas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.



Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, establecidas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2010.



Artículo 2°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que, a la fecha de publicación de esta ley, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley Nº 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes Nº 18.460 y Nº 18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº 18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297, al personal remunerado de conformidad al párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.640 y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.



El monto del aguinaldo será de $40.000.- para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2010 sea igual o inferior a $525.000.- y de $21.224, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.



Artículo 3°.- El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley.



Artículo 4°.- Los aguinaldos concedidos por los artículos 2º y 3º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.



Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.



Artículo 5°.- Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición.



El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.



Artículo 6°.- Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30 de la ley N° 20.032, de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición.



El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.



Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.



Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de la presente ley, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda.



Artículo 8°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2011 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2011, desempeñen cargos de planta o a contrata en las entidades a que se refiere el artículo 2º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de esta ley.



El monto del aguinaldo será de $51.500.- para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2011, sea igual o inferior a $525.000.-, y de $35.875.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.



El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.



Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el artículo  5° de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.



Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 6° de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.



En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6°, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda, cuando procediere.



Artículo 9°.- Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.



Artículo 10.- Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno.



Artículo 11.- Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.



Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 2º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.



Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.



La diferencia en favor del trabajador que de ello resulte, será de cargo de la respectiva entidad empleadora.



Artículo 12.- Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley, deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.



Artículo 13.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto en  el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible ni tributable, por cada hijo de entre cuatro y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza prebásica del 1º nivel de transición, 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $50.218 el que será pagado en dos cuotas iguales de $25.109.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2011. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.



Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.



En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda.



Quienes perciban maliciosamente este bono, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.



Artículo 14.- Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2011, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $21.005.- por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $525.000 la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.



Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente.



Artículo 15.- Concédese durante el año 2011, al personal asistente de la educación que se desempeñe en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 13 y la bonificación adicional del artículo 14 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.



Iguales beneficios tendrá el personal de la educación que tenga las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, que se desempeñe en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980.



Artículo 16.- Durante el año 2011 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, tendrá un monto de $87.283.-.



El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13º de la ley Nº 19.553, se calculará sobre dicho monto.



Artículo 17.- Increméntase en $3.120.000.- miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2010. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.



La distribución de estos recursos entre las universidades estatales se efectuará, en primer término, en función de las necesidades acreditadas para el pago de los beneficios referidos en el inciso anterior, y el remanente, se hará en la misma proporción que corresponda al aporte inicial correspondiente al año 2010.



Artículo 18.- Sustitúyese, a partir del 1 de enero del año 2011, los montos de "$214.554.-”, “$243.319.-” y “$261.721”.-, a que se refiere el artículo 21º de la ley Nº 19.429, por “$223.565”, “$ 253.538”, “$272.713” respectivamente.



Artículo 19.- Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8° y 13, los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $1.743.150-, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.



Artículo 20.- Concédese por una sola vez en el año 2011, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral,  de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a los pensionados del sistema establecido en el referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario de vejez, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez, un bono de invierno de $44.265.-.



El bono a que se refiere el inciso anterior, se pagará en el mes de mayo del año 2011, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.



No tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier tipo, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio.



Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.



Artículo 21.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2011, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2011, de $14.000.- Este aguinaldo se incrementará en $7.200.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.



En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.



Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho al aguinaldo a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho al aguinaldo en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.



Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2011 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la ley Nº 19.123; del artículo 1° de la ley N° 19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129, y del subsidio para las personas con  discapacidad mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255.



Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 8° de la presente ley, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado, beneficiario del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 o de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, subsidio o indemnización, líquidos. En todo caso, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario.



Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 30 de noviembre del año 2011, y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129 que tengan dicha calidad en la misma fecha, un aguinaldo de Navidad del año 2011 de $16.100.- dicho aguinaldo se incrementará en $9.100.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.



Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización.



En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y séptimo, de este artículo.



Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia no estarán afectos a descuento alguno.



Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga el anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.



Artículo 22.- Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias, del subsidio para las personas con discapacidad mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, o un aporte previsional solidario, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de  Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes.



Artículo 23.- Concédese, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2011, la bonificación extraordinaria trimestral concedida por la ley Nº 19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de esta bonificación será de $184.993.- trimestrales.



Tendrán derecho a este beneficio los profesionales señalados en el artículo 1º de la ley Nº 19.536 y los demás profesionales de colaboración médica de los servicios de salud remunerados según el sistema del decreto ley Nº 249, de 1973, que se desempeñen en las mismas condiciones, modalidades y unidades establecidas en el mencionado precepto, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.



La cantidad máxima de profesionales que tendrán derecho a esta bonificación será de 4.966 personas.



En lo no previsto por este artículo, la concesión de la citada bonificación se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.536, en lo que fuere procedente.



Artículo 24.- Modifícase la ley Nº 19.464, en la siguiente forma:



a) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 7º, la frase "y enero del año 2010" por " y enero del año 2011,", y



b) Sustitúyese, en el artículo 9º, el guarismo "2011" por "2012".



Artículo 25.- Suprímese en el inciso segundo, del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.423, la expresión que comienza “y, en especial” y que concluye en “sobre Estatuto Administrativo”.



Artículo 26.- El componente variable de la asignación por desempeño del artículo 9° de la ley N° 20.212 y el incremento por desempeño institucional del artículo 6° de la ley N° 19.553, respecto de los empleados civiles de planta y a contrata de las Subsecretarías Para las Fuerzas Armadas y de Defensa y del Estado Mayor Conjunto que tengan derecho a ellas se concederá sobre la base de  un programa de mejoramiento de la gestión que cada una de dichas instituciones establezcan, el cual se sujetará en todo a las normas señaladas en el mencionado artículo 6° y al reglamento para su aplicación.



El personal civil de planta y a contrata de las antiguas Subsecretarías de Guerra, de Marina y de Aviación y de la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional, en el período que media entre el 1 de enero de 2011 y la vigencia de los traspasos y encasillamientos  resultantes del ejercicio de la facultad contenida en el artículo 6° transitorio de la ley N° 20.424, percibirá las cuotas correspondientes a dicho lapso de la asignación por desempeño del artículo 9° de la ley N° 20.212, de la asignación de modernización del artículo 1° de la ley N° 19.553, y de las bonificaciones del artículo 8° de la ley N° 19.553 y del artículo 12 de la ley N° 20.212, según proceda.



Una vez practicados los traspasos y encasillamientos a que se refiere el inciso anterior, durante el año 2011, el mismo personal mencionado en el inciso precedente, recibirá el incremento por desempeño institucional del artículo 6° de la ley N° 19.553 o el componente variable de la asignación por desempeño del artículo 9° de la ley N° 20.212, según haya sido el grado de cumplimiento de los objetivos o metas de gestión de su servicio de origen.



Asimismo, durante el mismo año 2011, el personal civil de planta y a contrata de la antigua Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional, traspasado y encasillado según lo señalado en el inciso segundo de este artículo,  tendrá derecho al pago del incremento por desempeño colectivo a que se refiere el artículo 7° de la ley N° 19.553, en relación al cumplimiento de las metas de su equipo, unidad o área de trabajo definidas para el año anterior, en dicha Dirección Administrativa.



Artículo 27.- Decláranse bien pagados al personal civil de planta y a contrata de las antiguas Subsecretarías de Guerra, de Marina y Aviación y de la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional, los montos correspondientes al año 2010 de las asignaciones del artículo 9° de la ley N° 20.212 y del artículo 1° de la ley N° 19.553, y de las bonificaciones del artículo 8° de la ley N° 19.553 y del artículo 12 de la ley N° 20.212, según corresponda, de conformidad a las normas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2010, del Ministerio de Defensa, Subsecretaría de Guerra.



Artículo 28.- Concédese para el personal asistente de la educación que se desempeñe en los establecimientos educacionales municipales administrados directamente por los municipios o por corporaciones, así como en los establecimientos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, un bono anual por una sola vez vinculado a los resultados de la aplicación durante el 2009 del sistema de evaluación de desempeño establecido en el artículo 3° de la ley Nº 20.244.



Dicho bono tendrá un valor de $230.000.- para los asistentes evaluados dentro del 80% de mejor desempeño del establecimiento educacional; y de $120.000.- para el personal asistente que hubiera sido calificado dentro del 20% restante, según la evaluación realizada el año 2009.



Este bono se pagará en una sola cuota, en el curso del mes de diciembre de 2010 al personal que, cumpliendo los requisitos de los incisos precedentes, se encuentre desempeñando funciones al momento de publicación de esta ley, en jornadas de 44 ó 45 horas, según corresponda. Respecto de aquellos funcionarios que desempeñen jornadas parciales del trabajo, el monto del bono se calculará proporcionalmente a una jornada laboral de 45 horas.



En el caso de personal asistente de la educación que hubiera sido legalmente eximido de la evaluación en el año 2009 por estar sujeto a fuero laboral, y que cumpla los demás requisitos señalados en los incisos precedentes, tendrán derecho al bono de $230.000.



El bono no será imponible ni tributable, ni constituirá base de cálculo para ninguna otra remuneración.



Artículo 29.- El bono que concede el artículo anterior será de cargo fiscal y el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los establecimientos educacionales municipales administrados directamente por las municipalidades o por corporaciones, y a los establecimientos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, y determinará además los mecanismos de resguardo en su aplicación para su pago. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.



Artículo 30.- El mayor gasto que represente en el año 2010 a los órganos y servicios la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y, o transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para el pago de los aguinaldos se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a ese ítem.



El gasto que irrogue durante el año 2011 a los órganos y servicios públicos incluidos en la Ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1°, 8°, 13, 14 y 16 de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y, o con transferencias del ítem señalado en el inciso precedente del presupuesto para el año 2011 y en lo que faltare, mediante aumento del aporte fiscal con cargo a mayores ingresos, en cuyo caso se entenderá incrementada en el equivalente a la aplicación de dichos mayores ingresos la suma global de gastos respectiva que se apruebe en la Ley de Presupuestos para 2011. Todo lo anterior, podrá ser dispuesto por el Ministro de Hacienda, mediante uno o más decretos expedidos en la forma establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, dictados a contar de la fecha de publicación de esta ley.



Artículo 31.- los funcionarios de las universidades estatales que no se acogieron a la ley N° 20.374 en los plazos establecidos en el artículo 6° de dicha ley, podrán acogerse a los beneficios contemplados en sus artículos 1° y 4°, en la medida que hagan efectiva su renuncia voluntaria al cargo o al total de las horas que sirven, dentro del plazo de 90 días corridos contado desde la fecha de publicación de la presente ley, y siempre dentro del número de funcionarios establecidos en el inciso segundo del artículo 1° e inciso primero del artículo 4° de dicha ley.



A los funcionarios que se acojan a lo señalado en el inciso anterior no les será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 8° de la ley N° 20.374.



Para el año 2011, el monto del aporte del Fisco para la bonificación a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 20.374 no podrá superar los $26.584.255 miles contemplados en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2011 para la aplicación de la ley N° 20.374. Si el monto acumulado del referido beneficio excediere de la suma antes señalada, la diferencia será de cargo de la respectiva universidad.



Artículo 32.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2°, 3°, 5° y 6° de la presente ley, un bono especial no imponible, y que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2010, y cuyo monto será de $215.000.- para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2010 sea igual o inferior a $525.000.-, y de $107.500.- para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de $1.743.150.-. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo 19 de la presente ley.”.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Bianchi al señor Ministro de Hacienda, sobre pago de reajuste a trabajadores de universidades estatales.



- Del Honorable Senador señor Cantero:



1) Al señor Intendente de la Región de Antofagasta, acerca del estado de avance del proyecto sobre reconstrucción de la prefectura de la PDI de Tocopilla.



2) A la señora Alcaldesa de Antofagasta, en cuanto a la situación que afecta al Grupo Habitacional Aníbal Pinto de esa comuna.



3) Al señor Alcalde de Tocopilla, sobre el pago de cotizaciones de profesores de la comuna, y en cuanto a la administración conjunta de ese municipio y la DAEM respectiva, en materia de educación.



4) Al señor SEREMI del Trabajo y Previsión Social de la Región de Antofagasta, en relación con una presunta vulneración de normas de seguridad laboral en Codelco Norte.



5) A la señora Directora Regional del SERNAM de la Región de Antofagasta, en lo relativo al Plan Regional de Igualdad de Oportunidades.



6) Al señor Presidente y Director Regional del Consejo de la Cultura y las Artes de la Región de Antofagasta, sobre porcentaje del FNDR destinado a proyectos en Tocopilla.



7) Al señor Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, en relación con la adjudicación de becas de magíster y doctorado.



- Del Honorable Senador señor Frei al señor Presidente de la Corte Suprema, respecto a la creación de una Corte de Apelaciones en Osorno.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.234, QUE ESTABLECE UN PROCEDIMIENTO DE SENEAMIENTO Y REGULARIZACIÓN DE LOTEOS IRREGULARES Y, RENUEVA SU VIGENCIA

(6830-14)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Modifícase la  ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares, del modo siguiente:


1. Sustitúyense los artículos 1° a 8°, por los siguientes:


"Artículo 1°.- Los loteos de inmuebles, urbanos o rurales, que a la fecha de publicación de esta ley no hubieren sido recibidos por las respectivas Direcciones de Obras Municipales y que cumplan además con los requisitos que aquí se establecen podrán, contados desde la entrada en vigencia de ésta, acogerse por una sola vez al procedimiento simplificado de regularización a que se refiere esta ley, sin perjuicio de los derechos del propietario sobre los respectivos inmuebles. Para estos efectos, el Servicio de Vivienda y Urbanización a través de un decreto supremo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, elaborará un listado de los loteos que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 2°, de acuerdo con la información proporcionada por la respectiva Dirección de Obras Municipales.


Artículo 2º.- Para acogerse al procedimiento simplificado de regularización de esta ley, los loteos que se encuentren en situación de irregularidad de conformidad a lo señalado en el artículo anterior, deberán dar cumplimiento a las condiciones y demás requisitos que a continuación se expresan:


1. Que se encuentren materializados de hecho con anterioridad al 31 de diciembre de 2006.


2. Que no tengan recepción definitiva municipal, sea que se les haya otorgado o no permiso de urbanización.


3. Que en más del 40% de los lotes resultantes del loteo existan residentes, si está ubicado dentro del radio urbano, o un 30% en los demás casos.


4. Que no se encuentren localizados en áreas de riesgo o de protección o en áreas con declaratoria de utilidad pública. Con todo, en las áreas de riesgo se podrá autorizar la regularización de loteos, siempre que se acompañe un estudio fundado que determine las acciones que deben ejecutarse para mitigar el riesgo y permitir su utilización, conforme a lo dispuesto en la normativa de urbanismo y construcciones. Tales acciones deberán estar materializadas antes de la recepción municipal definitiva.


5. Que no existan reclamaciones pendientes del propietario del bien raíz en que se emplaza el loteo al 31 de diciembre de 2006, ante la respectiva Dirección de Obras Municipales por incumplimiento de normas urbanísticas.


Los loteos irregulares que no reúnan los requisitos mencionados para su regularización, deberán cumplir con la normativa que la Ley y la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones establecen sobre la materia, relativa entre otros aspectos a subdivisión, urbanización, loteo, cesiones de espacios públicos, y cambio de uso de suelo, cuando corresponda.


Artículo 3°.- Para solicitar la regularización a que se refiere esta ley, se deberá presentar a la Dirección de Obras Municipales respectiva los siguientes antecedentes:


a) Una solicitud suscrita por el interesado, en que se indique el origen de la conformación del loteo irregular, señalando cómo se constituyó; las razones por las cuales no cuenta con permiso o recepción municipal; número de sitios; individualización del predio, indicando a qué título ocupan el respectivo predio. Para estos efectos se considerará interesado a la o las personas que acrediten la tenencia de los respectivos sitios al 31 de diciembre del 2006, mediante medios fidedignos tales como comprobantes de pago de cuentas de servicios, certificado de residencia emitido por Carabineros de Chile o autoridades de la localidad. Se considerará interesado a los Servicios de Vivienda y Urbanización en los casos de loteos declarados en situación irregular conforme a la ley N° 16.741.


b) Plano del loteo, suscrito por un profesional competente, a una escala adecuada, elaborado sobre la base de un levantamiento topográfico, que grafique las viviendas existentes en cada lote resultante y su superficie, los accesos a bienes nacionales de uso público si los tuviere, las cesiones que exige el artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, las que deberán calcularse de acuerdo a la normativa respectiva, incorporando un cuadro con las normas urbanísticas faltantes a cumplir por el loteo.


Sólo para los efectos de esta ley, y sin que ello importe alteración alguna en los títulos de dominio, de existir planos que se hayan elaborado con anterioridad, éstos deberán ajustarse a los nuevos planos que se elaboren para solicitar la regularización a que la misma se refiere.


c) Plano de ubicación y emplazamiento. Para la confección de este plano podrá considerarse el apoyo de ortofotos o restituciones aereofotogramétricas.


Artículo 4°.- La Dirección de Obras Municipales procederá, dentro del plazo de sesenta días, a contar de la fecha de presentación de la totalidad de los antecedentes exigidos por el artículo precedente, a verificar en el loteo el cumplimiento de las condiciones de urbanización y de los requisitos exigidos en esta ley, como asimismo de las normas urbanísticas aplicables al predio, establecidas en los instrumentos de planificación territorial y en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


Las condiciones de urbanización antes mencionadas estarán referidas a las siguientes obras: dotación de servicios de agua potable, alcantarillado de aguas servidas y electricidad, alumbrado público y gas, cuando corresponda, pavimentación y sus obras complementarias, obras de defensa del terreno, si procediere, aprobadas y recibidas por los servicios competentes. La dotación de servicios se podrá demostrar, entre otros, mediante informe de dotación, conexión o comprobante de pago de cuentas emitido por la respectiva empresa de agua potable, alcantarillado o electricidad.


La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, por razones fundadas, podrá autorizar la rebaja de las exigencias de pavimentación y de las cesiones referidas a áreas verdes y equipamiento, señaladas en el artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, así como permitir excepciones a las normas urbanísticas, antecedente que formará parte integrante del legajo de documentos que conforma el expediente.


El Director de Obras Municipales, si procediere, otorgará, dentro del plazo señalado en el inciso primero de este artículo, la recepción provisoria del loteo, indicando las condiciones de urbanización y normas urbanísticas que éste deberá cumplir dentro del plazo de cinco años, renovable por una sola vez por igual período, para otorgar la recepción definitiva. Asimismo, en la misma recepción deberán indicarse las acciones a que se refiere el N° 4 del artículo 2°, las que deberán materializarse antes de la recepción definitiva del loteo. En dicho documento deberá dejarse constancia expresa de la prohibición para el loteador de enajenar, ceder o transferir a cualquier título los sitios del loteo. Esta prohibición deberá inscribirse y anotarse al margen de la inscripción de dominio dentro del plazo de treinta días hábiles, en el registro correspondiente del conservador de bienes raíces respectivo, cuando el loteador sea a su vez propietario del inmueble.


Para efectos del otorgamiento de la recepción provisoria, a que se refiere el inciso precedente, los lotes que deban considerarse bienes nacionales de uso público en aquellos loteos materializados en terrenos indígenas de conformidad a la ley N° 19.253, mantendrán esta última calidad. No obstante lo anterior, se les considerará bienes nacionales de uso público sólo para efectos de materializar las obras de urbanización. En todo caso, deberán en el plazo de treinta días hábiles gravarse con servidumbre de tránsito previa autorización del Director de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena a requerimiento del Director de Obras Municipales.


Si expirado el plazo fijado en el inciso primero, no hubiere pronunciamiento por escrito del Director de Obras Municipales, o la recepción provisoria del loteo fuere denegada, el interesado podrá reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. El reclamo deberá ser interpuesto en el plazo de treinta días, contado desde el vencimiento del término indicado o desde la notificación administrativa del reclamante. La Secretaría Regional Ministerial, dentro de los quince días hábiles siguientes a la recepción del reclamo, deberá solicitar a la Dirección de Obras Municipales que dicte su resolución, si no se hubiere pronunciado o evacue el informe correspondiente en el caso de denegación. La respectiva Dirección dispondrá de un plazo de quince días hábiles para evacuar el informe o dictar la resolución, según corresponda. En este último caso y vencido este nuevo plazo sin que aún hubiere pronunciamiento, se entenderá denegada la recepción provisoria.


Denegada la recepción provisoria del loteo por la Dirección de Obras Municipales, sea expresa o presuntivamente, la Secretaría Regional, dentro del plazo de treinta días hábiles, deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, ordenará que se otorgue la recepción provisoria.


Cumplidas las condiciones señaladas por la Dirección de Obras Municipales para otorgar la recepción definitiva, se deberá presentar a la misma Dirección una solicitud firmada por el interesado, acompañada de los documentos que permitan verificar el cumplimiento de las condiciones de urbanización, normas urbanísticas y demás requisitos antes mencionados.


Vencido el plazo de cinco años a que se refiere este artículo o su prórroga, en caso que se haya concedido, sin que se hubiere dado cumplimiento a las condiciones exigidas para otorgar la recepción definitiva, caducará por el solo ministerio de la ley la recepción provisoria, y se procederá a hacer efectiva la responsabilidad del loteador y del urbanizador, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 138 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. 


Una vez otorgada la recepción definitiva del loteo, podrá requerirse la regularización de las edificaciones en conformidad a las normas generales, como asimismo el alzamiento de la prohibición a que se refiere el inciso cuarto de este artículo.


Artículo 5°.- Tratándose de loteos declarados en situación irregular en conformidad con la ley N° 16.741, que en su totalidad o parte de los mismos cuenten con urbanización suficiente, el Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo podrá solicitar la recepción definitiva, parcial o total.


Para los efectos del presente artículo se entenderá por urbanización suficiente si el loteo cuenta, a lo menos, con un informe de dotación, conexión o comprobante de pago de cuentas emitido por la respectiva empresa de agua potable, alcantarillado y electricidad.


Artículo 6°.- Tratándose de loteos declarados en situación irregular en conformidad a la ley N° 16.741, que no contaren con urbanización suficiente de acuerdo al artículo precedente, el Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo podrá recurrir al procedimiento de regularización de loteos establecido en esta ley.


Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6° de esta ley, una vez otorgada la recepción definitiva, total o parcial, ésta deberá anotarse al margen de la inscripción de dominio de los respectivos lotes y el Servicio de Vivienda y Urbanización requerirá el alzamiento de los gravámenes y prohibiciones a que pudieren encontrarse afectos en virtud de la ley N° 16.741.


Artículo 8°.- La recepción provisoria otorgada conforme a esta ley habilitará al interesado, sea o no el propietario, para optar a programas que cuenten con financiamiento estatal destinados a la ejecución de obras de urbanización o saneamiento del loteo.


A partir de la recepción provisoria, en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, los municipios estarán facultados para celebrar convenios con otros órganos de la administración del Estado, o con empresas de servicios básicos, como electricidad, agua potable, alcantarillado y otros, para los efectos de dotar de servicios a los loteos objeto del procedimiento de regularización de esta ley o para ejecutar la urbanización faltante.".


2. Agrégase los siguientes artículos 9°, 10 y 11, nuevos:


"Artículo 9º.- El que presentare o utilizare información falsa o maliciosamente incompleta para obtener la regularización a que se refiere esta ley, se entenderá que incurre en los delitos previstos y sancionados en los artículos 467 y 470 N° 8 del Código Penal.


Artículo 10.- Los funcionarios municipales no tendrán la responsabilidad a que se refiere el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, por las recepciones provisorias o definitivas que otorguen en cumplimiento de esta ley.


Artículo 11.- El Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a través de la División de Desarrollo Urbano, podrá impartir instrucciones para la aplicación de las disposiciones de esta ley.".


3. Agréganse los siguientes artículos transitorios:


"Artículo 1° transitorio.- Tratándose de loteos a que se refiere el artículo 1° y también en los casos contemplados en los artículos 5° y 6°, que se encuentren en trámite de regularización, les serán aplicables las nuevas disposiciones en todo aquello que les pudiere resultar favorable.


Artículo 2° transitorio.- Esta ley tendrá una vigencia de 3 años a contar de su publicación en el Diario Oficial.".

***

Hago presente a V.E. que el artículo 4°, fue aprobado en general y en particular, con el voto a favor de 106 señores Diputados, de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): ALEJANDRA SEPÚLVEDA ORBENES,Presidenta de la Cámara de Diputados.- ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES WALKER (DON PATRICIO), QUINTANA Y WALKER (DON IGNACIO), CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY RELATIVO AL DELITO DE ESTUPRO

(7393-07)

Lamentables hechos noticiosos que hemos conocido durante el presente año refuerzan la necesidad de revisar nuestra legislación en el ámbito de los delitos sexuales.

Un deber ineludible de la actividad legislativa es recoger lo que está pasando y proponer al país nuevas leyes, para que nunca más ocurran hechos tan lamentables. Cada vez que sabemos de este tipo de casos, debemos sacar lecciones que nos permitan mejorar nuestro sistema de justicia y evitar una suerte de impunidad.

En ese contexto, se propone un proyecto de ley que modifica el artículo 363 del Código Penal, que establece el tipo del estupro, haciéndolo también aplicable en el caso de víctimas mayores de edad, iniciativa que se suma a otras que pretenden mantener abierto el debate sobre la revisión de la legislación referida a delitos sexuales.

En efecto, en lo que respecta a delitos sexuales contra menores, hemos presentado una moción para hacer imprescriptibles los delitos sexuales contra menores de edad (Boletín Nº 6.956-07) y otra que impide acogerse a la eliminación de las anotaciones penales, en caso de delitos sexuales contra menores (Boletín Nº 7.178-07).

En otra línea, proponemos en esta moción establecer sanciones para casos de estupro con mayores de 18 años. Esta es una materia compartida por los especialistas y existe en países como España y Francia.

A propósito del “caso Karadima” se han escuchado opiniones -a nuestro juicio- livianas del tipo 'pero si se trataba de conductas entre mayores de edad' como si entonces no hubiese reproche. Pero, en casos como los descritos por los denunciantes ¿no hay abuso de una relación privilegiada como es la de un guía espiritual respecto de sus seguidores, independiente de la edad de que se trate?

Aunque esta nueva legislación, de ser aprobada, no se aplicaría al caso en cuestión, la idea es prevenir conductas abusivas que se produzcan a futuro.

En la actualidad, el tipo penal del estupro está fundamentado en el abuso de un vínculo de subordinación, dependencia o superioridad en que se encuentra el agresor respecto de la víctima, con el fin de obtener el consentimiento de esta para tener una relación sexual. Producto del abuso de este vínculo se entiende que este consentimiento está viciado.

El problema de nuestro actual tipo penal es que limita estas conductas a la edad de la víctima, siendo que tanto las modalidades primera, segunda y tercera son válidas para personas de cualquier edad. En otras palabras, las situaciones abusivas descritas en dichos numerales no son aplicables a las víctimas porque sean mayores de 14 y menores de 18 años, sino porque representan relaciones abusivas. En este sentido, el hecho de ser mayor de 14 y menor de 18 puede constituir una agravante, pero no es el fundamento del estupro en la forma que está descrito.

Por otro lado, al limitar el tipo penal a los 18 años, involucra que necesariamente se está creando una laguna de punibilidad. Máxime si en legislaciones comparadas se considera situaciones en que la víctima sea “especialmente vulnerable” por razones “de edad, enfermedad y situación” al igual que también cuando se “abusa” de una relación de parentesco con la víctima. Ejemplos de ello son -como hemos señalado- el Código Penal Español, en su artículo Nº 198, y el Código Penal Francés, en su artículo Nº 222-24, donde estas circunstancias son modalidades de ejecución de la violación, que se consideran de por sí como agravantes.

En suma, debemos comprender el estupro como una forma de modalidad de la violación en la cual, sin mediar las circunstancias del artículo 361, aprovechándose de una posición de autoridad, dependencia, o vulnerabilidad de la víctima, se obtiene un consentimiento viciado para el acto sexual.

Atendidas todas las consideraciones señaladas, proponemos el siguiente proyecto de ley: Reemplácese el artículo 363 del Código Penal por el siguiente:

“Artículo 363. El acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal a una persona mayor de 14 años, será castigado con la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, siempre que se actué abusando o prevaliéndose de:

1° Una anomalía o perturbación mental de la víctima, aun transitoria, que no constituya enajenación o trastorno;

2° Una situación de necesidad o dependencia de gran importancia para la víctima, aunque sea temporal, como en los casos en que el agresor está encargado de su custodia, cuidado personal u otra semejante;

3° Una situación de grave desamparo en que se encuentre la víctima, y

4° Cuando se engaña a la víctima menor de dieciocho años y mayor de catorce, aprovechándose de su ignorancia o la inexperiencia sexual.”

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- 
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑOR HORVATH, SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES BIANCHI Y PROKURICA CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE DECLARA EL PRIMER DOMINGO DE DICIEMBRE COMO DÍA DE LA DUEÑA DE CASA

(7394-13)

Considerando:

1.- Que la “dueña de casa” o “ama de casa” ha sido tradicionalmente considerada en la cultura occidental como la mujer que tiene por ocupación principal o exclusiva, el trabajo en el hogar con los quehaceres cotidianos tales como el cuidado de los hijos, la limpieza de la casa, la compra de víveres y otros artículos, la preparación de los alimentos, y la administración parcial o total del presupuesto familiar y de los servicios asociados, entre otras funciones de gran importancia para el buen funcionamiento del hogar y por ende de la familia.

2.- El que normalmente esta actividad es desarrollada por la esposa de un matrimonio convencional o de una pareja estable compuesta por el hombre, la mujer, los hijos e hijas y es un trabajo no remunerado, al menos de manera directa. De la dueña de casa se esperan tradicionalmente muchas cosas, pero sobre todo abnegación y de cuidado a los hijos y del hogar.

3.- El que en muchos de los casos, aún teniendo en forma paralela un trabajo remunerado fuera de su hogar, con igual diligencia y dedicación, desarrollan su labor, sin dejar de lado el cuidado de sus hijos y las actividades propias de su condición de dueña de casa.

4.- Que, por todas las labores que realizan, muchas veces con sacrificio y desinteresadamente, y sin el debido reconocimiento, es de toda justicia rendir un homenaje a las dueñas de casa, a quienes conforman el pilar fundamental del hogar y en consecuencia de la fortaleza de nuestra sociedad.

5.- El que, por ello, organizaciones sin fines de lucro, se han encargado de agrupar a estas amas de casa para canalizar sus demandas, capacitación y reconocimiento a esta labor por medio de la celebración, en algunos países, del Día Nacional de las Amas de Casa.

6.- Que en Argentina existe una agrupación denominada Liga de Amas de Casa, que agrupa sin hacer diferencias de credo, raza ni estado civil a las amas de casa de este país dando un asesoramiento integral. En reconocimiento de su labor, se estableció el 1 de diciembre como Día Nacional de las amas de casa.

7.- El que, aún cuando en España no existe un día que conmemore a la dueña de casa, sí existe la Confederación Española de Organizaciones de Amas de Casa, Consumidores y Usuarios, organización sin fines de lucro que ha adquirido bastante fuerza para conseguir el reconocimiento social y respeto por las amas de casas.

8.- El que se debe trabajar política y legislativamente para que la labor de la dueña de casa sea mejor reconocida como trabajo -en la medida que realice sus labores-, para fines de jubilación y beneficios sociales cuando corresponda, puesto que la insuficiencia del monto por montepío y el que pocas veces se reconoce y permite que reciban una buena jubilación, lo que disminuye la inspiración de un mayor grado de independencia económica, y deja en un manto de incertidumbre el desarrollo de la vida de la dueña de casa, lo que parcialmente ha sido reconocido en la pensión solidaria.

Vengo en presentar la siguiente

Moción de Ley

Instituye el Día de la Dueña de Casa

“Artículo único.-

Se declara el primer Domingo de Diciembre de cada año como el Día de la Dueña de Casa.”

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES NAVARRO, GÓMEZ, LAGOS Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY SOBRE INTERPRETACIÓN COMERCIAL FAVORABLE AL CONSUMIDOR

(7395-03)

Como es sabido, las normas de derecho del consumidor buscan restablecer el equilibrio jurídico entre consumidor y proveedor. El poder económico del proveedor o empresario, es tal, que el derecho debe restablecer la relación de igualdad contractual, so pena de soportar abusos en las relaciones económicas.

Como hemos visto, los contratos de consumo, pueden dar lugar a cláusulas abusivas, como lo ha denunciado el mismo director del Sernac, recientemente en materia de seguros y de bancos. Las cláusulas denunciadas tienen por objeto hacer inicuo o leonino el contrato en el que se establecen.

Esta parcialmente abordada por la normativa de cláusulas abusivas, al disponer en el artículo 16.

Artículo 16.- “No producirán efecto alguno en los contratos de adhesión las cláusulas o estipulaciones que: (...)

g) En contra de las exigencias de la buena fe, atendiendo para estos efectos a parámetros objetivos, causen en perjuicio del consumidor, un desequilibrio importante en los derechos y obligaciones que para las partes se deriven del contrato. Para ello se atenderá a la finalidad del contrato y a las disposiciones especiales o generales que lo rigen. Se presumirá que dichas cláusulas se encuentran ajustadas a exigencias de la buena fe, si los contratos a que pertenecen han sido revisados y autorizados por un órgano administrativo en ejecución de sus facultades legales”.

Claramente, el fiscalizador a veces no da abasto para fiscalizar todos los casos, y es entonces cuando se llama a los distintos sectores de la economía y del comercio a “ajustarse a la ley”.

En tanto los consumidores no reclamen, muchas de las cláusulas contractuales abusivas, no podrán ser anuladas por la autoridad judicial competente.

Pero no solo hay cláusulas abusivas, sino que a veces las cláusulas pueden ser ajustadas a la ley, pero el contrato puede ser diseñado de tal manera que una cláusula no abusiva puede dar lugar a una interpretación irracionalmente desfavorable.

Y aun ante cláusulas no abusivas, existen múltiples modalidades contractuales que pueden dar lugar a resultados gravosos, aunque no generen un "desequilibrio importante en los derechos y obligaciones que para las partes se deriven del contrato".

Las normas de interpretación de los contratos del Código Civil se aplican a las materias del derecho de consumidor, ante el silencio de esta última. Estas normas señalan expresamente:

Artículo 1560. Conocida claramente la intención de los contratantes, debe estarse a ella más que a lo literal de las palabras.

Artículo 1561. Por generales que sean los términos de un contrato, sólo se aplicarán a la materia sobre que se ha contratado.

Artículo 1562. El sentido en que una cláusula puede producir algún efecto, deberá preferirse a aquel en que no sea capaz de producir efecto alguno.

Artículo 1563. En aquellos casos en que no apareciere voluntad contraria deberá estarse a la interpretación que mejor cuadre con la naturaleza del contrato. Las cláusulas de uso común se presumen aunque no se expresen.

Artículo 1564. Las cláusulas de un contrato se interpretarán unas por otras, dándose a cada una el sentido que mejor convenga al contrato en su totalidad. Podrán también interpretarse por las de otro contrato entre las mismas partes y sobre la misma materia.

O por la aplicación práctica que hayan hecho de ellas ambas partes, o una de las partes con aprobación de la otra.

Artículo 1565. Cuando en un contrato se ha expresado un caso para explicar la obligación, no se entenderá por sólo eso haberse querido restringir la convención a ese caso, excluyendo los otros a que naturalmente se extienda.

Articulo 1566. No pudiendo aplicarse ninguna de las reglas precedentes de interpretación, se interpretarán las cláusulas ambiguas a favor del deudor.

Pero las cláusulas ambiguas que hayan sido extendidas o dictadas por una de las partes, sea acreedora o deudora, se interpretarán contra ella, siempre que la ambigüedad provenga de la falta de una explicación que haya debido darse por ella.

Como señalamos, estas normas de interpretación de lo contratos, se aplican en el silencio de la ley del consumidor, a los contratos de adhesión y de consumo. Estas normas suponen la igualdad entre las partes.

No es posible tener una ley que protegiendo a la parte más débil, entregue mecanismos especiales de tutela, para luego, guardar silencio ante la interpretación de los contratos.

La única norma que señala una interpretación favorable al deudor (consumidor en nuestro caso), es la del Artículo 1566, pero es una norma residual (se aplica cuando no se pueden aplicar las anteriores).

Y lo que se requiere en la ley del consumidor es una norma de aplicación general, no excepcional o residual.

Es por ello que vengo en proponer el siguiente:

Articulo Único:

Agregase a la Ley, el siguiente nuevo articulo 17 bis:

“Toda cláusula contractual se interpretará favorablemente para el consumidor. En casos difíciles, se aplicará la interpretación menos gravosa para el consumidor”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES NAVARRO, GÓMEZ Y MUÑOZ ABURTO CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY SOBRE PROTECCIÓN DE ZONAS TÍPICAS O PINTORESCAS
(7396-14)

Las denominadas NORMAS SOBRE ZONAS TÍPICAS O PINTORESCAS, pretenden llenar un vacío en relación al manejo de los sectores declarados Monumento Nacional en la categoría de Zona Típica o Pintoresca de acuerdo a la Ley Nº 17.288 de Monumentos Nacionales. Se norma sobre las Definiciones, Declaraciones, Instructivos de Intervención, Autorizaciones de Intervención y Disposiciones Finales, creando así las condiciones técnicas para un completo y correcto funcionamiento de estas áreas protegidas oficialmente.

Toda Zona Típica requiere de un instrumento que regule en forma objetiva todo lo que implique obras de intervención futuras, sean estas de modificación, ampliación, restauración, demolición parcial, etc. Dicho instrumento se llama “Instructivo de Intervención”, el cual puede ser elaborado por cualquier consultor, público o privado, sea este el municipio, sus propios vecinos o el Consejo de Monumentos Nacionales, correspondiendo a esta última institución la aprobación de dichos instrumentos.

La realización de los Instructivos de Intervención, para los casos en que la respectiva comuna donde se emplaza la Zona Típica o Pintoresca no disponga de un Plan Regulador, será un documento único y de gran valor, puesto que fijará las condiciones de edificación que hasta ese momento son inexistentes; para los casos en que sí se disponga de algún instrumento normativo oficial, el Instructivo de Intervención será un complemento a lo ya estipulado. Para ambos situaciones, será fundamental que a futuro todos los Planes Reguladores Comunales acojan en su integridad el contenido y esencia de los Instructivos de Intervención. De esta forma, se estará agilizando, acortando y haciendo más operativos los trámites de aprobación para cada caso especial.

De acuerdo a como se establece en los Artículos Nº 29 y 30, Título VI Conservación de los Caracteres Ambientales, de la Ley Nº 17.288 de Monumentos Nacionales, existen en la actualidad una gran variedad de tipologías distintas de Zona Típica o Pintoresca declaradas a lo largo del país, encontrando entre ellas casos de: pueblos tradicionales (Pueblo de Parinacota, Pueblo de Alhué, Estancia San Gregorio, etc.), centros históricos ( Centro Histórico de Antofagasta, Centro Histórico Los Andes, Plaza Muñoz Gamero, etc.), entorno a un Monumento Histórico (Sector Estación de Ferrocarriles de Copiapó, Parque Municipal Los Dominicos, Entorno Casa Holstein, etc.), áreas (Sector costero de Cobija, Cerros Alegre y Concepción, Sector de Puerto Varas, etc.) y conjuntos

Toda esta variedad de tipologías tienen un denominador común, cual es que cada una de ellas mantiene armonía ambiental, logrando que se pueda reconocer un conjunto unitario en sí mismas. Cada Zona Típica o Pintoresca conllevará, según sea el caso, una especial connotación histórica, estilística, constructiva, arquitectónica o urbana. Precisamente, en relación a la armonía ambiental de conjunto, para que existan normas y criterios equitativos que aseguren que un Inmueble de Interés Histórico Artístico, un Inmueble de Valor Ambiental o un Inmueble Discordante, tengan similares características entre sí, aunque se trate de una Zona Típica o Pintoresca del norte, del centro o del sur de Chile, se presentan las NORMAS SOBRE ZONAS TÍPICAS O PINTORESCAS como un instrumento regulador.

Con todo, este vacío torna menester reconocer en la Ley Nº 17.288 sobre monumentos nacionales, la participación ciudadana reconociendo la facultad a los miembros de la comunidad el derecho de poder presentar a la administración una solicitud de declaración de zona típica, cosa que ocurre hoy, pero no esta consagrado en la ley.

Además el proyecto busca impedir que mientras se tramita una solicitud de declaración de zona típica se ejecuten proyectos inmobiliarios que afecten o que puedan afectar poblaciones o lugares pintorescos que busquen obtener dicha declaración, de este modo se evita que estos proyectos u obras afecten su entorno de gran valor arquitectónico y típico para la ciudad.

Proyecto de Ley

Artículo 1: Elimínese el actual Artículo 29 de la ley 17.288 sobre Monumentos Nacionales, y reemplácese por el siguiente Artículo 29 nuevo 288 sobre Monumentos Nacionales en el sentido que sigue:

“Artículo 29: Para el efecto de mantener el carácter ambiental y propio de ciertas poblaciones o lugares donde existieren ruinas arqueológicas, o ruinas y edificios declarados Monumentos Históricos, el Consejo de Monumentos Nacionales y los habitantes de dichas poblaciones o lugares podrán solicitar se declare de interés público la protección y conservación del aspecto típico y pintoresco de dichas poblaciones o lugares o de determinadas zonas de ellas.”

Artículo 2: Modifíquese el Artículo 30 de la Ley 17.288 sobre Monumentos Nacionales, agregándose al número 1 del Artículo el siguiente inciso segundo nuevo:

“Los proyectos de construcción u obras que afectara o pudiera afectar el entorno de una población o lugar a la que se refiere en artículo anterior, cuya declaración de zona típica este en tramitación, no podrán ejecutarse o se paralizarán, mientras no sea publicada el decreto que deniega la solicitud de declaración de zona típica.”

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON EL QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL REFERIDO AL EFECTO DE LOS VOTOS BLANCOS

(7397-07)

El voto en blanco es una de las opciones ante la toma colectiva de una decisión. Consiste en realizar el acto mismo del voto, pero sin manifestar cuál es el candidato u opción elegida. Para poder votar en blanco, el ciudadano debe ir a las urnas y realizar los actos formales que establece la legislación de cada país. El modo de concretar el voto en blanco varía: en Colombia, por ejemplo, se debe marcar la casilla indicada como "voto en blanco"; en otros países, se considera voto en blanco cuando el sobre de votación está vacío o contiene un trozo de papel en blanco. El voto en blanco cuenta y el voto nulo no. El voto en blanco no va para la mayoría. El voto nulo no se tiene en cuenta ni siquiera para las estadísticas. El voto en blanco es la aceptación del sistema democrático. El voto nulo es la negación del sistema, siendo de dos tipos: voluntario por ejemplo para los anarquistas y anti sistema o involuntario si por error metes dos papeletas de distinto partido o la papeleta que incluyes esta pintada o rota, o bien incluyes papeles no utilizados legalmente (papeles que pongan algo que no sean considerados papeletas de voto).
Cabe destacar que, por regla general, los distintos sistemas electorales no consideran al voto en blanco como un verdadero voto. Al respecto, en la doctrina se habla de "votos válidamente emitidos", y se excluyen de los mismos tanto a los votos en blanco como a los votos nulos, aunque esto depende del país, en Uruguay por ejemplo existe la diferenciación entre el voto válido y el voto emitido, siendo el voto en blanco un voto válido que no es a favor de ningún candidato y el voto anulado es un voto emitido pero no válido. Por lo tanto, no influyen en la elección de los candidatos, pero sí constituyen un importante parámetro de la medida de la legitimidad política, tanto del sistema electoral vigente, como de los candidatos de un determinado país.
A continuación algunos ejemplos sobre el valor de los votos blancos en la legislación comparada:

1. Colombia
El voto en blanco es una forma de participación electoral que es tan válida como el apoyo a un candidato o a un partido. Su valor radica en la importancia jurídica que le otorga la ley, que en el caso de la legislación colombiana es decisiva y está conceptuado como un factor que puede forzar a la repetición de la votación, como contempla el artículo 258 de la Constitución. Dicho artículo aclara que cuando los votos en blanco constituyan la mayoría del total de votos válidos de una votación para elegir los miembros de una corporación pública, gobernador, alcalde o la primera vuelta en las elecciones presidenciales, la elección debe repetirse por una sola vez.
En el caso de las elecciones unipersonales (gobernador, alcalde, Presidente en primera vuelta) no podrán presentarse los mismos candidatos, mientras que en las elecciones a corporaciones públicas no se podrán presentar las listas que no hayan alcanzado el umbral mínimo de votación.
La Reforma Política aprobada en junio de 2009 amplió los límites del voto en blanco. La mayoría exigida para hacer efectivos estos votos ya no es “absoluta”, como decía en la Constitución anteriormente, sino que es simplemente la mayoría “del total de los votos”. Esto quiere decir que las votaciones en las que los votos en blanco “salgan ganadores”, se deberán repetir.
A pesar de su peso legal, han sido múltiples los debates sobre la utilidad y vigencia del voto en blanco dentro de la democracia. En la historia política de Colombia no se conoce ningún caso en el que el ejercicio de este derecho haya sido concluyente. Sin embargo, un caso representativo, que prometía sentar un precedente a favor del “voto protesta”, ocurrió el 30 de octubre de 2005 en las elecciones atípicas para alcalde que se celebraron en Cartagena. Ninguno de los candidatos era una buena opción para ganarle al ex alcalde Nicolás Curi Vergara, quien había salido del cargo en 2000 con más de 70 denuncias en su contra, pero era el candidato más fuerte y quería repetir. La campaña a favor del voto en blanco fue emprendida por varios sectores descontentos, incluidos los medios de comunicación, importantes personalidades y otros seguidores de esta herramienta protesta. El día de las elecciones la historia no cambió. La abstinencia alcanzó un 78 por ciento, y la mayoría de los que votaron lo hicieron por Curi quien obtuvo 54.583 votos, mientras que el voto en blanco, quedó en segundo lugar con 40.683 papeletas. Si hubiera triunfado el voto en blanco, se habría convertido en símbolo de revolución contra las clases políticas de la ciudad y se hubiera convocado a nuevas elecciones. El alto número de votos en blanco, exigidos por la Ley para que éste resulte vencedor genera apatía entre los ciudadanos que ven nulos sus efectos prácticos y terminan asignando su papeleta al candidato con menos opciones como estrategia para combatir al aspirante favorito.
2. España
La normativa electoral española, es decir, la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General (LOREG), dispone en su artículo 96 la regulación del voto nulo y blanco.
Al igual que en el caso colombiano, los votos blancos son contabilizados como válidos, pero no existe una alternativa en la papeleta para expresar esta opción.
Los votos en blanco pueden así influir en las posibilidades que tienen las listas con menos respaldo de acceder al reparto de escaños, ya que la legislación electoral establece que es necesario superar el 3% de los votos válidos. Se considera voto en blanco, pero válido, el sobre que no contiene papeleta y, además, en las elecciones para el Senado, las papeletas que no contienen marca a favor de ninguno de los candidatos. Calificada la elección por la Junta Electoral Central, las Juntas Electorales competentes proceden, dentro del día siguiente, a la proclamación de electos, a cuyos efectos se computan como votos válidos los obtenidos por cada candidatura más los votos en blanco.
3. Francia
En Francia el escrutinio de las elecciones, se encuentra regulado en el Código Electoral4, De acuerdo a este cuerpo normativo, en las elecciones “durante el recuento de votos, los votos blancos y nulos se contabilizan y se anexan al acta elaborada por los responsables de la oficina de voto. Pero no aparecen en el resultado oficial donde solamente se mencionan el número de los electores inscritos, el número de votantes y los sufragios expresados (conjunto de los boletines menos los votos blancos y nulos)”. El voto blanco, es una papeleta desprovista de todo nombre de candidato.
Sin duda donde cobra mayor relevancia el tema, es en la población votante joven, pues el tema del abstencionismo político de la juventud dice relación con una tasa muy elevada de jóvenes que se abstienen de participar en política, de cumplir sus obligaciones y ejercer sus derechos de ciudadanía política en los últimos años en Chile. Este fenómeno de “despolitización” de los jóvenes es un hecho observado ya hace varios años en los países desarrollados y se registra también con bastante frecuencia en estos últimos tiempos en los países latinoamericanos. El principal indicador del abstencionismo, ese desinterés creciente por la política, se evidencia en la escasa inscripción de los jóvenes en los registros electorales y en la escasa voluntad de participación activa en política que manifiestan cuando son interrogados en encuestas y estudios. Los jóvenes aparecerían así como sujetos cuya integración ciudadana plena -en cuanto al ejercicio integral de derechos y deberes cívicos - se perfila no exenta de dificultades. De lo anterior se colige que dicha actitud abstencionista puede encontrar su fundamento en que las opciones políticas muchas veces no satisfacen los intereses de los jóvenes, de modo que si hubiera un reconocimiento jurídico de los votos blancos considerándolos como una opción dentro del espectro de candidatos y aspirantes a cargos públicos, sin duda alentaría la participación ciudadana juvenil, más aun considerando que nuestro sistema electoral se ha inclinado por un voto voluntario.
La abstención y poca participación juvenil tiene coherencia tanto en las formas juveniles de ver la sociedad cómo en las propias deficiencias que se observan en el sistema político representativo. Es decir, estamos ante una actitud razonable y esperable frente a la estrechez de los espacios existentes para ejercer la ciudadanía y la participación plena a nivel nacional lo cual afecta de manera preferente a los jóvenes. Ello por la presencia persistente de los llamados poderes fácticos, las distorsiones de un sistema político cuyas mediaciones se han encastillado en tendencias cúpula res auto referidas, y las tendencias a la degradación y al desprestigio de la actividad política. Si a lo anterior sumamos el voto voluntario, deslegitimación popular de las autoridades y ausencia de valor de los votos blancos como una opción política, se condena al sistema político electoral a ser cada día más parco e impopular.
La soberanía reside esencialmente en la nación. Su ejercicio se realiza por el pueblo a través de un plebiscito y de elecciones periódicas...” Nada más ni nada menos que votar y optar por una opción es ejercer la soberanía, constituye un acto sublime que legitima la existencia del Estado y da razón al vínculo jurídico político que une a una persona con un Estado. De ahí la importancia que los votos blancos tengan un reconocimiento y sea elevado a la categoría de opción política.
En Chile el artículo 26 de la Constitución se refiere a los voto blancos y nulos indicando que en las elecciones presidenciales se entenderá como no emitidos. Sin embargo, este proyecto de reforma constitucional apunta instaurar en nuestra carta fundamental el principio de que los votos blancos son y contienen una expresión popular, una manifestación expresa de voluntad soberana que debe tener un reconocimiento y valor jurídico.
El Voto en Blanco está creciendo en todos los países democráticos y se convierte en símbolo de la resistencia de los ciudadanos a la partidocracia y en bandera de la regeneración democrática. El voto en blanco, interpretado como un rechazo a los políticos y a sus programas, pero no a la democracia, que se acepta, gana adeptos cada día y es considerado por muchos como una protesta ejemplar y como la mejor manera de rechazar la corrupción y los abusos del sistema oligárquico de partidos políticos, que se ha consolidado tras la II Guerra Mundial y que ha degenerado profundamente la democracia.
El voto en blanco se alza cada día más como la opción de protesta mas seria y consistente, superior a la abstención porque es activa y nunca puede confundirse con el pasotismo o la indiferencia política. Los que votan en blanco acuden a las urnas y depositan su voto, pero lo hacen sin elegir a nadie, como símbolo de su rechazo a la degradación de la democracia, al abuso de poder, a la corrupción, al mal gobierno y al fracaso de la casta de políticos profesionales que se ha atrincherado en el sistema. La abstención es ambigua y coloca en el mismo saco a los que protestan, a los indiferentes y a los enemigo de la democracia, todos ellos "ausentes" de las urnas, pero sin especificar las razones de esa ausencia.
En una democracia auténtica, los votos en blanco deberían traducirse en escaños parlamentarios vacíos, o al menos constituir un piso mínimo que debieran superar los aspirantes de modo que pueda transformarse en una causal de repetición de una elección el hecho de que los candidatos no superen a los votos blancos.
Castigar a un partido votando al contrario no arregla el problema, ni mejora un ápice la democracia. Sólo se sustituye a un partido por otro. Ni siquiera se perjudica gravemente a los perdedores. El partido que gana obtiene como premio el gobierno, pero los que pierden van a la oposición, donde también ellos han creado beneficios y privilegios: dinero público para el partido, sueldos pagados por los ciudadanos, coches oficiales y participación, como cuota, en instituciones y empresas públicas o dominadas por el poder político. Si creemos que la democracia está hoy bloqueada por la partidocracia, el voto en blanco es la mejor opción porque ese voto lanza un claro mensaje al sistema: “somos demócratas y queremos democracia, pero no la vuestra, la que negáis o corrompéis, sino una democracia auténtica, limpia, en la que el ciudadano controle a los poderes y participe en los procesos de toma de decisiones”.
Votar en blanco es refrendar que la democracia se basa en la soberanía popular y se define como "el gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo". Votar en blanco es rechazar la figura del cacicazgo político y esgrimir que la opción democrática por un determinado candidato no es única sino que también existe la expresión del voto en blanco.
Reforma Constitucional
Artículo único: introdúzcanse al Artículo 26 de la Constitución Política de la República las siguientes enmiendas:
1. Elimínese del inciso tercero del artículo 26 de la CPR la frase “en blanco y los”.
2. Agréguese el siguiente inciso cuarto pasando el actual cuarto a ser el quinto y así sucesivamente: “Los votos blanco serán considerados como válidamente emitidos se contabilizarán y tendrán el valor que la respectiva ley orgánica determine.”.
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY EN MATERIA DE JURISPRUDENCIA RELATIVA AL RECURSO DE CASACIÓN EN EL FONDO

(7398-07)

En cualquier procedimiento jurisdiccional, se generan actos procesales regulares, que se ciñen a las leyes y al derecho, y también, actos procesales que tienen incorrecciones.
Ante ello, la ley reconoce medios de impugnación de los mismos, para resguardar el debido proceso legal.
Se pueden definir los medios de impugnación, de acuerdo al profesor Colombo: “la acción y efecto de atacar o refutar un acto judicial, documento, deposición, testimonial, etc., con el fin de obtener su revocación o invalidación”.
Pues bien, entre esos medios de impugnación, encontramos a los recursos judiciales, definidos por el mismo profesor como “El acto jurídico procesal de la parte o de quién tenga legitimación para actuar mediante el cual se impugna una resolución judicial, dentro del mismo proceso que se pronunció, solicitando su revisión a fin de eliminar el agravio que sostiene se le ha causado con su dictación”.
Entre los recursos, podemos encontrar una gran variedad, el recurso de reposición, el de hecho, el de apelación, el de aclaración, rectificación y enmienda, el de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, entre otros.
Uno de los más importantes es el recurso de casación. Definido como “un acto jurídico procesal de la parte agraviada con determinadas resoluciones judiciales, para obtener de la Corte Suprema que las invalide por haberse pronunciado con una infracción de ley que ha influido substancialmente en lo dispositivo del fallo, y que la reemplace por otra resolución en que la ley se aplique correctamente”.
La gran virtud de este recurso es que busca la unidad de la jurisprudencia, es decir, de los pronunciamientos de nuestros tribunales de justicia. Un brocado jurídico dice que “a la misma razón, debe aplicarse la misma disposición”, es decir, que ante casos similares, debe juzgarse de la misma manera. Ello no es más que la manifestación de un imperativo de igualdad ante la ley.
No obstante, esto no siempre es así, pues la Corte Suprema, nuestro máximo tribunal, que la que conoce el recurso de casación en el fondo, conoce este recurso por salas. Cada sala de la Corte Suprema es autónoma, por lo que tenemos casos similares, pero decididos de manera distinta dependiendo de la sala en que el asunto quede radicado, conocido y juzgado.
Es por ello, que mediante la Ley 19.374, promovida por el gobierno de don Patricio Aylwin Azocar, se estableció la distribución de las salas de la Corte en forma especializada y además se posibilita a las partes del proceso de que soliciten que este sea resuelto por el Pleno de la Corte Suprema, cuando en fallos diversos, la corte ha sostenido distintas interpretaciones sobre la materia.
Es decir, ante casos en que exista jurisprudencia diversa y contradictoria de la misma Corte, entonces las partes pueden pedir que conozca el pleno de la Corte y no una sala.
El artículo 780 del Código de Procedimiento Civil señala: “Interpuesto el recurso de casación en el fondo, cualquiera de las partes podrá solicitar, dentro del plazo para hacerse parte en el tribunal ad quem, que el recurso sea conocido y resuelto por el pleno del tribunal. La petición sólo podrá fundarse en el hecho que la Corte Suprema, en fallos diversos, ha sostenido distintas interpretaciones sobre la materia de derecho objeto del recurso”.
Por su parte, el Artículo 782, dispone: “Elevado un proceso en casación de fondo, el tribunal examinará en cuenta si la sentencia objeto del recurso es de aquéllas contra las cuales lo concede la ley y si éste reúne los requisitos que se establecen en los incisos primeros de los artículos 772 y 776.
La misma sala, aun cuando se reúnan los requisitos establecidos en el inciso precedente, podrá rechazarlo de inmediato si, en opinión unánime de sus integrantes, adolece de manifiesta falta de fundamento.
Esta resolución deberá ser, a lo menos, someramente fundada y será susceptible del recurso de reposición que establece el inciso final del artículo 781.
En el mismo acto el tribunal deberá pronunciarse sobre la petición que haya formulado el recurrente, en cuanto a que el recurso sea visto por el pleno de la Corte Suprema, de conformidad a lo establecido en el artículo 780. La resolución que deniegue esta petición será susceptible del recurso de reposición que se establece en el inciso final del artículo 781”.
El mecanismo ha sido un avance, pues las partes, probando esta divergente jurisprudencia, adjuntando las sentencias, y argumentando la causal pueden lograr que el pleno de la Corte dicte una sentencia, que sea la que guíe, mediante el consenso, los futuros fallos de las salas.
No obstante, la doctrina se pregunta por qué este mecanismo no puede ser utilizado también por decisión voluntaria de la misma Corte Suprema. Lo bueno, y estamos de acuerdo en ello, sería que la Corte, de oficio, es decir, por propia motivación, también pudiera enviar los asuntos al Pleno, en caso de que las partes, por la calidad de sus abogados, o por ignorancia, no solicitasen la actuación de la totalidad de los ministros para conocimiento del asunto.
Actualmente se están perdiendo valiosas oportunidades de generar consensos-guías para futuras sentencias. La falta de este mecanismo oficioso, deja a los ciudadanos desprovistos de un poderoso mecanismo para la unidad de criterios y una jurisprudencia uniforme, pero lo que es peor, los deja librados a la "suerte" de que les toque una sala favorable. Ello atenta contra la igualdad ante la ley y contra la seguridad jurídica.
Es por ello que vengo en presentar el siguiente:
Proyecto de Ley
Artículo único:
Agregase el siguiente nuevo inciso 5° del Artículo 782 del Código de Procedimiento Civil, pasando el actual quinto a ser 6°:
“Sin perjuicio de lo anterior y de lo dispuesto en el Artículo 780, el tribunal, de oficio, por resolución fundada, remitirá el asunto al Pleno, en caso de manifiesta discrepancia jurisprudencial de la Corte Suprema”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
_924333119

